
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 
 

Bogotá, D.C., veintidós (22) de julio de dos mil veintidós (2022). 
 
 

 
Auto Sust. No. 429 

 
Medio de control:   Nulidad y restablecimiento del derecho 
Expediente:        11001-3342-051-2018-00174-00  
Demandante:    LUIS OSCAR SAENZ ROJAS 
Demandado: SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD CENTRO ORIENTE 

E.S.E 
Decisión:                Auto de requerimiento   
 

 
 

Observa el despacho que el apoderado de la parte actora informó que la accionada no dio 
cumplimiento a lo ordenado dentro del proceso, por lo que solicitó se ordene a la entidad 
demandada el cumplimiento inmediato de la orden judicial contenida en la sentencia del 17 de 
septiembre de 2019 (archivo 1, págs. 202 a 216 expediente digital), modificada en segunda 
instancia por la sentencia del 6 de agosto de 2020 (archivo 1, págs. 273 a 299 expediente 
digital). 
  
Al respecto, el numeral 1 del Artículo 297 de la Ley 1437 de 2011 señala: 
  

“ARTÍCULO 297. TÍTULO EJECUTIVO. Para los efectos de este Código, constituyen título 
ejecutivo: 
 
1. Las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad pública al pago 
de sumas dinerarias. 
 
(…)” 

 
Y el inciso 1 del Artículo 298 ibídem, modificado por el Artículo 80 de la Ley 2080 de 2021, 
indica: 
 

“ARTÍCULO 298. PROCEDIMIENTO. Una vez transcurridos los términos previstos en el 
artículo 192 de este código, sin que se haya cumplido la condena impuesta por esta 
jurisdicción, el juez o magistrado competente, según el factor de conexidad, librará 
mandamiento ejecutivo según las reglas previstas en el Código General del Proceso para 
la ejecución de providencias, previa solicitud del acreedor. 
 
(…)” 

 
Así pues, se evidencia que las sentencias proferidas dentro del proceso de la referencia 
adquirieron ejecutoria el 7 de octubre de 2020, según constancia obrante (archivo 1, pág. 316 
expediente digital), por lo que es evidente que transcurrieron los términos del Artículo 1921 del 
C.P.A.C.A. sin que se haga visible el cumplimiento de la sentencia. En ese sentido, el despacho 
ordenará que por Secretaría se oficie a la SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD 
CENTRO ORIENTE E.S.E., para que, dentro del término de 5 días siguientes al recibo de la 
respectiva comunicación, informe sobre el cumplimiento de la orden judicial impuesta en la 
sentencia del 17 de septiembre de 2019 (archivo 1, págs. 202 a 216 expediente digital), 
modificada en segunda instancia por la sentencia del 6 de agosto de 2020 (archivo 1, págs. 273 
a 299 expediente digital), para lo cual deberá allegar a este despacho en físico los documentos 
que así lo acrediten. 
 
En todo caso, se advierte al apoderado demandante que el escenario propio para debatir si la 
condena judicial fue cumplida o no a cabalidad por la entidad demandada es dentro del proceso 

                                                           
1 ARTÍCULO 192. CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS O CONCILIACIONES POR PARTE DE LAS ENTIDADES PÚBLICAS. 
(…) Las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en el pago o devolución de una suma de dinero serán 
cumplidas en un plazo máximo de diez (10) meses, contados a partir de la fecha de la ejecutoria de la sentencia. Para tal 
efecto, el beneficiario deberá presentar la solicitud de pago correspondiente a la entidad obligada. (…). 
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ejecutivo según las reglas establecidas en el C.P.A.C.A y el C.G.P., al cual puede acudir la parte 
actora. 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

 
R E S U E L V E 

 
PRIMERO.- Por Secretaría, OFICIAR a la SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD 
CENTRO ORIENTE E.S.E., para que, dentro del término de 5 días siguientes al recibo de la 
respectiva comunicación, informe sobre el cumplimiento de la orden judicial impuesta en la 
sentencia del 17 de septiembre de 2019, modificada en segunda instancia por la sentencia del 6 
de agosto de 2020, para lo cual deberá allegar a este despacho en físico los documentos que así 
lo acrediten. 
 
La documentación deberá ser enviada de manera digital a este despacho al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 
SEGUNDO.- Cumplido todo lo anterior, ARCHIVAR el expediente. 
 
TERCERO.- RECONOCER PERSONERÍA para actuar a la abogada Ligia Astrid Bautista 
Velásquez, identificada con C.C. 39.624.872 y T.P. No. 146.721 del Consejo Superior de la 
Judicatura, como apoderada sustituta de la parte demandante, en los términos y efectos del 
poder conferido (archivo 3 expediente digital). 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN 
Juez 

 
 
 
 
REC   
 
 
recepciongarzonbautista@gmail.com 
ligiastrid@hotmail.com 
notificacionesjudiciales@subredcentrooriente.gov.co 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Firmado Por:

Norberto Apolinar Mendivelso Pinzon

Juez Circuito

Juzgado Administrativo
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

  
 

Bogotá, D.C., veintidós (22) de julio de dos mil veintidós (2022).   
 
 

 
Auto Sust. No. 424 

 
Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho 
Expediente:       11001-3342-051-2020-00100-00  
Demandante:   JUAN PABLO ARAGÓN FLÓREZ 
Demandado:   SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR E.S.E. 
Decisión:   Auto de requerimiento 
 

 
 

Visto el expediente, observa el despacho que mediante Auto de Sustanciación No. 263 del 7 de 
abril de 2022 (archivo 40 expediente digital), se requirió a la entidad demandada para que 
aportara las documentales allí descritas y que fueron decretadas en la audiencia inicial y 
requeridas previamente a través del auto de sustanciación No. 00004 del 20 de enero de 2022 
(archivo 34 expediente digital).  
 
Mediante memorial remitido el 08 de abril de 2022 (archivo 42 expediente digital), y memorial 
del 25 de abril de 2022 (archivo 44 expediente digital), la apoderada de la entidad demandada 
aportó las certificaciones expedidas por la Dirección de Contratación indicando los contratos y 
prórrogas suscritos con el demandante.  
 
Sin embargo, se advierte que la entidad accionada no arribó la certificación de los contratos y 
sus prórrogas suscritos con la parte actora de manera completa, principalmente el tiempo de 
duración y las fechas de inicio y terminación de los contratos respectivos de los años 2002, 
2003, 2004, 2006 y 2018  razón por la cual se le requerirá nuevamente para que allegue lo 
propio, so pena de compulsar copias ante la Oficina de Control Disciplinario Interno de esa 
entidad y dar aplicación a los poderes correccionales del juez contenidos en el Artículo 44 del 
C.G.P. 
 
Por otra parte, el día 05 de julio de 2022, la abogada Ligia Astrid Bautista Velásquez allegó 
sustitución de poder conferido por el apoderado del demandante para efectos de ejercer 
defensa en su nombre (archivo 46 expediente digital), por lo que se procederá al 
reconocimiento de personería para actuar. 
 
En consecuencia, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO.- Por Secretaría, REQUERIR por TERCERA VEZ a la SUBRED INTEGRADA 
DE SERVICIOS DE SALUD SUR E.S.E.1 para que de manera inmediata allegue al proceso 
certificación en la que indique cada uno de los contratos y sus prórrogas suscritos con el señor 
Juan Pablo Aragón Flórez, identificado con C.C. No. 93.444.865, especificando el tiempo de 
duración y las fechas de inicio y terminación, principalmente de los años 2002, 2003, 2004, 
2006 y 2018. 
 
La documentación deberá ser enviada de manera digital a este despacho al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 
Deberá aportarse lo señalado, so pena de compulsar copias ante la Oficina de Control 
Disciplinario Interno de esa entidad y dar aplicación a los poderes correccionales 
del juez contenidos en el Artículo 44 del C.G.P. 
 
 

                                                           
1angelalopezferreira.juridica@hotmail.com, notificacionesjudiciales@subredsur.gov.co y contactenos@subredsur.gov.co  
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SEGUNDO.- RECONOCER personería a la abogada LIGIA ASTRID BAUTISTA 
VELÁSQUEZ, identificada con C.C. 39.624.872 y T.P. 146.721 del Consejo Superior de la 
Judicatura, como apoderado judicial de la parte demandada, en los términos y para los fines 
del memorial poder allegado a la demanda (archivo 46 expediente digital). 
 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN 
Juez  

 
 
 

REC 
 

 
recepciongarzonbautista@gmail.com 
angelalopezferreira.juridica@hotmail.com 
notificacionesjudiciales@subredsur.gov.co 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 
 

Bogotá, D.C., veintidós (22) de julio de dos mil veintidós (2022). 
 
 

 
SENTENCIA No. 169 

 
Medio de control:        Nulidad y restablecimiento del derecho 
Expediente:              11001-3342-051-2020-00199-00  
Demandante:           MANUEL ANTONIO RUIZ ESTRADA  
Demandado:                    NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - EJÉRCITO                     
                                                      NACIONAL 
Decisión:          Sentencia anticipada que niega las pretensiones de la demanda 
Tema:                                        Incremento salarial 20% y prima de actividad.  
                                                     Soldado profesional- Decreto 1794 de 2000 
 

 
 

I. ASUNTO A RESOLVER 
 
Procede el despacho a dictar SENTENCIA ANTICIPADA de PRIMERA INSTANCIA dentro del 
medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por Manuel Antonio Ruiz 
Estrada, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 8.328.541, contra la Nación - Ministerio de 
Defensa Nacional- Ejército Nacional.  

 
II. ANTECEDENTES 

 
2.1. PRETENSIONES (págs. 1-14, archivo 3 expediente digital): 
 
El demandante solicitó como pretensiones principales: i) declarar la nulidad del acto administrativo 
No. 20183170870881: MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-JEMGF-COPER-DIPER-1-10 del 11 de mayo de 
2018; y ii) declarar la existencia del silencio administrativo negativo y, en consecuencia, la nulidad 
del acto administrativo ficto o presunto por medio del cual se negó la diferencia salarial del 20% y el 
reconocimiento y pago de la prima de actividad.  
 
Así mismo, pidió de manera subsidiaria aplicar la excepción de inconstitucionalidad e inaplicar el 
acto administrativo acusado, teniendo en cuenta los Artículos 13, 25, 53 y 209 de la Constitución 
Política. Así mismo, instó de manera subsidiaria aplicar la excepción de convencionalidad e 
inaplicar el acto administrativo acusado, teniendo en cuenta los Artículos 1, 2, 23 y 24 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos.   
 
A título de restablecimiento del derecho, deprecó condenar a la entidad demandada a: i) declarar 
que el actor realiza las mismas funciones de un sodado profesional que fue voluntario; ii) declarar 
que el actor se encuentra en el mismo supuesto de hecho que contempla la norma para el 
reconocimiento de la prima de actividad de los oficiales y suboficiales; iii) reconocer y pagar de la 
diferencia salarial del 20%, conforme a la Ley 131 de 1985 y el Decreto 1794 de 2000; iv) reconocer y 
pagar la prima de actividad conforme a las normas y porcentajes que regulan la prima de activad 
para oficiales y suboficiales; v) reliquidar todas las prestaciones sociales y/o factores salariales, de 
acuerdo al salario básico conformado por el mínimo aumentado al 60%; vi) realizar el pago desde el 
año en que el actor ingresó al ejército, hasta el pago real y efectivo de la sentencia, con intereses y 
con IPC; vii) condenar a la entidad demandada al pago de agencias en derecho, costas procesales y 
gastos; y viii) condenar a la entidad demandada al cumplimiento de la sentencia de acuerdo a lo 
señalado en el Artículo 192 del C.PACA.  
 
2.2. HECHOS 
 
Como sustento fáctico de las pretensiones, el apoderado del extremo activo adujo que el 
demandante es soldado profesional y que no recibe el salario justo, conformado por el salario 
mínimo mensual vigente incrementando en un 60%, como si lo tienen los otros soldados 
profesionales que fueron soldados voluntarios. 
 
Así mismo, afirmó que el actor al igual que los oficiales y suboficiales del Ejército Nacional se 
encuentran en el mismo supuesto de hecho, que contempla la norma para el reconocimiento y pago 
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de la prima de actividad. 
 
Indicó que el demandante elevó petición a la entidad demandada con radicado NK6S3P1SRQ en la 
fecha de 2018-04-28, en el que solicitó que se le reconociera la diferencia salarial del 20% y el 
reconocimiento y pago de la prima de actividad. La entidad demandada guardó silencio respecto de 
la solicitud de reconocimiento y pago de la prima de actividad. 
 
Mediante Oficio No. 20183170870881: MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-JEMGF-COPER-DIPER-1-10 
del 11 de mayo de 2018, la entidad demandada le negó el reconocimiento y pago de la diferencia 
salarial del 20%. 
 
Que, a través de derecho de petición radicado en la página web de la entidad demandada con 
código de solicitud V3BADQJ184, se le realizó consulta a la entidad sobre las funciones y 
diferencias de los soldados profesiones y voluntarios, y señaló que -únicamente en razón de 
cumplimiento de un fallo de tutela- la entidad contestó dicha petición, a través de los oficios: 
00383: MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-JEMGF-COPER-DIPER-1.10 del 30 de julio de 2018; oficio 
20183131332691: MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-JEMGF-COPER-DIPER-SJU-1.9 del 13 de julio de 
2018. 
 
2.3. NORMAS VIOLADAS 
 

- Constitución Política: preámbulo y Artículos 1, 4, 5, 13, 25, 29, 53, 93, 94, 125 y 217. 
- Convención Americana sobre Derechos Humanos, Artículos 1, 2, 23 y 24. 
- Convención de las Naciones Unidas contra la corrupción, Artículo 7. 
- Carta Internacional Americana de Garantías Sociales o Declaración de los Derechos 

Sociales del Trabajador, Artículo 24. 
- Declaración Universal de Derechos Humanos, Artículo 7. 
- Ley 1437 de 2011, Artículo 134 

 
2.4. CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN 
 
Argumentó respecto del reajuste del 20% que el Parágrafo del Artículo 5 del Decreto 1793 de 2000 
permitió que los soldados voluntarios vinculados por medio de la Ley 131 de 1985 y con anterioridad 
al 31 de diciembre de 2000, que manifestaran su intención de incorporarse como soldados 
profesionales, debían continuar con el salario que venían devengando, en virtud del inciso 2 del 
Artículo 1 del Decreto 1794 de 2000. 
 
Consideró que el Ejército Nacional, en forma contraria al inciso 2 del Artículo 1 del Decreto 1794 de 
2000, vulneró los derechos de los soldados y disminuyó sus salarios en un 20%, al aplicar lo 
dispuesto en el inciso 1 del Artículo 1 del Decreto 1794 de 2000. 
 
Hizo alusión al principio de igualdad como derecho fundamental, a la carrera administrativa de los 
soldados profesionales del Ejército Nacional, al enriquecimiento sin causa por parte del Estado 
frente al trabajador, al principio de trabajo igual salario igual y a la realidad sobre las formas.    
 
Por otro lado, sostuvo que el actor tiene derecho al reconocimiento y pago de la prima de actividad, 
y realizó un comparativo con el cuerpo de oficiales y suboficiales del Ejército, destacando que la 
prima de actividad sólo es reconocida a estos uniformados y no a los soldados profesionales, pese a 
que todos trabajan en la misma Fuerza y se encuentran constantemente en actividad, lo que 
justifica el reconocimiento de este beneficio en igualdad de condiciones.  
 
Efectuó el análisis de la Ley 131 de 1961 y los Decretos 613 de 1977, 2062 de 1984, 096 de 1989, 
1211, 1212 y 1214 de 1990, que establecen como supuesto de hecho para devengar la prima de 
actividad el encontrarse en servicio activo, hecho que ocurre con los soldados profesionales, por lo 
cual considera que se le discrimina al no reconocérsele este beneficio. 
 
2.5. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA (archivo 17 expediente digital). 
 
Admitida la demanda mediante auto del 4 de marzo de 2021 (archivo 14 expediente digital) y 
notificada en debida forma, conforme lo dispuesto en el referido auto admisorio (archivo 16 
expediente digital), la Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional presentó escrito 
de contestación en el que solicitó fueran negadas las pretensiones de la demanda. 
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En cuanto al reajuste del 20%, sostuvo la apoderada de la entidad demandada que el actor ingresó 
a las Fuerzas Militares bajo el Decreto 1793 de 2000 en calidad de soldado nuevo, sin haber sido 
soldado voluntario, por lo que nunca ostentó dicha condición. Por lo tanto, no tiene derecho al 
reajuste pues no es viable reclamar derechos que no se han adquirido. 
 
A su vez, indicó que el demandante, en su condición de soldado profesional, tiene derechos 
prestacionales establecidos en el Decreto 1794 de 2000, “Régimen Salarial y Prestacional para el 
personal de Soldados Profesionales”, el cual no establece el pago de la prima de actividad, razón 
por la que no le asiste el derecho al demandante, ni la obligación de concederla a la entidad 
demandada. 
 
2.6. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 
 
El despacho, mediante auto del 2 de junio de 2022, (archivo 28 expediente digital), procedió a 
decretar pruebas, a fijar el litigio, y se dispuso a correr traslado a las partes por el término de diez 
(10) días para presentar escrito de alegaciones finales.  
 
2.6.1. Alegatos de la demandada: (archivo 30 expediente digital): reiteró los argumentos 
expuestos en la contestación de la demanda y señaló que el demandante se incorporó como soldado 
profesional sin ser soldado voluntario, el cual conoció y aceptó las normas bajo las cuales se 
incorporaba y ha recibido los haberes de acuerdo a las normas que lo cobijan.  
 
Finalmente, sostuvo que al demandante no se le ha vulnerado ningún derecho pues, de acuerdo a 
las normas bajo las cuales se incorporó, se le han reconocido las prestaciones a que tiene derecho y 
en consecuencia solicitó negar todas las pretensiones formuladas por el actor. 
 

III. CONSIDERACIONES 
 
3.1. PROBLEMA JURÍDICO  
  
El problema jurídico se circunscribe a determinar si el demandante, señor Manuel Antonio Ruiz 
Estrada, como soldado profesional, tiene derecho a lo siguiente: i) Al pago de las diferencias que 
resulten del incremento salarial en un 20% conforme a lo previsto en el inciso segundo del Artículo 
1º del Decreto 1794 de 2000, para lo cual se deberá constatar si existe o no vulneración al principio 
de igualdad entre los soldados profesionales frente a los que fungieron como soldados voluntarios y 
se incorporaron posteriormente al “Régimen de Carrera y Estatuto del Personal de Soldados 
Profesionales de las Fuerzas Militares” contenido en el Decreto 1793 de 2000; y ii) Al 
reconocimiento y pago de la prima de actividad prevista en el Artículo 84 del Decreto 1211 de 1990, 
para lo cual se deberá corroborar si existe o no vulneración al principio de igualdad entre los 
soldados profesionales frente a los oficiales y suboficiales de las Fuerzas Militares que devengan 
dicha prestación. 
 
3.2. Cuestión previa 
 
Es de aclararse que en la demanda se invocó el principio de realidad e igualdad bajo el entendido 
de que el demandante como soldado profesional desarrolló las mismas funciones de los soldados 
profesionales que fueron voluntarios y también de los oficiales y suboficiales, lo cual le harían 
merecedor de una diferencia salarial y de la prima de actividad. Sin embargo, lo cierto es que del 
contenido del libelo incoatorio puede avizorarse que la real inconformidad del actor gravita en 
torno a no haber sido beneficiarios los soldados profesionales de las mismas prestaciones de los 
demás integrantes de las Fuerzas Militares, aspecto meramente jurídico que en esa medida será 
abordado. 
 
3.3. Reajuste del 20%  
 
3.3.1. Régimen salarial y prestacional de los soldados voluntarios que fueron 
incorporados como soldados profesionales 
 
La Ley 131 de 31 de diciembre de 19851 reguló el servicio militar voluntario, definiéndolo como 
aquel ejercido por quien, luego de haber prestado el servicio militar obligatorio, manifestara su 
intención de continuar en la entidad. Tal normativa dispuso: 
 

                                                           
1 “Por la cual se dictan normas del servicio militar voluntario” 
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“ARTÍCULO 4o. El que preste el servicio militar voluntario devengará una bonificación 
mensual equivalente al salario mínimo legal vigente, incrementada en un sesenta por ciento 
(60%) del mismo salario, el cual no podrá sobrepasar los haberes correspondientes a un Cabo 
Segundo, Marinero o Suboficial Técnico Cuarto.” (Subrayado del Despacho) 
 

La norma en cita señala la remuneración de los que presten el servicio militar voluntario, 
determinándola como una bonificación mensual equivalente al salario mínimo legal vigente, 
incrementado en un sesenta por ciento (60%) del mismo salario. 
 
Posteriormente, mediante la expedición del Decreto Ley 1793 del 20002, se permitió que los 
soldados voluntarios vinculados antes del 31 de diciembre de 2000 fueran incorporados como 
soldados profesionales, siempre y cuando manifestaran su intención de hacerlo y fueran aprobados 
por los comandantes de fuerza3.  
 
Del mismo modo, el aludido decreto ordenó al Gobierno nacional fijar el régimen salarial y 
prestacional de los soldados profesionales, “…con base en lo dispuesto por la Ley 4 de 1992, sin 
desmejorar los derechos adquiridos”, por lo que éste expidió el Decreto 1794 de 2000, cuyos 
Artículos 1 y 2 dispusieron: 
 

“ARTICULO 1. ASIGNACION SALARIAL MENSUAL. Los soldados profesionales que se 
vinculen a las Fuerzas Militares devengarán un (1) salario mensual equivalente al salario 
mínimo legal vigente, incrementado en un cuarenta por ciento (40%) del mismo salario. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el parágrafo del artículo siguiente, quienes al 31 de 
diciembre del año 2000 se encontraban como soldados de acuerdo con la Ley 131 
de 1985, devengarán un salario mínimo legal vigente incrementado en un 
sesenta por ciento (60%).” 
 
“ARTICULO 2. PRIMA DE ANTIGÜEDAD. Cumplido el segundo año de servicio, el soldado 
profesional de las Fuerzas Militares tendrá derecho a una prima mensual de antigüedad 
equivalente al seis punto cinco por ciento (6.5%) de la asignación salarial mensual básica. Por 
cada año de servicio adicional, se reconocerá un seis punto cinco por ciento (6.5%) más, sin 
exceder del cincuenta y ocho punto cinco por ciento (58.5%). 
 
PARÁGRAFO. Los soldados vinculados con anterioridad al 31 de diciembre de 
2000, que expresen su intención de incorporarse como soldados profesionales y 
sean aprobados por los comandantes de fuerza, serán incorporados el 1 de enero 
de 2001, con la antigüedad que certifique cada fuerza, expresada en número de 
meses. A estos soldados les será aplicable íntegramente lo dispuesto en este 
decreto, respetando el porcentaje de la prima de antigüedad que tuviere al 
momento de la incorporación al nuevo régimen.” (negrilla del despacho). 
 

De cara a lo anterior, se concluye que los soldados profesionales que se hayan vinculado a las 
Fuerzas Militares a partir de la expedición de los Decretos 1793 y 1794 de 2000 tendrán derecho a 
devengar un salario mensual equivalente al salario mínimo legal vigente, incrementado en un 
cuarenta por ciento (40%). Asimismo, los soldados que ya venían vinculados en virtud de la 
Ley 131 de 1985 y que conservaron tal vinculación al día 31 de diciembre de 2000, tendrán derecho 
a devengar un salario mensual igual al salario mínimo legal vigente, pero incrementado en un 
sesenta por ciento (60%).   
 
En este punto, conviene aclarar que, si bien en el marco de la incorporación de los soldados 
voluntarios a profesionales se introdujo una notable diferencia de trato a favor de los antiguos 
soldados (voluntarios), esa distinción encuentra válido respaldo constitucional en el principio de 
irrenunciabilidad de los beneficios laborales y derechos adquiridos. 
 
El Consejo de Estado, en sentencia de unificación del 25 de agosto de 2016, rad. No. 85001-33-
33-002-2013-00060-01 (3420-15) CE-SUJ2-003-16, M.P. Sandra Lisset Ibarra Vélez, señaló los 

                                                           
2 “Por el cual se expide el Régimen de Carrera y Estatuto del Personal de Soldados Profesionales de las Fuerzas Militares”. 
3 “ARTÍCULO 5. SELECCIÓN. Los aspirantes que cumplan con las condiciones establecidas en el artículo anterior, se 
someterán a un proceso de selección previa realizado por un comité multidisciplinario, el cual será nombrado por el Director de 
Reclutamiento de cada Fuerza. 
En la selección a que se refiere el presente artículo, tendrán prelación los reservistas de primera clase a los cuales se refiere el 
literal f) del artículo anterior. 
PARÁGRAFO. Los soldados vinculados mediante la Ley 131 de 1985 con anterioridad al 31 de diciembre de 2000, que 
expresen su intención de incorporarse como soldados profesionales y sean aprobados por los Comandantes de Fuerza, serán 
incorporados el 1 de enero de 2001, con la antigüedad que certifique cada fuerza expresada en número de meses. A estos 
soldados les será aplicable íntegramente lo dispuesto en este decreto, respetando el porcentaje de la prima de antigüedad que 
tuviere al momento de la incorporación al nuevo régimen”. 
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criterios respecto al reajuste salarial del 20% reclamado por soldados voluntarios que luego 
adquirieron la condición de profesionales, así: 
 

“Primero. De conformidad con el inciso 1º del artículo 1º del Decreto Reglamentario 1794 de 
2000, la asignación salarial mensual de los soldados profesionales vinculados por vez 
primera, a partir del 1º de enero de 2000, es de un salario mínimo legal mensual vigente 
incrementado en un 40%. 
 
Segundo. De conformidad con el inciso 2º del artículo 1º del Decreto Reglamentario 1794 de 
2000, la asignación salarial mensual de los soldados profesionales que a 31 de diciembre de 
2000 se desempeñaban como soldados voluntarios en los términos de la Ley 131 de 1985, es 
de un salario mínimo legal mensual vigente incrementado en un 60%. 
 
Tercero. Sobre el reajuste salarial y prestacional del 20% que se ordene a favor de los 
soldados voluntarios, hoy profesionales, la parte demandada condenada, deberá efectuar 
de manera indexada los respectivos descuentos en la proporción correspondiente, por 
concepto de aportes a la seguridad social integral y demás a que haya lugar.  
 
Cuarto. La presente sentencia no es constitutiva del derecho a reclamar el reajuste salarial 
y prestacional del 20% respecto del cual se unifica la jurisprudencia en esta oportunidad; 
por lo que el trámite de dicha reclamación, tanto en sede gubernativa como judicial, deberá 
atenerse a las reglas que sobre prescripción de derechos contempla el ordenamiento jurídico 
en los artículos 10 y 174 de los Decretos 2728 de 1968 y 1211 de 1990, respectivamente”.  

 
3.3.2. El principio de trabajo igual – salario igual. 
 
La jurisprudencia Constitucional4 ha señalado que el derecho a la igualdad, establecido en el 
Artículo 13 de la Carta Política, no plantea una igualdad matemática, sino una igualdad real, que 
busca un trato igual a las personas que se encuentran bajo unas mismas condiciones y que justifica 
un trato diferente sólo cuando se encuentran bajo distintas condiciones. 
  
Con base en este derecho fundamental es que se ha dado desarrollo al principio de “a trabajo igual, 
salario igual”. Por tal razón, no se puede dar un trato discriminatorio entre trabajadores que, 
cumpliendo una misma labor con las mismas responsabilidades, sean objeto de una remuneración 
diferente. 
 
Al respecto, la Corte Constitucional, al referirse al trato discriminatorio en materia laboral, 
mediante Sentencia T - 079 del 28 de febrero de 1995, magistrado ponente Alejandro Martínez 
Caballero, señaló lo siguiente:  
 

“Es obvio que la discriminación salarial atenta contra la IGUALDAD como derecho fundamental 
constitucionalmente protegido e inherente a la relación laboral. Lo cual implica, en principio, que 
habrá discriminación cuando ante situaciones iguales se da un trato jurídico diferente, por eso se 
proclama el principio A TRABAJO IGUAL SALARIO IGUAL. (…)” 
  

Sin embargo, la Corte Constitucional en la referida providencia también precisó:  
 

“...surge como factible la perspectiva de salarios distintos siempre y cuando la diferenciación sea 
razonable (cantidad y calidad del trabajo, art. 53 C.P.), y sea objetiva y rigurosamente probada por 
el empleador.” 

 
Con base en lo anterior, se tiene que el principio de “a trabajo igual, salario igual” responde a un 
criterio relacional, propio del juicio de igualdad. Por ende, para acreditar su vulneración debe 
estarse ante dos sujetos que, al desempeñar las mismas funciones y estar sometidos al mismo 
régimen jurídico de exigencias de cualificación para el empleo, son comparables y, no obstante ello, 
reciben una remuneración diferente. Entonces, resulta que la discriminación salarial injustificada 
debe basarse en la inexistencia de un parámetro objetivo, discernible y razonable que justifique la 
diferenciación.  
 
Así, la jurisprudencia constitucional ha catalogado como razones admisibles de diferenciación 
salarial, entre otras, (i) la aplicación de criterios objetivos de evaluación y desempeño5; (ii) las 
diferencias de la estructura institucional de las dependencias públicas en que se desempeñan 
cargos que se muestran prima facie análogos6; y (iii) la distinta clasificación de los empleos 
                                                           
4 Ver las sentencias T-102, T-143 y T-553 de 1995; C-100 y T-466 de 1996; T-005, T-330 y SU-519 de 1997; T-050 y T-394 de 1998, 
entre muchas otras. 
5 Corte Constitucional, sentencia T-1075/00. 
6 Corte Constitucional, sentencias T-1098/00 y T-545A/07. 
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públicos, a partir de la cual se generan diferentes escalas salariales que responden a cualificaciones  
igualmente disímiles para el acceso a dichos empleos7.   
 
De acuerdo con lo expuesto, se encuentra que la protección constitucional del principio de a 
trabajo igual, salario igual tiene sustento en la eficacia de los principios mínimos del trabajo, 
tanto de remuneración acorde con la cantidad y calidad de la labor, como de, especialmente, la 
primacía de la realidad sobre las formas dentro de la relación laboral.   
 
Con todo, la protección de ese principio constitucional depende de las circunstancias que se 
acrediten en cada caso particular, en donde los elementos probatorios permitan advertir el 
desconocimiento del derecho a la igualdad entre iguales8. 
 
3.3.3. Sobre la figura de la excepción de inconstitucionalidad   
 

El Artículo 4° de la Constitución Política contempla: «La Constitución es norma de normas. En 
todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la Ley u otra norma jurídica, se aplicarán las 
disposiciones constitucionales». Es decir, que la vía de excepción constituye una obligación expresa 
del juez contencioso de inaplicar o desconocer una norma de inferior jerarquía en procura de 
respetar la Carta Magna, únicamente vinculante respecto de los sujetos procesales.  
 
De esta forma, se tiene que el control por vía de excepción consagrada en el Artículo 148 del 
CPACA, consiste en un mecanismo del que puede hacer uso el juez oficiosamente o a petición de 
parte dentro de los procesos que conoce la jurisdicción de lo contencioso administrativa que se 
adelante y cuya finalidad es dejar sin efectos un acto administrativo cuando vulnere la Constitución 
Política, decisión que solo opera entre quienes hagan parte del litigio. 
 
Al respecto, la Corte Constitucional mediante sentencia C-122 de 2011, sostuvo: 
 

«[…] De otra parte hay que tener en cuenta que el control por vía de excepción lo puede realizar cualquier 
juez, autoridad administrativa e incluso particulares que tengan que aplicar una norma jurídica en un 
caso concreto9. Este tipo de control se realiza a solicitud de parte en un proceso judicial o ex 
officio por parte de la autoridad o el particular al momento de aplicar una norma jurídica 
que encuentre contraria a la Constitución. En este caso se debe subrayar que la norma legal o 
reglamentaria que haya sido exceptuada por inconstitucional no desaparece del sistema jurídico y 
continúa siendo válida ya que los efectos del control por vía de excepción son inter partes, solo se aplican 
para el caso concreto y no anulan en forma definitiva la norma que se considera contraria a la 
Constitución.». (Resaltado fuera de texto).  
 

Así mismo, el Consejo de Estado ha señalado10 que la excepción de inconstitucionalidad como 
facultad y deber de los operadores jurídicos, se refiere al fenómeno de la aplicación de las normas 
de inferior jerarquía en casos concretos, cuando éstas resultan incompatibles, con las normas 
constitucionales.  
 
En este orden, la supremacía constitucional que se deriva del Artículo 4° Superior, hace referencia 
a las normas constitucionales en juego en un caso concreto de una o varias personas, en el cual la 
aplicación de normas legales o de inferior jerarquía implicaría ir en contra de aquéllas 
constitucionales que también amparan a dicha persona o grupo de personas. En consecuencia, los 
principios que deben protegerse en este contexto son en la mayoría de las ocasiones los relativos a 
los derechos constitucionales de las personas (derechos fundamentales). 
 

                                                           
7 Corte Constitucional, sentencia T-105/02. 
8 Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Segunda- Subsección B- consejero ponente: César Palomino Cortés, sentencia 
del diecinueve (19) de julio de dos mil dieciocho (2018)- radicación número: 05001-23-31-000-2010-02233-01(4879-14). 

 

9
 Desde las sentencias de los años sesenta de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia se empieza a tener en cuenta esta tesis. 

Se dice que los funcionarios competentes para aplicar dicha norma son los que tienen jurisdicción. Al respecto dijo la Sentencia 
del 2 de marzo de 1961 (M.P. Julio Roncallo Acosta), que, “El artículo 215 de la Constitución simplemente autoriza oponer, en un 
caso concreto, la excepción de inconstitucionalidad. El fallo que decide sobre la acción de inexequibilidad sólo puede ser 
pronunciado por la Corte en pleno y tiene efectos erga omnes; en cambio, para decidir sobre la excepción referida es competente 
cualquier funcionario con jurisdicción, que deba aplicar la ley, y solo tiene efectos en relación con el caso concreto en donde el 
conflicto surge” (Negrillas fuera del texto). También hay que tener en cuenta los fallos de la Sala de Casación Penal de 14 de marzo 
de 1961, en donde se convalida por vez primera la vía de excepción y se declara inaplicable una ley en un caso concreto, y la 
sentencia del 26 de abril del mismo año, en donde se definen los alcances generales de la excepción y se establece que cualquier 
funcionario con jurisdicción es competente para inaplicar una ley contraria a la Constitución (Sobre el particular ver el libro de 
Julio Estrada, Alexei, Op. cit., p. 284) 
10 Sentencia del 16 de febrero de 2017, radicado: 68001-23-31-000-2006-02724-01(0296-13). 
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Cabe precisar que de acuerdo con la jurisprudencia, esta excepción opera en cualquiera de los 
siguientes eventos: i) cuando la norma sea contraria a la constitución y no haya sido retirada del 
ordenamiento jurídico a través de la acción de constitucionalidad o nulidad (según la categoría de 
la norma), y deba inaplicarse en caso concreto; ii) que la norma reproduzca textos legales que 
hayan sido objeto de declaratoria de inexequibilidad o nulidad; y iii) cuando la aplicación de la 
norma en el caso concreto pueda generar un perjuicio, que pese a parecer ajustada a la constitución 
en el caso que se estudia, su aplicación desconocería normas constitucionales. 
 
3.3.4. Sobre la figura de la excepción de inconvencionalidad 
 
El control de convencionalidad constituye una herramienta jurídica que concreta el deber de los 
Estados parte del Sistema Interamericano de dar aplicación a las normas que la gobiernan, 
tomando la interpretación de la que tales disposiciones quedan imbuidas a partir de los 
pronunciamientos de su órgano jurisdiccional regional. 
 
Al respecto, el Consejo de Estado ha señalado que “el control de convencionalidad es una 
manifestación de lo que se ha dado en denominar la constitucionalización del derecho 
internacional, también llamado con mayor precisión como el “control difuso de 
convencionalidad,” e implica el deber de todo juez nacional de “realizar un examen de 
compatibilidad entre las disposiciones y actos internos que tiene que aplicar a un caso concreto, 
con los tratados internacionales y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos”11. 
 
Bajo ese entendido, la “excepción de inconvencionalidad” no es otra cosa que un símil, proyectado 
al ámbito de la norma regional, de la regla contemplada en el artículo 4° de la Constitución 
Política, conforme con la cual “En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u 
otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales”. Claro que en este evento la 
discordancia de la norma de inferior jerarquía no se plantearía con un precepto del Texto Supremo 
en estricto sentido, sino con uno de la Convención Americana de Derechos Humanos, emanada del 
Pacto celebrado en San José de Costa Rica en noviembre de 196912. 
 
3.3.5. Caso concreto respecto del reajuste del 20% 
 
Dentro del expediente de la referencia, se encuentra acreditada la siguiente situación fáctica que 
sirve de fundamento para emitir decisión de fondo en el caso que nos ocupa: 
 
1. La certificación obrante en la pág. 5 del archivo 22 del expediente digital, expedida el 7 de 
octubre de 2021, donde consta que el actor se vinculó al Ejército Nacional con los siguientes 
tiempos y cargos:  
 

Servicio militar DIPER: Desde el 5 de abril de 2001 al 15 de febrero de 2003. 
Alumno soldado profesional DIPER: Desde el 25 de febrero de 2003 al 15 de abril de 2003. 
Soldado profesional DIPER: Desde el 16 de abril de 2003. 

 
2. Derecho de petición con radicado No. NK6S3P1SRQ del 28 de abril de 2018, por medio del cual 
la parte actora solicitó, entre otras cosas, el reconocimiento y pago de la diferencia salarial del 20% 
y el reconocimiento y pago de la prima de actividad y, como consecuencia de lo anterior, la 
reliquidación de las prestaciones sociales correspondientes (pág. 15, archivo 3 expediente digital). 
La entidad demandada guardó silencio respecto de la solicitud de reconocimiento y pago de la 
prima de actividad. 
 
3. Mediante Oficio No. 20183170870881: MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-JEMGF-COPER-DIPER-1-
10 del 11 de mayo de 2018, la entidad demandada le negó el reconocimiento y pago de la diferencia 
salarial del 20%. 
 
En primer lugar, se tiene que la asignación salarial mensual fijada en el inciso segundo del Artículo 

                                                           
11 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, Consejero ponente: Jaime Orlando 
Santofimio Gamboa, veintitrés (23) de enero de dos mil quince (2015), Radicación número: 76001-23-31-000-1997-03251-
01(20507)A, Actor: Joseph Mora Van Wichen Y Otros, Demandado: NACION - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL Y 
OTROS. 
12 Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Quinta- consejera ponente: Lucy Jeannette Bermúdez 
Bermúdez- sentencia del veintiséis (26) de noviembre de dos mil veinte (2020)- radicación número: 11001-03-28-000-2019-
00061-00 (2019-00062-00 y 2019-00089-00). 
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1º del Decreto 1794 de 2000 tuvo como finalidad acatar el mandato de no desmejora salarial 
previsto a favor de los soldados profesionales que lo fueron por la vía de la incorporación que 
autorizó el Artículo 3 del Decreto Ley 1793 de 2000, pues con ella se garantizó que el personal en 
calidad de voluntarios continuara devengando la remuneración que le había fijado la Ley 131 de 
1985, esto es, una suma equivalente a un salario mínimo legal vigente incrementado en un 60% del 
mismo salario.  
 
De acuerdo con lo anterior, es pertinente aclarar que se encuentra demostrado que el demandante 
para el 31 de diciembre de 2000 no se encontraba vinculado al Ejército Nacional y, por lo tanto, no 
ostentaba la calidad de soldado voluntario, en los términos de la Ley 131 de 1985, lo cual evidencia 
que no se encuentra inmerso en el supuesto de hecho contemplado en el inciso 2º del Artículo 1º 
del Decreto 1794 de 2000. 
 
Ahora bien, la mencionada disposición contiene un mandato claro, el cual tiene como fundamento 
que, sin perjuicio de que a los soldados voluntarios vinculados con anterioridad al 31 de diciembre 
de 2000 que pasen a incorporarse como soldados profesionales se les aplique íntegramente lo 
dispuesto en el Decreto 1794 del 2000, en relación con la asignación salarial mensual establece de 
manera diáfana que los soldados que sufrieron este tránsito de voluntarios a profesionales se 
encuentran exceptuados de lo que devengan el resto de soldados profesionales y es así como se 
establece que éstos deben devengar un salario mínimo legal vigente incrementado en un sesenta 
por ciento (60%) del mismo salario. 
 

La anterior diferencia porcentual establecida para las asignaciones mensuales de los soldados 
voluntarios incorporados como profesionales y los demás soldados profesionales tiene un 
contenido de garantía de la irrenunciabilidad a los beneficios laborales mínimos establecidos por la 
Constitución y especialmente, por el literal a) del Artículo 2 de la Ley 4ª  de 1992 que estableció el 
respeto a los derechos adquiridos de los servidores del Estado tanto del régimen general, como de 
los regímenes especiales, así como la prohibición de desmejora en sus condiciones laborales, al 
momento de fijar el régimen salarial y prestacional. 
 
El anterior argumento está sustentado en el hecho de que la asignación mensual que percibían los 
soldados voluntarios con anterioridad a la expedición del Decreto 1794 de 2000 era el equivalente 
a un salario mínimo legal vigente incrementado en un 60%, asignación que fue mantenida en el 
inciso 2º del Artículo 1º de la norma en cita, disposición que buscó garantizar que estos servidores 
de la Fuerza Pública continuaran devengando la asignación que les fue otorgada por la Ley 131 de 
1985. De manera que, si se hubiera desconocido este mandato legal sin perjuicio de la asignación 
inferior de los soldados profesionales, se habrían vulnerado los derechos adquiridos de los 
soldados voluntarios. 
 
Ahora, la Corte Constitucional, al ponderar el principio de igualdad, ha precisado que este no se 
trata de una igualdad matemática, sino de una igualdad real de personas puestas en las mismas 
condiciones, denominándolo igualdad entre iguales. Al respecto precisó lo siguiente: 

 
“(…) Como la Corte lo ha manifestado, no se trata de instituir una equiparación o igualación 
matemática y ciega, que disponga exactamente lo mismo para todos, sin importar las diferencias 
fácticas entre las situaciones jurídicas objeto de consideración. Estas, por el contrario, según su 
magnitud y características, ameritan distinciones y grados en el trato, así como 
disposiciones variables y adaptadas a las circunstancias específicas, sin que por el sólo 
hecho de tal diversidad se vulnere el postulado de la igualdad ni se desconozcan los mandatos 
constitucionales. 
  
Pero -claro está- toda distinción entre las personas, para no afectar la igualdad, debe estar clara y 
ciertamente fundada en razones que justifiquen el trato distinto. Ellas no procederán de la voluntad, el 
capricho o el deseo del sujeto llamado a impartir las reglas o a aplicarlas, sino de elementos objetivos 
emanados cabalmente de las circunstancias distintas, que de suyo reclaman también trato adecuado a 
cada una (…)”13. 

 
Ahora, si bien los soldados profesionales como los soldados voluntarios que se incorporaron como 
profesionales realizan las mismas funciones14, la diferenciación de salarios para un mismo empleo 
encuentra justificación en criterios objetivos, razonables y verificables, por lo que a juicio de este 

                                                           
13

 Corte Constitucional, Sentencia SU-519 de 15 de octubre de 1997, M.P Jose Gregorio Hernández Galindo. 
14

 Decreto 1793 de 2000, “ARTICULO 1. SOLDADOS PROFESIONALES. Los soldados profesionales son los varones 
entrenados y capacitados con la finalidad principal de actuar en las unidades de combate y apoyo de combate de las Fuerzas 
Militares, en la ejecución de operaciones militares, para la conservación, restablecimiento del orden público y demás misiones 
que le sean asignadas”.  
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despacho no se advierte el desconocimiento de principios constitucionales, como “trabajo igual-
salario igual” como lo sustenta la parte actora, en razón a que la diferencia salarial establecida en 
el Decreto 1794 de 2000 entre los soldados voluntarios y los profesionales no parte de la igualdad 
entre iguales, toda vez que, con anterioridad a la expedición de la norma que les permitió la 
profesionalización, los soldados voluntarios no tenían derecho a prestaciones sociales ni a los 
beneficios salariales establecidos para los profesionales.  
 
En consecuencia, la diferencia salarial del 20% respecto de los demás soldados profesionales puede 
ser entendida como un resarcimiento a este personal como contraprestación por el periodo 
durante el cual no tuvieron derecho a percibir las mismas prestaciones sociales que cualquier otro 
trabajador percibe, máxime si se tiene en cuenta que dichos beneficios no le eran concedidos a 
soldados que prestaron su servicio de manera voluntaria, cumpliendo un deber constitucional de 
defender la paz y seguridad de los habitantes de la República, el cual implica un sacrificio familiar y 
de vida que merece ser recompensado. 
 
Así las cosas, si bien el principio de trabajo igual-salario igual responde a un criterio de igualdad en 
el que se requiere analizar su vulneración desde el punto de vista probatorio, efectuando una 
comparación de dos o más sujetos que al desempeñar las mismas funciones y estar sometidos al 
mismo régimen jurídico -respecto de las exigencias para acceder al empleo- reciben una 
remuneración diferente, en el presente caso no se trata de una situación de iguales entre iguales15, 
ya que las circunstancias fácticas en que se incorporó el soldado voluntario a la carrera como 
soldado profesional fueron condiciones distintas, respecto de los que ingresaron en vigencia del 
Decreto 1793 de 2000 como soldados profesionales – como el caso del actor-, pues dicha 
diferenciación se encuentra acorde con el ordenamiento jurídico que no permitía desmejorar las 
condiciones laborales que traían los soldados voluntarios. 
 
Finalmente, se advierte que el demandante solicitó de manera subsidiaria que se dé aplicación a la 
figura de la excepción de inconstitucionalidad y/o inconvencionalidad y, por virtud de ello, se 
inaplique el acto administrativo acusado.  
 
Al respecto, el despacho precisa que esta figura se constituye como un mecanismo judicial que 
permite inaplicar una norma cuando se considera que la misma resulta contraria a los mandatos 
constitucionales y no ha sido posible su control por vía de acción, siendo un deber de todo juez 
preferir la aplicación de las previsiones constitucionales sobre las legales, por mandato del Artículo 
4º de la Constitución Política.    

 
Así mismo, la Corte Constitucional, mediante Sentencia SU–132 del 13 de marzo de 201316,  definió 
la excepción de inconstitucionalidad así: 

 

“La jurisprudencia constitucional ha definido que “la excepción de inconstitucionalidad es una 
facultad o posibilidad (o si se quiere, una herramienta) de los operadores jurídicos, en tanto no tiene 
que ser alegada o interpuesta como una acción; pero se configura igualmente como un deber en 
tanto las autoridades no pueden dejar de hacer uso de ella en los eventos en que detecten una clara 
contradicción entre la disposición aplicable a una caso concreto y las normas constitucionales”. En 
consecuencia, esta herramienta se usa con el fin de proteger, en un caso concreto y con efecto inter 
partes, los derechos fundamentales que se vean en riesgo por la aplicación de una norma de inferior 
jerarquía y que, de forma clara y evidente, contraría las normas contenidas dentro de la 
Constitución Política>”. 

 

Así las cosas, señala la mencionada Corporación que “…no hacer uso de la excepción de 
inconstitucionalidad da lugar a un defecto sustantivo”, el cual se constituye cuando “…el juez 
competente empleó una interpretación normativa sin tener en cuenta que ésta resultaba 
contraria a los derechos y principios consagrados en la Carta Fundamental”; por lo tanto, las 
providencias que se profieren bajo esos presupuestos “…van en contra de los principios y derechos 
establecidos en la Constitución Política y, así, se genera un quebrantamiento de la misma”. 
 
A su vez el Consejo de Estado ha sostenido frente a la excepción de inconvencionalidad que “lo 
anterior indica claramente que el juez nacional no sólo está llamado a aplicar y respetar su 
propio ordenamiento jurídico, sino que también debe realizar una “interpretación convencional” 
para determinar si aquellas normas son “compatibles” con los mínimos previstos en la 

                                                           

15
 A los soldados voluntarios que se incorporaron a la carrera profesional, a pesar de aplicárseles íntegramente el nuevo estatuto 

de personal de los soldados profesionales, en materia salarial conservarían el monto de su sueldo básico que les fue determinado 
por el Artículo 4º de la Ley 131 de 1985. 
16

 Ponencia del magistrado Alexei Julio Estrada. 
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Convención Americana de Derechos Humanos y en los demás tratados y preceptos del derecho 
internacional de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario”17. 
 
Ahora bien, para el caso concreto, de los argumentos expuestos por el demandante y del análisis 
normativo efectuado en esta sentencia no se avizora que el acto administrativo respecto del cual se 
solicitó su inaplicación vaya en contravía de postulados constitucionales; contrario a ello, se 
evidenció que el mismo fue proferido por la autoridad competente y que las normas que invoca la 
entidad demandada en el acto acusado para sustentar su legalidad -Decreto 1794 de 2000- no 
riñen con las normas constitucionales que se endilgan como contrariadas. 
 
En consecuencia, al no evidenciarse la violación de normas de rango constitucional o en la 
Convención Americana de Derechos Humanos, es improcedente la aplicación de las referidas 
excepciones de conformidad con la jurisprudencia transcrita, y por ende la declaratoria de nulidad 
de los actos acusados bajo este cargo. 
 
3.4. De la prima de actividad  
 
El presidente de la República, atendiendo lo previsto en la Ley 4ª de 1992 y el Artículo 38 del 
Decreto 1793 de 20001, expidió el Decreto 1794 de 2000, “Por el cual se establece el régimen 
salarial y prestacional para el personal de soldados profesionales de las Fuerzas Militares” , el 
cual, además de la asignación básica, estimó para los soldados profesionales prestaciones tales 
como, la prima de antigüedad (Artículo 2º), prima de servicio anual (Artículo 3º), prima de 
vacaciones (Artículo 4º), prima de navidad (Artículo 5º), pasajes por traslado (Artículo 6º), pasajes 
por comisión (Artículo 7º), cesantías (Artículo 9º), vivienda militar (Artículo 10º) y se reconocía el 
subsidio familiar (Artículo 11º), norma subrogada por el Decreto 1161 de 2014. 
 
Así las cosas, como lo ha establecido el Artículo 217 de la Constitución de 1991, a través de la Ley se 
establecen los derechos prestacionales de la Fuerza Pública, que para el caso de los soldados 
profesionales se encuentran regulados en el Decreto 1794 de 2000 que no contempla el 
reconocimiento de la denominada prima de actividad.  
 
Por el contrario, en el caso de los oficiales y suboficiales de las Fuerzas Militares, han sido diversas 
las normas que han regulado de manera expresa la prima de actividad, pues Decretos como el 089 
de 1984, 95 de 1989 y 1211 de 1990, que modificaron el régimen prestacional y de carrera de estos 
uniformados, establecieron los porcentajes en los que se reconoce esta prestación. En efecto, el 
Artículo 84 del Decreto 1211 de 1990 estableció la prima de actividad para oficiales y suboficiales, 
en un 33% liquidado sobre el sueldo básico, porcentaje incrementado en un 50% con el Artículo 2º 
del Decreto 2863 de 2007.  
 
Posteriormente, el Decreto 1017 de 2013, en su Artículo 30, fijó el porcentaje en el 49.5%, el cual se 
ha mantenido en el tiempo con los Decretos 187 de 2014, 1028 de 2015, 214 de 2016, 984 de 2017 y 
324 de 2018. 
 
3.4.1. Caso concreto frente a la prima de actividad 
 
La Corte Constitucional ha señalado que el Artículo 13 Superior no debe entenderse «como un 
mandato que establece una igualdad mecánica o automática»18, por lo que ha diferenciado entre 
aquellas medidas que implican un trato discriminatorio y aquellas que aunque otorgan un trato 
desigual, se basan en circunstancias objetivas y razonables por lo cual se ajustan a la Constitución, 
resaltando que para la adopción de estas últimas deben cumplirse los siguientes presupuestos: «(i) 
que las personas sujetos del trato desigual se encuentren efectivamente en distinta situación de 
hecho; (ii) que dicho trato tenga una finalidad que consulte los valores y principios 
constitucionales; (iii) que la diferencia de situación, la finalidad que se persigue y el trato desigual 
que se otorga tengan una racionalidad interna; y (iv) que exista proporcionalidad entre estos 
aspectos, es decir, el trato diferente, las circunstancias de hecho y la finalidad»19, por lo cual ha 
concluido que «la diferencia de trato resulta insuficiente, per se, para predicar la vulneración del 
derecho a la igualdad». 
 

                                                           
17 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, Consejero ponente: Jaime Orlando 
Santofimio Gamboa, nueve (09) de febrero de dos mil diecisiete (2017), Radicación número: 11001-03-26-000-2014-00143-
00(52149), Actor: Centro de Estudios para la Justicia Social - Tierra Digna, Demandado: MINISTERIO DE MINAS Y ENERGÍA - 
AGENCIA NACIONAL DE MINERÍA. 
18 T-587 de 2006. 
19 Ibidem. 
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Ahora bien, el Consejo de Estado20, en cuanto al reconocimiento de la prima de actividad de los 
oficiales y suboficiales del Ejército Nacional frente a su no contemplación en el régimen de los 
soldados profesionales, hizo las siguientes consideraciones: 
 

“- La comparación solicitada en el sub lite no es procedente, habida cuenta de que no se exige 
igualdad cuando hay razones objetivas para determinar regímenes diferentes entre los sujetos de las 
normas, los cuales pertenecen a grupos jurídicamente diferenciados que responden a una naturaleza 
funcional distinta. En efecto, los oficiales ejercen la conducción y mando; los suboficiales cumplen 
las funciones de apoyo de los oficiales y por su parte, los soldados ejecutan las decisiones de los 
comandantes21. 
 
Así, los criterios de distinción que hace el Gobierno Nacional para fijar el régimen prestacional del 
personal de la Fuerza Pública obedecen a distinciones razonables, como el grado de responsabilidad, 
las funciones que desempeñan, la experiencia y requisitos exigidos al interior de la institución para 
acceder a cada grado. 
 
- La normativa que rige cada uno de los grupos de miembros de las Fuerzas Militares y personal 
Civil del Ministerio de Defensa parten de supuestos diferentes en cuanto a la aplicación del régimen 
salarial y prestacional, sin que ello constituya de manera alguna, una discriminación, porque cuando 
existen situaciones fácticas diferentes que ameritan tratamientos distintos, el legislador puede 
razonablemente regularlas de manera disímil.  
 
Obsérvese que los criterios de diferenciación, en el presente caso, obedecen a factores prudentes que 
el mismo legislador ha previsto dentro de la Fuerza Pública para el ingreso y ascenso a los distintos 
grados en la institución. No son criterios arbitrarios y caprichosos, pues tratándose de grados 
diferentes para los cuales se requieren calidades y requisitos acordes con las exigencias de la carrera 
oficial, se justifica entonces la distinción salarial. 
 
- Igualmente y de acuerdo con lo regulado en el artículo 2.° de la Ley 4ª de 1992, debe tenerse en 
cuenta que la remuneración de los miembros de la Fuerza Pública debe atender al nivel de los 
cargos, las funciones, responsabilidades y calidades. Es por eso que todos no pueden tener la misma 
retribución y prestaciones.  
 
Así, al tratarse de un cuerpo jerarquizado, en donde existen diferentes funciones y 
responsabilidades, el artículo 53 de la Constitución Política impone una regla de proporcionalidad a 
las funciones que se desarrollan. 
 
- Aunado a ello, se tiene que la prima de actividad se previó como una prestación a favor de los 
oficiales y suboficiales de la Fuerza Pública, que posteriormente se convirtió en factor de liquidación 
de las asignaciones de retiro, sin que con la misma se pretenda cubrir una condición especial a los 
beneficiarios de aquella, como, por ejemplo, ocurre en el caso del subsidio familiar. 

 

Conforme a lo anterior, la Alta Corporación indicó que, si bien la mentada prestación no se tiene 
regulada a favor de los soldados profesionales, la cual sí se prevé para los oficiales y suboficiales de 
la Fuerza Pública, también lo es que estos no se encuentran en la misma situación de hecho, por lo 
que no puede exigirse que las prestaciones de los dos grupos de militares se regulen en las mismas 
condiciones, porcentajes o montos.  
 
Ello toda vez que: i) pertenecen a diferentes categorías dentro de la jerarquía militar, distinción 
que por demás es constitucionalmente válida y ii) los porcentajes y partidas sobre las cuales 
realizan cotizaciones son diferentes.  
 
Dichas circunstancias especiales permiten que en materia salarial se determinen tratos diferentes, 
pues constituyen un fundamento objetivo y razonable, acorde con los fines perseguidos por la 
autoridad, esto es, que los criterios de diferenciación en el sub iudice obedecen a factores 
prudentes que el legislador ha señalado dentro de la Fuerza Pública para el ingreso y ascenso a los 
distintos grados en la institución, por lo que no se vislumbra una vulneración al derecho de 
igualdad. 
 
Así mismo, frente a la solicitud del actor de que se aplique la excepción de inconstitucionalidad o 
inconvencionalidad, como se precisó en precedencia, no se desconoce la Constitución de 1991 ni 
las normas convencionales alegadas por el actor, pues no existen criterios de comparación 

                                                           
20 Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Segunda- Subsección A- consejero ponente: William 
Hernández Gómez- sentencia del veinticuatro (24) de junio de dos mil veintiuno (2021), radicación:52001233300020170066501 
(5170-2019). 
 
21 Al respecto ver la sentencia C-057 de 2010, por medio de la cual la Corte Constitucional declaró exequible los apartes 
demandados del artículo 24 del Decreto Ley 353 de 1994 y del artículo 14 de la Ley 973 de 2005. 
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respecto de las prestaciones de los oficiales, suboficiales y soldados profesionales, se trata de 
grupos de personal militar diferenciados, con responsabilidades, funciones y regímenes salariales 
y prestacionales diferentes, sentados en normas distintas y el hecho de tratarse de personal que 
presta sus servicios a la Fuerza Pública no significa que deban devengar lo mismo. 
 

4. COSTAS 
 
No se condena en costas y agencias en derecho, toda vez que no se demostró que se hubieran 
causado en los términos del inciso 2º del Artículo 361 y el numeral 8 del Artículo 365 del Código 
General del Proceso.  
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en nombre de la República y por 
autoridad de la Ley, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: DENEGAR las pretensiones de la demanda, por las razones expuestas en la parte 
considerativa de esta sentencia. 

 
SEGUNDO.- No condenar en costas y agencias en derecho, de conformidad con la parte motiva. 
 
TERCERO.- Ejecutoriada esta providencia, ARCHÍVESE el expediente. 
 
CUARTO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente expediente, el 
interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a la dirección de 
correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co.    
 
 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN 
Juez 
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yacksonabogado@outlook.com 
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ximenarias0807@gmail.com 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

 
 

Bogotá, D.C., veintidós (22) de julio de dos mil veintidós (2022). 
 
 

 
Auto Int. No. 371 

 
Medio de control:   Nulidad y restablecimiento del derecho 
Expediente:        11001-3342-051-2020-00212-00  
Demandante:  RONAL BONILLA SANDOVAL 
Demandado: NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-EJERCITO NACIONAL 
Decisión:  Resuelve recurso de  reposición y concede recurso de queja 

 
 

Procede el despacho a pronunciarse respecto del recurso de reposición y en subsidio de queja 
formulado por el apoderado de la parte demandante (archivo 35 expediente digital) contra el Auto 
Interlocutorio No. 278 del 26 de mayo de 2022 (archivo 33 expediente digital), que determinó no 
reponer el Auto Interlocutorio No. 062 de 17 de febrero de 20221 y rechazó por improcedente el 
recurso subsidiario de apelación interpuesto por la parte actora. 
 

ANTECEDENTES 
 
Mediante Auto Interlocutorio No. 062 de 17 de febrero de 2022, el despacho se pronunció sobre las 
pruebas fijó el litigio y corrió traslado para alegar de conclusión (archivo 28 expediente digital). 
 
Dicho auto fue recurrido en reposición y en subsidio apelación por la parte demandante (archivo 30 
expediente digital) quien argumentó que el despacho había requerido pruebas a la entidad 
demandada y esta omitió su remisión, por lo cual el auto apelado denegaba pruebas siendo 
susceptible de ser apelado.  
 
Por medio de Auto Interlocutorio No. 278 del 26 de mayo de 2022 (archivo 33, expediente digital), 
se determinó no reponer el Auto Interlocutorio No. 062 de 17 de febrero de 2022 interpuesto por la 
parte actora, por considerar que se contaba con los elementos suficientes para proferir una decisión 
de fondo y evidenciar que la demandada aporto la información necesaria para tomar una decisión 
de fondo. 
  
En cuanto al recurso de apelación, el despacho consideró que la providencia recurrida no era 
susceptible de recurso de apelación, pues para que proceda dicho recurso debe tratarse de una 
decisión que niegue el decreto de pruebas o que ponga fin al proceso, situación que no se dio en el 
presente asunto pues, si bien en anterior oportunidad se requirió el expediente administrativo del 
demandante, ello se hizo de oficio y no a solicitud de parte, de modo que no se negó decreto o práctica 
de pruebas. Adicionalmente, la entidad demandada allegó las pruebas suficientes para tomar una 
decisión de fondo, tal y como se anotó en el auto recurrido. 
 
No conforme con la anterior decisión, el apoderado de la parte actora interpuso recurso de reposición 
y en subsidio queja respecto del Auto Interlocutorio 278 de 26 de mayo de 2022 (archivo 35 
expediente digital).  
 
Advierte el despacho que en el presente caso no se corrió el traslado del recurso por parte de la 
Secretaría del despacho; sin embargo, ello obedeció a que, al presentar el memorial, la parte 
demandada dio traslado del mismo a la contraparte, sin que la misma hubiere intervenido (archivo 
35, pág. 1 expediente digital). 
 
Fundamentos del recurso  
 
Como fundamento del recurso interpuesto2, el apoderado de la parte demandante refirió que el 
despacho había requerido a la entidad demandada para que aportara la totalidad del expediente 
administrativo; sin embargo, esta hizo caso omiso a dicho requerimiento. 
 
                                                           
1 Archivo 28, expediente digital. 
2 Archivo 35, expediente digital. 
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Afirmó que el expediente contiene información que resulta de importancia para la decisión y que se 
refiere al factor salarial -subsidio de familia-, el cual  es objeto del presente proceso. 
 
Por esta razón, sostuvo que dicho expediente administrativo resulta necesario para tomar una 
decisión de fondo. 
  
Consideró que se está denegando de forma tácita la práctica de la prueba por lo que resulta 
procedente el recurso de apelación. 
 
Agregó que el auto recurrido es un auto que niega la realización de dos derechos fundamentales, el 
derecho de prueba y el derecho fundamental del acceso a la administración de justicia y que la 
autoridad judicial debe aplicar la interpretación más amplia y favorable para la parte. 
 
Con fundamento en lo anterior, solicitó revocar el numeral tercero del Auto Interlocutorio 278 del 
26 de mayo de 2022 y conceder el recurso de apelación o ante su negativa se proceda con la remisión 
al Tribunal Administrativo para que se surta el trámite del recurso de queja. 
 

CONSIDERACIONES 
 

1. Legitimación, interés para recurrir, procedencia y oportunidad de los recursos 
interpuestos 
 
En relación con la legitimación y el interés para recurrir, se evidencia que el recurrente es el 
apoderado judicial de la parte actora y que esta considera que los intereses de su poderdante fueron 
conculcados por la expedición de la providencia objeto del recurso. 
 
Respecto de la procedencia, el Artículo 245 del C.P.A.C.A3. señala que este recurso procederá ante el 
superior cuando se niegue la apelación.  
 
De lo anterior, se colige que contra la providencia proferida en esta instancia, por medio del cual se 
rechazó por improcedente el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la parte actora 
contra el Auto Interlocutorio No. 062 del 17 de febrero de 2022, procede el recurso de queja tal como 
lo dispone el Artículo 245 citado. 
 
Por último, en cuanto a la oportunidad se encuentra acreditado que la providencia del 26 de mayo 
de 2022 fue notificada por estado el 27 de mayo de 2012 (archivo 34 expediente digital) y el recurso 
fue interpuesto el 31 de mayo de 2022, es decir, dentro de la oportunidad dispuesta por la Ley (Inciso 
1 del Artículo 353 del C.G.P4., por remisión del Artículo 245 de la Ley 1437 de 2011).   
 
Igualmente, el recurso de queja fue interpuesto en subsidio del de reposición contra el auto que 
denegó la apelación tal como lo señala el mencionado Artículo 245 del C.P.A.C.A. 
 
Advierte el despacho que en el presente caso no se corrió el traslado del recurso por parte de la 
Secretaría del despacho; sin embargo, ello obedeció a que, al presentar el memorial, la parte 
demandada dio traslado del mismo a la contraparte, sin que la misma hubiere intervenido (archivo 
35, pág. 1 expediente digital). 
 
Por las razones anteriormente expuestas, este despacho procederá a estudiar y resolver el recurso de 
reposición y en subsidio queja interpuesto por la apoderada de la parte actora contra la providencia 
del 26 de mayo de 2022.     
  
                                                           
3 ARTÍCULO 245. QUEJA. <Artículo modificado por el artículo 65 de la Ley 2080 de 2021. El nuevo texto es el siguiente:> Este 
recurso se interpondrá ante el superior cuando no se conceda, se rechace o se declare desierta la apelación, para que esta se conceda, 
de ser procedente. 
Asimismo, cuando el recurso de apelación se conceda en un efecto diferente al señalado en la ley y cuando no se concedan los 
recursos extraordinarios de revisión y unificación de jurisprudencia previstos en este código. 
Para su trámite e interposición se aplicará lo establecido en el artículo 353 del Código General del Proceso. 
4 ARTÍCULO 353. INTERPOSICIÓN Y TRÁMITE. El recurso de queja deberá interponerse en subsidio del de reposición contra el 
auto que denegó la apelación o la casación, salvo cuando este sea consecuencia de la reposición interpuesta por la parte contraria, 
caso en el cual deberá interponerse directamente dentro de la ejecutoria. 
Denegada la reposición, o interpuesta la queja, según el caso, el juez ordenará la reproducción de las piezas procesales necesarias, 
para lo cual se procederá en la forma prevista para el trámite de la apelación. Expedidas las copias se remitirán al superior, quien 
podrá ordenar al inferior que remita copias de otras piezas del expediente. 
El escrito se mantendrá en la secretaría por tres (3) días a disposición de la otra parte para que manifieste lo que estime oportuno, 
y surtido el traslado se decidirá el recurso. 
Si el superior estima indebida la denegación de la apelación o de la casación, la admitirá y comunicará su decisión al inferior, con 
indicación del efecto en que corresponda en el primer caso. 
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2. Caso concreto 
 
Encuentra el despacho, tal como se sostuvo en el auto recurrido, que respecto de la providencia del 
17 de febrero de 2022 únicamente procedía el recurso de reposición y no el recurso de apelación 
como quiera que dicha decisión no se encuentra en la lista dispuesta en el Artículo 2435 del 
C.P.A.C.A., norma que prescribe: 
 

“Artículo 243. Apelación. Son apelables las sentencias de primera instancia y los siguientes 
autos proferidos en la misma instancia: 
 
1. El que rechace la demanda o su reforma, y el que niegue total o parcialmente el mandamiento 
ejecutivo. 

 
2. El que por cualquier causa le ponga fin al proceso. 

 
3. El que apruebe o impruebe conciliaciones extrajudiciales o judiciales. El auto que aprueba 
una conciliación solo podrá ser apelado por el Ministerio Público. 

 
4. El que resuelva el incidente de liquidación de la condena en abstracto o de los perjuicios. 

 
5. El que decrete, deniegue o modifique una medida cautelar. 

 
6. El que niegue la intervención de terceros. 

 
7. El que niegue el decreto o la práctica de pruebas. 

 
8. Los demás expresamente previstos como apelables en este código o en norma especial.” 

 
Citado lo anterior, es claro que la providencia recurrida no es susceptible del recurso de apelación, 
pues para que proceda dicho recurso debe tratarse de una decisión que niegue el decreto de pruebas 
o que ponga fin al proceso, situación que no se dio en el presente asunto tal y como se anotó en el 
auto recurrido. Por tanto, como ya se afirmó, la decisión respectiva no es susceptible del recurso de 
alzada. 
 
Por las razones expuestas, este despacho no repondrá el auto del 26 de mayo de 2022, ratificando 
los argumentos del mismo y denegando las pretensiones del recurso de reposición interpuesto por 
la parte actora. 
  
 Así las cosas, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 324 del C.G.P., le correspondería al 
recurrente suministrar dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación por estado del auto 
que concede el recurso de queja copia de las piezas correspondientes del expediente antes de 
remitirse al superior, so pena de ser declarado desierto el recurso. No obstante, advierte el despacho 
que en el Artículo 2 de la Ley 2213 de 20226 se estableció el deber de utilizar las tecnologías de la 
información y de las comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales y asuntos en 
curso, con el fin de facilitar y agilizar el acceso a la justicia. Por ello, el despacho dispondrá que, por 
secretaría, se envíe el expediente digital al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección 
Segunda, a través del canal electrónico dispuesto para ello, para lo de su cargo. 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO.- NO REPONER el Auto Interlocutorio No. 278 del 26 de mayo de 2022, por lo 
expuesto en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO.- CONCEDER el recurso de queja interpuesto contra el Auto Interlocutorio No. 278 
del 26 de mayo de 2022, conforme lo expuesto. 
 
TERCERO.- En firme esta providencia, por Secretaría, ENVIAR el expediente digital al 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Secretaría de la Sección Segunda, a través del canal 
electrónico dispuesto para ello, para lo de su cargo. 
                                                           
5 Artículo modificado por el Artículo 62 de la Ley 2080 de 2021.   
6 Por medio de la cual se establece la vigencia permanente del Decreto Legislativo 806 de 2020 y se adoptan medidas para 
implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y 
flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia y se dictan otras disposiciones. 
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CUARTO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente expediente, el 
interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a la dirección de 
correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN 
Juez 

 

 

REC 
 

 

yacksonabogado@outlook.com 
notificaciones@wyplawyers.com 
Notificaciones.bogota@mindefensa.gov.co 
sac@buzonejercito.mil.co 
ximenarias0807@gmail.com 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

Firmado Por:

Norberto Apolinar Mendivelso Pinzon

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

51

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: c074e7e71ef8bfcfa6558bd0a0407b6a6be9dbc974b03ba241ff739ba5aefcd5

Documento generado en 21/07/2022 09:03:13 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica

mailto:jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co
mailto:yacksonabogado@outlook.com
mailto:notificaciones@wyplawyers.com
mailto:Notificaciones.bogota@mindefensa.gov.co
mailto:sac@buzonejercito.mil.co
mailto:ximenarias0807@gmail.com


                                           

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 
 

Bogotá, D.C., veintidós (22) de julio de dos mil veintidós (2022). 
 
 

 
SENTENCIA No. 168 

 
Medio de control:        Nulidad y restablecimiento del derecho 
Expediente:              11001-3342-051-2020-00280-00  
Demandante:           ARNULFO LOZANO CONDE 
Demandado:                    NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- EJÉRCITO NACIONAL 
Decisión:          Sentencia anticipada que accede parcialmente las pretensiones de la 
                                                      demanda  
Tema:                                         Incremento salarial 20%, subsidio familiar y prima de actividad. Soldado   

 profesional- Decreto 1794 de 2000 
 

 
 

I. ASUNTO A RESOLVER 
 
Procede el despacho a dictar SENTENCIA ANTICIPADA de PRIMERA INSTANCIA dentro del 
medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por Arnulfo Lozano 
Conde, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 1.073.822.617, contra la Nación- 
Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional.  

 
II. ANTECEDENTES 

 
2.1. PRETENSIONES (págs. 4-19, archivo 11 expediente digital): 
 
El demandante solicitó como pretensiones principales: i) declarar la nulidad del acto 
administrativo 20183111828051 MDN-CGFM-COEJC-SEJEC-JEMGF-COPER-DIPER-1-10 del 
25 de septiembre de 2018 que negó el reajuste del subsidio familiar; ii) declarar la existencia del 
silencio administrativo negativo y, en consecuencia, la nulidad del acto administrativo ficto o 
presunto en relación con la petición con el radicado 381UMG6WID, mediante el cual se negó el 
reconocimiento y pago de la diferencia salarial del 20% y de la prima de actividad.  
 
Así mismo, pidió de manera subsidiaria aplicar la excepción de inconstitucionalidad e inaplicar 
el acto administrativo acusado, teniendo en cuenta los Artículos 13, 25, 53 y 209 de la 
Constitución Política. Así mismo, instó de manera subsidiaria aplicar la excepción de 
convencionalidad e inaplicar el acto administrativo acusado, según los Artículos 1, 2, 23 y 24 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos.   
 
A título de restablecimiento del derecho, deprecó condenar a la entidad demandada a: i) 
declarar que el actor realiza las mismas funciones de un soldado profesional que fue voluntario; 
ii) declarar que el actor se encuentra en el mismo supuesto de hecho que contempla la norma 
para el reconocimiento de la prima de actividad de los oficiales y suboficiales; iii) reconocer y 
pagar de la diferencia salarial del 20%, conforme a la Ley 131 de 1985 y el Decreto 1794 de 2000; 
iv) reconocer y pagar la diferencia salarial del 20%, conforme a la Ley 131 de 1985 y el Decreto 
1794 de 2000; v) reconocer y pagar la prima de actividad conforme a las normas y porcentajes 
que regulan la prima de activad para oficiales y suboficiales; vi) reconocer y pagar el subsidio 
familiar con base en el Artículo 11 del Decreto 1794 de 2000; vii) reliquidar todas las 
prestaciones sociales y/o factores salariales, de acuerdo al salario básico conformado por el 
mínimo aumentado al 60%; viii) realizar el pago desde el año en que el actor ingresó al Ejército, 
hasta el pago real y efectivo de la sentencia, con intereses y con IPC; ix) condenar a la entidad 
demandada al pago de agencias en derecho, costas procesales y gastos; y x) condenar a la 
entidad demandada al cumplimiento de la sentencia de acuerdo a lo señalado en el Artículo 192 
del C.PACA.  
 
2.2. HECHOS 
 
Como sustento fáctico de las pretensiones, el apoderado del extremo activo adujo que el 
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demandante es soldado profesional y que no recibe el salario justo, conformado por el salario 
mínimo mensual vigente incrementando en un 60%, como si lo tienen los otros soldados 
profesionales que fueron soldados voluntarios. 
 
Así mismo, afirmó que el actor, al igual que los oficiales y suboficiales del Ejército Nacional, se 
encuentra en el mismo supuesto de hecho que contempla la norma para el reconocimiento y 
pago de la prima de actividad. 
 
Por otro lado, adujo que el actor tiene derecho al reajuste del subsidio familiar en mejores 
condiciones del que tiene reconocido en este momento. 
 
Indicó que el demandante elevó petición a la entidad demandada con radicado 381UMG6WID  
de fecha 17 de septiembre de 2018, solicitando que se le reconociera la diferencia salarial del 
20%, el reconocimiento, el reconocimiento y pago de la prima de actividad y el reajuste del 
subsidio familiar, respecto del cual la entidad demandada guardó silencio frente a los dos 
primeros. 
 
Así mismo, por Oficio 20183111828051: MDN-CGFM-COEJC-SEJEC-JEMGF-COPER-DIPER-
1-10 del 25 de septiembre de 2018, la entidad negó el reajuste del subsidio familiar. 
 
Que, a través de derecho de petición radicado en la página web de la entidad demandada, con 
código de solicitud V3BADQJ184, se le realizó consulta a la entidad sobre las funciones y 
diferencias de los soldados profesiones y voluntarios, y señaló que -únicamente en razón de 
cumplimiento de un fallo de tutela- la entidad contestó dicha petición, a través de los oficios: 
00383: MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-JEMGF-COPER-DIPER-1.10 del 30 de julio de 2018 y 
oficio 20183131332691: MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-JEMGF-COPER-DIPER-SJU-1.9 del 13 
de julio de 2018. 
 
2.3. NORMAS VIOLADAS 
 

- Constitución Política: preámbulo y Artículos 1, 4, 5, 13, 25, 29, 53, 93, 94, 125 y 217. 
- Convención Americana sobre Derechos Humanos, Artículos 1, 2, 23 y 24. 
- Convención de las Naciones Unidas contra la corrupción, Artículo 7. 
- Carta Internacional Americana de Garantías Sociales o Declaración de los Derechos 

Sociales del Trabajador, Artículo 24. 
- Declaración Universal de Derechos Humanos, Artículo 7. 
- Ley 1437 de 2011, Artículo 134 

 
2.4. CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN 
 
Argumentó respecto del reajuste del 20% que el Parágrafo del Artículo 5 del Decreto 1793 de 
2000 permitió que los soldados voluntarios vinculados por medio de la Ley 131 de 1985 y con 
anterioridad al 31 de diciembre de 2000, que manifestaran su intención de incorporarse como 
soldados profesionales, debían continuar con el salario que venían devengando, en virtud del 
inciso 2 del Artículo 1 del Decreto 1794 de 2000. 
 
Consideró que el Ejército Nacional, en forma contraria al inciso 2 del Artículo 1 del Decreto 1794 
de 2000, vulneró los derechos de los soldados y disminuyó sus salarios en un 20%, al aplicar lo 
dispuesto en el inciso 1 del Artículo 1 del Decreto 1794 de 2000. 
 
Hizo alusión al principio de igualdad como derecho fundamental, a la carrera administrativa de 
los soldados profesionales del Ejército Nacional, al enriquecimiento sin causa por parte del 
Estado frente al trabajador, al principio de trabajo igual salario igual y a la realidad sobre las 
formas.    
 
Por otro lado, sostuvo que el actor tiene derecho al reconocimiento y pago de la prima de 
actividad, y realizó un comparativo con el cuerpo de oficiales y suboficiales del Ejército, 
destacando que la prima de actividad sólo es reconocida a estos uniformados y no a los 
soldados profesionales, pese a todo trabajan en la misma Fuerza y se encuentran 
constantemente en actividad, lo que justifica el reconocimiento de este beneficio en igualdad de 
condiciones.  
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Efectuó el análisis de la Ley 131 de 1961 y los Decretos 613 de 1977, 2062 de 1984, 096 de 1989, 
1211, 1212 y 1214 de 1990, que establecen como supuesto de hecho para devengar la prima de 
actividad encontrarse en servicio activo, hecho que ocurre con los soldados profesionales, por 
lo cual considera que se le discrimina al no reconocérsele este beneficio. 
 
Finalmente, frente al subsidio familiar adujo que existe un conflicto normativo en la aplicación 
del derecho, ya que con la declaratoria con efectos ex tunc de la nulidad total del Decreto 3770 
de 2009, por medio del cual se derogó el Artículo 11 del Decreto 1794 de 2000, es apenas lógico 
concluir que las disposiciones contenidas en dicho decreto, en la actualidad se encuentran en 
plena vigencia. De ahí que, por el principio de la condición más beneficiosa en materia laboral 
del Artículo 53 superior, se debe aplicar el Decreto 1794 de 2000 al demandante. 
 
2.5. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA (archivo 16 expediente digital). 
 
Admitida la demanda mediante auto del 29 de abril de 2021 (archivo 13 expediente digital) y 
notificada en debida forma conforme lo dispuesto en el referido auto admisorio (archivo 15 
expediente digital), la Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional presentó 
escrito de contestación en el que solicitó fueran negadas las pretensiones de la demanda. 
 
En cuanto al reajuste del 20%, refirió que el apoderado del demandante sostuvo que ingresó a 
las Fuerzas Militares bajo el Decreto 1793 de 2000 en calidad de soldado nuevo sin haber sido 
soldado voluntario, por lo que el actor nunca ostentó dicha condición. Por lo tanto, no tiene 
derecho al reajuste pues no es viable reclamar derechos que no se han adquirido. 
 
A su vez, indicó que el demandante, en su condición de soldado profesional, tiene sus derechos 
prestacionales establecidos en el Decreto 1794 de 2000, “Régimen Salarial y Prestacional para 
el personal de Soldados Profesionales”, el cual no establece el pago de la prima de actividad, 
razón por la que no le asiste el derecho al demandante ni la obligación de concederla a la 
entidad demandada. 
 
Finalmente, la entidad accionada hizo alusión a la regulación del subsidio familiar y refirió que 
el demandante solicitó dicho emolumento bajo el Decreto 1161 de 2014, por lo que la entidad 
debe cumplir con el ordenamiento jurídico, y en este caso el decreto en mención es aplicable al 
momento en que radicó la solicitud de reconocimiento del subsidio familiar; desconocer dicho 
precepto es decretar el pago de lo no debido. 
 
2.6. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 
 
El despacho, mediante auto del 7 de abril de 2022 (archivo 29 expediente digital), procedió a 
decretar pruebas, a fijar el litigio, y se dispuso a correr traslado a las partes por el término de 
diez (10) días para presentar escrito de alegaciones finales.  
 
2.6.1. Alegatos del demandante: (archivo 33 expediente digital): reiteró los argumentos 
expuestos en la demanda, y reiteró que en el presente caso no hay lugar a aplicar los supuestos 
de la Sentencia de Unificación del Consejo de Estado del salario del 20% de los soldados 
voluntarios, por lo siguiente: 
 

1.  El demandante nunca fue soldado voluntario. 
2. Tiene asignadas y ejecuta las mismas funciones que tiene asignadas y que ejecuta un 

soldado que fue voluntario, pero que ingresó a la carrera administrativa del soldado 
profesional. 

3.  No hay violación de derechos adquiridos, pues no existen para el actor. 
4. Tampoco fue objeto del descuento salarial del 20% que se realizó en noviembre de 

2003, ni en otra fecha. 
5.  La violación al derecho de la igualdad se da bajo la regla de “trabajo igual, salario 

igual”. 
 
Por otro lado, indicó que los soldados profesionales como los que eran soldados voluntarios y 
que fueron incorporados tienen asignadas las mismas funciones, esto es, lo señalado en el 
Artículo 1º del Decreto 1793 de 2000, hacen parte de la misma carrera administrativa y tienen 
las mismas obligaciones y responsabilidades. 
 
Por otra parte, adujo que para el pago de la prima de actividad no hay distinción alguna por la 
calidad y cantidad de trabajo del funcionario pues, si así fuera, un suboficial no podría ganarla, 
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pues es bien diferente su trabajo con relación al de un oficial. Incluso, al interior de cada carrera, 
todos los cargos asignados ejecutan funciones diferentes. 
 
En relación con el subsidio de familia, indicó que se debe verificar la legalidad del acto 
administrativo teniendo como criterio el Decreto 1794 de 2000, o en su defecto el análisis de la 
violación del derecho fundamental de igualdad, junto con el análisis de la condición más 
beneficiosa o las demás prerrogativas del Articulo 53 de la Carta, invocadas en la demanda. 
 
2.6.2. Alegatos de la demandada: (archivo 31 expediente digital): reiteró los argumentos 
expuestos en la contestación de la demanda, y señaló que el demandante se incorporó como 
soldado profesional sin ser soldado voluntario, el cual conoció y aceptó las normas bajo las 
cuales se incorporaba y ha recibido los haberes de acuerdo con las normas que lo cobijan. Así 
mismo, señaló que los decretos que regulan la carrera del soldado profesional no contemplan el 
pago de una prima de actividad. 
 
A su vez, indicó que, con relación al subsidio familiar, la entidad no puede desconocer las 
normas que deben aplicarse al momento de solicitar los reconocimientos; eso sería desconocer 
que existe una norma que se encuentra vigente y es de obligatorio cumplimiento.  
 
Finalmente, sostuvo que al demandante no se le ha vulnerado ningún derecho pues, de acuerdo 
con las normas bajo las cuales se incorporó, se le han reconocido las prestaciones a que tiene 
derecho y en consecuencia solicitó negar todas las pretensiones formuladas por el actor. 
 

III. CONSIDERACIONES 
 
3.1. PROBLEMA JURÍDICO  
  
El problema jurídico se circunscribe a determinar si el demandante, señor Arnulfo Lozano 
Conde, como soldado profesional, tiene derecho a lo siguiente: i) al pago de las diferencias que 
resulten del incremento salarial en un 20% conforme a lo previsto en el inciso segundo del 
Artículo 1º del Decreto 1794 de 2000, para lo cual se deberá constatar si existe o no vulneración 
al principio de igualdad entre los soldados profesionales frente a los que fungieron como 
soldados voluntarios y se incorporaron posteriormente al “Régimen de Carrera y Estatuto del 
Personal de Soldados Profesionales de las Fuerzas Militares” contenido en el Decreto 1793 de 
2000; ii) a que se declare la excepción de inconstitucionalidad frente al Decreto 1161 de 2014, y 
en consecuencia se le reconozca y pague como soldado profesional en actividad el subsidio 
familiar en un porcentaje del 4% del salario básico más la prima de antigüedad de conformidad 
con el Artículo 11 del Decreto 1794 de 2000; y iii) al reconocimiento y pago de la prima de 
actividad prevista en el Artículo 84 del Decreto 1211 de 1990, para lo cual se deberá corroborar si 
existe o no vulneración al principio de igualdad entre los soldados profesionales frente a los 
oficiales y suboficiales de las Fuerzas Militares que devengan dicha prestación. 
 
3.2. Cuestión previa 
 
Revisado el expediente se advierte que el apoderado de la parte actora, mediante memorial 
obrante en el archivo 34 del expediente digital, solicita al despacho se decrete auto de mejor 
proveer con el fin de que: 
 

“1. Se ordene a la entidad demandada aportar la totalidad del expediente 
administrativo del demandante, junto con todos sus documentos”. 

 
Al respecto, se encuentra que el Artículo 213 del CPACA dispone lo siguiente: 
 

“ARTÍCULO 213. PRUEBAS DE OFICIO. En cualquiera de las instancias el Juez o Magistrado 
Ponente podrá decretar de oficio las pruebas que considere necesarias para el esclarecimiento de 
la verdad. Se deberán decretar y practicar conjuntamente con las pedidas por las partes. 
 
Además, oídas las alegaciones el Juez o la Sala, sección o subsección antes de dictar sentencia 
también podrá disponer que se practiquen las pruebas necesarias para esclarecer puntos oscuros o 
difusos de la contienda. Para practicarlas deberá señalar un término de hasta diez (10) días. 
 
En todo caso, dentro del término de ejecutoria del auto que decrete pruebas de oficio, las partes 
podrán aportar o solicitar, por una sola vez, nuevas pruebas, siempre que fueren indispensables 
para contraprobar aquellas decretadas de oficio. Tales pruebas, según el caso, serán practicadas 
dentro de los diez (10) días siguientes al auto que las decrete”. 
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Así las cosas, conforme a lo anterior es del caso señalar que para el despacho no existen puntos 
oscuros o difusos de la contienda, y que dentro del expediente se encuentran las pruebas 
necesarias para proferir una decisión de fondo (archivos 24, 27 y 34 del expediente digital). 
 
Por lo tanto, no es del caso que el despacho profiera auto de mejor proveer, y por el contrario 
entrará a pronunciarse de fondo respecto de la controversia señalada en la fijación de litigio. 
 
Igualmente, es de aclararse que en la demanda se invocó el principio de realidad e igualdad 
bajo el entendido de que el demandante como soldado profesional desarrolló las mismas 
funciones de los soldados profesionales que fueron voluntarios y también de los oficiales y 
suboficiales, lo cual le harían merecedor de una diferencia salarial y de la prima de actividad. 
Sin embargo, lo cierto es que del contenido del libelo incoatorio puede avizorarse que la real 
inconformidad del actor gravita en torno a no haber sido beneficiarios los soldados 
profesionales de las mismas prestaciones de los demás integrantes de las Fuerzas Militares, 
aspecto meramente jurídico que en esa medida será abordado.  
 
3.3. Reajuste del 20%  
 
3.3.1. Régimen salarial y prestacional de los soldados voluntarios que fueron 
incorporados como soldados profesionales 
 
La Ley 131 de 31 de diciembre de 19851 reguló el servicio militar voluntario, definiéndolo como 
aquel ejercido por quien, luego de haber prestado el servicio militar obligatorio, manifieste su 
intención de continuar en la entidad. Tal normativa dispuso: 
 

“ARTÍCULO 4o. El que preste el servicio militar voluntario devengará una bonificación 
mensual equivalente al salario mínimo legal vigente, incrementada en un sesenta por 
ciento (60%) del mismo salario, el cual no podrá sobrepasar los haberes correspondientes 
a un Cabo Segundo, Marinero o Suboficial Técnico Cuarto.” (Subrayado del Despacho) 
 

La norma en cita señala la remuneración de los que presten el servicio militar voluntario, 
determinándola como una bonificación mensual equivalente al salario mínimo legal vigente, 
incrementado en un sesenta por ciento (60%) del mismo salario. 
 
Posteriormente, mediante la expedición del Decreto Ley 1793 del 20002, se permitió que los 
soldados voluntarios vinculados antes del 31 de diciembre de 2000 fueran incorporados como 
soldados profesionales, siempre y cuando manifestaran su intención de hacerlo y fueran 
aprobados por los comandantes de fuerza3.  
 
Del mismo modo, el aludido decreto ordenó al Gobierno nacional fijar el régimen salarial y 
prestacional de los soldados profesionales, “…con base en lo dispuesto por la Ley 4 de 1992, sin 
desmejorar los derechos adquiridos”, por lo que éste expidió el Decreto 1794 de 2000, cuyos 
Artículos 1 y 2 dispusieron: 
 

“ARTICULO 1. ASIGNACION SALARIAL MENSUAL. Los soldados profesionales que se 
vinculen a las Fuerzas Militares devengarán un (1) salario mensual equivalente al salario 
mínimo legal vigente, incrementado en un cuarenta por ciento (40%) del mismo salario. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el parágrafo del artículo siguiente, quienes al 31 de 
diciembre del año 2000 se encontraban como soldados de acuerdo con la Ley 
131 de 1985, devengarán un salario mínimo legal vigente incrementado en un 
sesenta por ciento (60%).” 
 
“ARTICULO 2. PRIMA DE ANTIGÜEDAD. Cumplido el segundo año de servicio, el 

                                                           
1 “Por la cual se dictan normas del servicio militar voluntario” 
2 “Por el cual se expide el Régimen de Carrera y Estatuto del Personal de Soldados Profesionales de las Fuerzas Militares”. 
3 “ARTÍCULO 5. SELECCIÓN. Los aspirantes que cumplan con las condiciones establecidas en el artículo anterior, se 
someterán a un proceso de selección previa realizado por un comité multidisciplinario, el cual será nombrado por el 
Director de Reclutamiento de cada Fuerza. 
En la selección a que se refiere el presente artículo, tendrán prelación los reservistas de primera clase a los cuales se refiere 
el literal f) del artículo anterior. 
PARÁGRAFO. Los soldados vinculados mediante la Ley 131 de 1985 con anterioridad al 31 de diciembre de 2000, que 
expresen su intención de incorporarse como soldados profesionales y sean aprobados por los Comandantes de Fuerza, 
serán incorporados el 1 de enero de 2001, con la antigüedad que certifique cada fuerza expresada en número de meses. A 
estos soldados les será aplicable íntegramente lo dispuesto en este decreto, respetando el porcentaje de la prima de 
antigüedad que tuviere al momento de la incorporación al nuevo régimen”. 
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soldado profesional de las Fuerzas Militares tendrá derecho a una prima mensual de 
antigüedad equivalente al seis punto cinco por ciento (6.5%) de la asignación salarial 
mensual básica. Por cada año de servicio adicional, se reconocerá un seis punto cinco por 
ciento (6.5%) más, sin exceder del cincuenta y ocho punto cinco por ciento (58.5%). 
 
PARÁGRAFO. Los soldados vinculados con anterioridad al 31 de diciembre de 
2000, que expresen su intención de incorporarse como soldados 
profesionales y sean aprobados por los comandantes de fuerza, serán 
incorporados el 1 de enero de 2001, con la antigüedad que certifique cada 
fuerza, expresada en número de meses. A estos soldados les será aplicable 
íntegramente lo dispuesto en este decreto, respetando el porcentaje de la 
prima de antigüedad que tuviere al momento de la incorporación al nuevo 
régimen.” (negrilla del despacho). 
 

De cara a lo anterior, se concluye que los soldados profesionales que se hayan vinculado a las 
Fuerzas Militares a partir de la expedición de los Decretos 1793 y 1794 de 2000 tendrán 
derecho a devengar un salario mensual equivalente al salario mínimo legal vigente, 
incrementado en un cuarenta por ciento (40%). Asimismo, los soldados que ya venían 
vinculados en virtud de la Ley 131 de 1985 y que conservaron tal vinculación al día 31 de 
diciembre de 2000, tendrán derecho a devengar un salario mensual igual al salario mínimo 
legal vigente, pero incrementado en un sesenta por ciento (60%).   
 
En este punto, conviene aclarar que, si bien en el marco de la incorporación de los soldados 
voluntarios a profesionales se introdujo una notable diferencia de trato a favor de los antiguos 
soldados (voluntarios), esa distinción encuentra válido respaldo constitucional en el principio 
de irrenunciabilidad de los beneficios laborales y derechos adquiridos. 
 
El Consejo de Estado, en sentencia de unificación del 25 de agosto de 2016, rad. No. 85001-
33-33-002-2013-00060-01 (3420-15) CE-SUJ2-003-16, M.P. Sandra Lisset Ibarra Vélez, 
señaló los criterios respecto al reajuste salarial del 20% reclamado por soldados voluntarios 
que luego adquirieron la condición de profesionales, así: 
 

“Primero. De conformidad con el inciso 1º del artículo 1º del Decreto Reglamentario 
1794 de 2000, la asignación salarial mensual de los soldados profesionales vinculados 
por vez primera, a partir del 1º de enero de 2000, es de un salario mínimo legal 
mensual vigente incrementado en un 40%. 
 
Segundo. De conformidad con el inciso 2º del artículo 1º del Decreto Reglamentario 
1794 de 2000, la asignación salarial mensual de los soldados profesionales que a 31 de 
diciembre de 2000 se desempeñaban como soldados voluntarios en los términos de la 
Ley 131 de 1985, es de un salario mínimo legal mensual vigente incrementado en un 
60%. 
 
Tercero. Sobre el reajuste salarial y prestacional del 20% que se ordene a favor de los 
soldados voluntarios, hoy profesionales, la parte demandada condenada, deberá 
efectuar de manera indexada los respectivos descuentos en la proporción 
correspondiente, por concepto de aportes a la seguridad social integral y demás a que 
haya lugar. 
 
Cuarto. La presente sentencia no es constitutiva del derecho a reclamar el reajuste 
salarial y prestacional del 20% respecto del cual se unifica la jurisprudencia en esta 
oportunidad; por lo que el trámite de dicha reclamación, tanto en sede gubernativa 
como judicial, deberá atenerse a las reglas que sobre prescripción de derechos 
contempla el ordenamiento jurídico en los artículos 10 y 174 de los Decretos 2728 de 
1968 y 1211 de 1990, respectivamente”. 

 
3.3.2. El principio de trabajo igual – salario igual. 
 
La jurisprudencia Constitucional4 ha señalado que el derecho a la igualdad, establecido en el 
Artículo 13 de la Carta Política, no plantea una igualdad matemática, sino una igualdad real, 
que busca un trato igual a las personas que se encuentran bajo unas mismas condiciones y que 
justifica un trato diferente sólo cuando se encuentran bajo distintas condiciones. 
  

                                                           
4 Ver las sentencias T-102, T-143 y T-553 de 1995; C-100 y T-466 de 1996; T-005, T-330 y SU-519 de 1997; T-050 y T-394 de 
1998, entre muchas otras. 
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Con base en este derecho fundamental es que se ha dado desarrollo al principio de “a trabajo 
igual, salario igual”. Por tal razón, no se puede dar un trato discriminatorio entre trabajadores 
que, cumpliendo una misma labor con las mismas responsabilidades, sean objeto de una 
remuneración diferente. 
 
Al respecto, la Corte Constitucional, al referirse al trato discriminatorio en materia laboral, 
mediante Sentencia T - 079 del 28 de febrero de 1995, magistrado ponente Alejandro Martínez 
Caballero, señaló lo siguiente:  
 

“Es obvio que la discriminación salarial atenta contra la IGUALDAD  como derecho 
fundamental constitucionalmente protegido e inherente a la relación laboral. Lo cual implica, en 
principio, que habrá discriminación cuando ante situaciones iguales se da un trato jurídico 
diferente, por eso se proclama el principio A TRABAJO IGUAL SALARIO IGUAL. (…)” 
  

Sin embargo, la Corte Constitucional en la referida providencia también precisó:  
 

“...surge como factible la perspectiva de salarios distintos siempre y cuando la diferenciación 
sea razonable (cantidad y calidad del trabajo, art. 53 C.P.), y sea objetiva y rigurosamente 
probada por el empleador.” 
 

Con base en lo anterior, se tiene que el principio de “a trabajo igual, salario igual” responde a 
un criterio relacional, propio del juicio de igualdad. Por ende, para acreditar su vulneración 
debe estarse ante dos sujetos que, al desempeñar las mismas funciones y estar sometidos al 
mismo régimen jurídico de exigencias de cualificación para el empleo, son comparables y, no 
obstante ello, reciben una remuneración diferente. Entonces, resulta que la discriminación 
salarial injustificada debe basarse en la inexistencia de un parámetro objetivo, discernible y 
razonable que justifique la diferenciación.  
 
Así, la jurisprudencia constitucional ha catalogado como razones admisibles de diferenciación 
salarial, entre otras, (i) la aplicación de criterios objetivos de evaluación y desempeño5; (ii) las 
diferencias de la estructura institucional de las dependencias públicas en que se desempeñan 
cargos que se muestran prima facie análogos6; y (iii) la distinta clasificación de los empleos 
públicos, a partir de la cual se generan diferentes escalas salariales que responden a 
cualificaciones  igualmente disímiles para el acceso a dichos empleos7.   
 
De acuerdo con lo expuesto, se encuentra que la protección constitucional del principio de a 
trabajo igual, salario igual tiene sustento en la eficacia de los principios mínimos del trabajo, 
tanto de remuneración acorde con la cantidad y calidad de la labor, como de, especialmente, la 
primacía de la realidad sobre las formas dentro de la relación laboral.   
 
Con todo, la protección de ese principio constitucional depende de las circunstancias que se 
acrediten en cada caso particular, en donde los elementos probatorios permitan advertir el 
desconocimiento del derecho a la igualdad entre iguales8. 
 
3.3.3. Sobre la figura de la excepción de inconstitucionalidad   
 

El Artículo 4° de la Constitución Política contempla: «La Constitución es norma de normas. En 
todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la Ley u otra norma jurídica, se aplicarán 
las disposiciones constitucionales». Es decir que la vía de excepción constituye una obligación 
expresa del juez contencioso de inaplicar o desconocer una norma de inferior jerarquía en 
procura de respetar la Carta Magna, únicamente vinculante respecto de los sujetos procesales.  
 
De esta forma, se tiene que el control por vía de excepción consagrada en el Artículo 148 del 
CPACA consiste en un mecanismo del que puede hacer uso el juez oficiosamente o a petición de 
parte dentro de los procesos que conoce la jurisdicción de lo contencioso administrativa que se 
adelante y cuya finalidad es dejar sin efectos un acto administrativo cuando vulnere la 
Constitución Política, decisión que solo opera entre quienes hagan parte del litigio. 
 

                                                           
5 Corte Constitucional, sentencia T-1075/00. 
6 Corte Constitucional, sentencias T-1098/00 y T-545A/07. 
7 Corte Constitucional, sentencia T-105/02. 
8 Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Segunda- Subsección B- consejero ponente: César Palomino Cortés, 
sentencia del diecinueve (19) de julio de dos mil dieciocho (2018)- radicación número: 05001-23-31-000-2010-02233-
01(4879-14). 
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Al respecto, la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-122 de 2011, sostuvo: 
 

«[…] De otra parte hay que tener en cuenta que el control por vía de excepción lo puede realizar 
cualquier juez, autoridad administrativa e incluso particulares que tengan que aplicar una norma 
jurídica en un caso concreto9. Este tipo de control se realiza a solicitud de parte en un 
proceso judicial o ex officio por parte de la autoridad o el particular al momento de 
aplicar una norma jurídica que encuentre contraria a la Constitución. En este caso se debe 
subrayar que la norma legal o reglamentaria que haya sido exceptuada por inconstitucional no 
desaparece del sistema jurídico y continúa siendo válida ya que los efectos del control por vía de 
excepción son inter partes, solo se aplican para el caso concreto y no anulan en forma definitiva la 
norma que se considera contraria a la Constitución.». (Resaltado fuera de texto).  
 

Así mismo, el Consejo de Estado ha señalado10 que la excepción de inconstitucionalidad, como 
facultad y deber de los operadores jurídicos, se refiere al fenómeno de la aplicación de las 
normas de inferior jerarquía en casos concretos cuando éstas resultan incompatibles con las 
normas constitucionales.  
 
En este orden, la supremacía constitucional que se deriva del Artículo 4° Superior hace 
referencia a las normas constitucionales en juego en un caso concreto de una o varias personas, 
en el cual la aplicación de normas legales o de inferior jerarquía implicaría ir en contra de 
aquéllas constitucionales que también amparan a dicha persona o grupo de personas. En 
consecuencia, los principios que deben protegerse en este contexto son en la mayoría de las 
ocasiones los relativos a los derechos constitucionales de las personas (derechos 
fundamentales). 
 
Cabe precisar que, de acuerdo con la jurisprudencia, esta excepción opera en cualquiera de los 
siguientes eventos: i) cuando la norma sea contraria a la Constitución y no haya sido retirada 
del ordenamiento jurídico a través de la acción de constitucionalidad o nulidad (según la 
categoría de la norma), y deba inaplicarse en un caso concreto; ii) que la norma reproduzca 
textos legales que hayan sido objeto de declaratoria de inexequibilidad o nulidad; y iii) cuando 
la aplicación de la norma en el caso concreto pueda generar un perjuicio que, pese a parecer 
ajustada a la Constitución en el caso que se estudia, su aplicación desconocería normas 
constitucionales. 
 
3.3.4. Sobre la figura de la excepción de inconvencionalidad 
 
El control de convencionalidad constituye una herramienta jurídica que concreta el deber de 
los Estados parte del Sistema Interamericano de dar aplicación a las normas que la gobiernan, 
tomando la interpretación de la que tales disposiciones quedan imbuidas a partir de los 
pronunciamientos de su órgano jurisdiccional regional. 
 
Al respecto, el Consejo de Estado ha señalado que “el control de convencionalidad es una 
manifestación de lo que se ha dado en denominar la constitucionalización del derecho 
internacional, también llamado con mayor precisión como el “control difuso de 
convencionalidad,” e implica el deber de todo juez nacional de “realizar un examen de 
compatibilidad entre las disposiciones y actos internos que tiene que aplicar a un caso 
concreto, con los tratados internacionales y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos”11. 
 

                                                           

9
 Desde las sentencias de los años sesenta de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia se empieza a tener en cuenta esta 

tesis. Se dice que los funcionarios competentes para aplicar dicha norma son los que tienen jurisdicción. Al respecto dijo la 
Sentencia del 2 de marzo de 1961 (M.P. Julio Roncallo Acosta), que, “El artículo 215 de la Constitución simplemente autoriza 
oponer, en un caso concreto, la excepción de inconstitucionalidad. El fallo que decide sobre la acción de inexequibilidad sólo 
puede ser pronunciado por la Corte en pleno y tiene efectos erga omnes; en cambio, para decidir sobre la excepción referida 
es competente cualquier funcionario con jurisdicción, que deba aplicar la ley, y solo tiene efectos en relación con el caso 
concreto en donde el conflicto surge” (Negrillas fuera del texto). También hay que tener en cuenta los fallos de la Sala de 
Casación Penal de 14 de marzo de 1961, en donde se convalida por vez primera la vía de excepción y se declara inaplicable 
una ley en un caso concreto, y la sentencia del 26 de abril del mismo año, en donde se definen los alcances generales de la 
excepción y se establece que cualquier funcionario con jurisdicción es competente para inaplicar una ley contraria a la 
Constitución (Sobre el particular ver el libro de Julio Estrada, Alexei, Op. cit., p. 284) 
10 Sentencia del 16 de febrero de 2017, radicado: 68001-23-31-000-2006-02724-01(0296-13). 
11 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, Consejero ponente: Jaime 
Orlando Santofimio Gamboa, veintitrés (23) de enero de dos mil quince (2015), Radicación número: 76001-23-31-000-1997-
03251-01(20507)A, Actor: Joseph Mora Van Wichen Y Otros, Demandado: NACION - MINISTERIO DE DEFENSA 
NACIONAL Y OTROS. 
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Bajo ese entendido, la “excepción de inconvencionalidad” no es otra cosa que un símil, 
proyectado al ámbito de la norma regional, de la regla contemplada en el Artículo 4° de la 
Constitución Política, conforme con la cual “En todo caso de incompatibilidad entre la 
Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales”. 
Claro que en este evento la discordancia de la norma de inferior jerarquía no se plantearía con 
un precepto del texto supremo en estricto sentido, sino con uno de la Convención Americana de 
Derechos Humanos, emanada del Pacto celebrado en San José de Costa Rica en noviembre de 
196912. 
 
3.3.5. Caso concreto respecto del reajuste del 20% 
 
Dentro del expediente de la referencia, se encuentra acreditada la siguiente situación fáctica 
que sirve de fundamento para emitir decisión de fondo en el caso que nos ocupa: 
 
1. La certificación obrante en la pág. 4 del archivo 36 del expediente digital, expedida el 24 de 
mayo de 2022, donde consta que el actor se vinculó al Ejército Nacional con los siguientes 
tiempos y cargos:  
 

Servicio militar BIJUN: Desde el 15 de febrero de 2011 al 11 de enero de 2013. 
Alumno soldado profesional DIPER: Desde el 11 de febrero de 2013 al 24 de mayo de 
2013. 
Soldado profesional DIPER: Desde el 25 de mayo de 2013. 

 
2. Derecho de petición con radicado No. 381UMG6WID del 17 de septiembre de 2018, por 
medio del cual la parte actora solicitó, entre otras cosas, el reconocimiento y pago de la 
diferencia salarial del 20%, la prima de actividad, el subsidio familiar y, como consecuencia de 
lo anterior, la reliquidación de las prestaciones sociales correspondientes (pág. 20, archivo 11 
expediente digital). 
 
En primer lugar, se tiene que la asignación salarial mensual fijada en el inciso segundo del 
Artículo 1º del Decreto 1794 de 2000 tuvo como finalidad acatar el mandato de no desmejora 
salarial previsto a favor de los soldados profesionales que lo fueron por la vía de la 
incorporación que autorizó el Artículo 3 del Decreto Ley 1793 de 2000, pues con ella se 
garantizó que el personal en calidad de voluntarios continuara devengando la remuneración 
que le había fijado la Ley 131 de 1985, esto es, una suma equivalente a un salario mínimo legal 
vigente incrementado en un 60% del mismo salario.  
 
De acuerdo con lo anterior, es pertinente aclarar que se encuentra demostrado que el 
demandante para el 31 de diciembre de 2000 no se encontraba vinculado al Ejército Nacional, 
y por lo tanto no ostentaba la calidad de soldado voluntario en los términos de la Ley 131 de 
1985, lo cual evidencia que no se encuentra inmerso en el supuesto de hecho contemplado en el 
inciso 2º del Artículo 1º del Decreto 1794 de 2000. 
 
Ahora bien, la mencionada disposición contiene un mandato claro que tiene como fundamento 
que, sin perjuicio de que a los soldados voluntarios vinculados con anterioridad al 31 de 
diciembre de 2000 que pasen a incorporarse como soldados profesionales se les aplique 
íntegramente lo dispuesto en el Decreto 1794 del 2000, en relación con la asignación salarial 
mensual establece de manera diáfana que los soldados que sufrieron este tránsito de 
voluntarios a profesionales se encuentran exceptuados de lo que devengan el resto de soldados 
profesionales y es así como se establece que deben devengar un salario mínimo legal vigente 
incrementado en un sesenta por ciento (60%) del mismo salario. 
 
La anterior diferencia porcentual establecida para las asignaciones mensuales de los soldados 
voluntarios incorporados como profesionales y los demás soldados profesionales tiene un 
contenido de garantía de la irrenunciabilidad a los beneficios laborales mínimos establecidos 
por la Constitución y especialmente, por el literal a) del Artículo 2 de la Ley 4ª de 1992 que 
estableció el respeto a los derechos adquiridos de los servidores del Estado tanto del régimen 
general, como de los regímenes especiales, así como la prohibición de desmejora en sus 
condiciones laborales, al momento de fijar el régimen salarial y prestacional. 

                                                           
12 Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Quinta- consejera ponente: Lucy Jeannette Bermúdez 
Bermúdez- sentencia del veintiséis (26) de noviembre de dos mil veinte (2020)- radicación número: 11001-03-28-000-2019-
00061-00 (2019-00062-00 y 2019-00089-00). 
 



Expediente:            11001-3342-051-2020-00280-00  
Demandante:         ARNULFO LOZANO CONDE 
Demandado:                    NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- EJÉRCITO NACIONAL 
 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

Página 10 de 16 

 

 

 
El anterior argumento está sustentado en el hecho de que la asignación mensual que percibían 
los soldados voluntarios con anterioridad a la expedición del Decreto 1794 de 2000 era el 
equivalente a un salario mínimo legal vigente incrementado en un 60%, asignación que fue 
mantenida en el inciso 2º del Artículo 1º de la norma en cita, disposición que buscó garantizar 
que estos servidores de la Fuerza Pública continuaran devengando la asignación que les fue 
otorgada por la Ley 131 de 1985. De manera que, si se hubiera desconocido este mandato legal 
sin perjuicio de la asignación inferior de los soldados profesionales, se habrían vulnerado los 
derechos adquiridos de los soldados voluntarios. 
 
Ahora, la Corte Constitucional, al ponderar el principio de igualdad, ha precisado que este no se 
trata de una igualdad matemática, sino de una igualdad real de personas puestas en las mismas 
condiciones, denominándolo igualdad entre iguales. Al respecto, precisó lo siguiente: 

 
“(…) Como la Corte lo ha manifestado, no se trata de instituir una equiparación o igualación 
matemática y ciega, que disponga exactamente lo mismo para todos, sin importar las diferencias 
fácticas entre las situaciones jurídicas objeto de consideración. Estas, por el contrario, según 
su magnitud y características, ameritan distinciones y grados en el trato, así como 
disposiciones variables y adaptadas a las circunstancias específicas, sin que por el sólo 
hecho de tal diversidad se vulnere el postulado de la igualdad ni se desconozcan los mandatos 
constitucionales. 
  
Pero -claro está- toda distinción entre las personas, para no afectar la igualdad, debe estar clara y 
ciertamente fundada en razones que justifiquen el trato distinto. Ellas no procederán de la 
voluntad, el capricho o el deseo del sujeto llamado a impartir las reglas o a aplicarlas, sino de 
elementos objetivos emanados cabalmente de las circunstancias distintas, que de suyo reclaman 
también trato adecuado a cada una (…)”13. 

 
Ahora, si bien los soldados profesionales como los soldados voluntarios que se incorporaron 
como profesionales realizan las mismas funciones14, la diferenciación de salarios para un 
mismo empleo encuentra justificación en criterios objetivos, razonables y verificables, por lo 
que a juicio de este despacho no se advierte el desconocimiento de principios constitucionales, 
como “trabajo igual-salario igual” como lo sustenta la parte actora, en razón a que la 
diferencia salarial establecida en el Decreto 1794 de 2000 entre los soldados voluntarios y los 
profesionales no parte de la igualdad entre iguales, toda vez que, con anterioridad a la 
expedición de la norma que les permitió la profesionalización, los soldados voluntarios no 
tenían derecho a prestaciones sociales ni a los beneficios salariales establecidos para los 
profesionales.  
 
En consecuencia, la diferencia salarial del 20% respecto de los demás soldados profesionales 
puede ser entendida como un resarcimiento a este personal como contraprestación por el 
periodo durante el cual no tuvieron derecho a percibir las mismas prestaciones sociales que 
cualquier otro trabajador percibe, máxime si se tiene en cuenta que dichos beneficios no le eran 
concedidos a soldados que prestaron su servicio de manera voluntaria, cumpliendo un deber 
constitucional de defender la paz y seguridad de los habitantes de la República, el cual implica 
un sacrificio familiar y de vida que merece ser recompensado. 
 
Así las cosas, si bien el principio de trabajo igual-salario igual responde a un criterio de 
igualdad en el que se requiere analizar su vulneración desde el punto de vista probatorio, 
efectuando una comparación de dos o más sujetos que al desempeñar las mismas funciones y 
estar sometidos al mismo régimen jurídico -respecto de las exigencias para acceder al empleo- 
reciben una remuneración diferente, en el presente caso no se trata de una situación de iguales 
entre iguales15, ya que las circunstancias fácticas en que se incorporó el soldado voluntario a la 
carrera como soldado profesional fueron condiciones distintas, respecto de los que ingresaron 
en vigencia del Decreto 1793 de 2000 como soldados profesionales – como el caso del actor-, 
pues dicha diferenciación se encuentra acorde con el ordenamiento jurídico que no permitía 
desmejorar las condiciones laborales que traían los soldados voluntarios. 
 
                                                           
13 Corte Constitucional, Sentencia SU-519 de 15 de octubre de 1997, M.P Jose Gregorio Hernández Galindo. 
14 Decreto 1793 de 2000, “ARTICULO 1. SOLDADOS PROFESIONALES. Los soldados profesionales son los varones 
entrenados y capacitados con la finalidad principal de actuar en las unidades de combate y apoyo de combate de las 
Fuerzas Militares, en la ejecución de operaciones militares, para la conservación, restablecimiento del orden público y 
demás misiones que le sean asignadas”.  
15 A los soldados voluntarios que se incorporaron a la carrera profesional, a pesar de aplicárseles íntegramente el nuevo 
estatuto de personal de los soldados profesionales, en materia salarial conservarían el monto de su sueldo básico que les fue 
determinado por el Artículo 4º de la Ley 131 de 1985. 
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Finalmente, se advierte que el demandante solicitó de manera subsidiaria que se dé aplicación 
a la figura de la excepción de inconstitucionalidad y/o inconvencionalidad y, por virtud de ello, 
se inaplique el acto administrativo acusado.  
 
Al respecto, el despacho precisa que esta figura se constituye como un mecanismo judicial que 
permite inaplicar una norma cuando se considera que la misma resulta contraria a los 
mandatos constitucionales y no ha sido posible su control por vía de acción, siendo un deber de 
todo juez preferir la aplicación de las previsiones constitucionales sobre las legales, por 
mandato del Artículo 4º de la Constitución Política.    

 
Así mismo, la Corte Constitucional, mediante Sentencia SU – 132 del 13 de marzo de 201316,  
definió la excepción de inconstitucionalidad así: 

 

“La jurisprudencia constitucional ha definido que “la excepción de inconstitucionalidad es una 
facultad o posibilidad (o si se quiere, una herramienta) de los operadores jurídicos, en tanto no 
tiene que ser alegada o interpuesta como una acción; pero se configura igualmente como un 
deber en tanto las autoridades no pueden dejar de hacer uso de ella en los eventos en que 
detecten una clara contradicción entre la disposición aplicable a una caso concreto y las normas 
constitucionales”. En consecuencia, esta herramienta se usa con el fin de proteger, en un caso 
concreto y con efecto inter partes, los derechos fundamentales que se vean en riesgo por la 
aplicación de una norma de inferior jerarquía y que, de forma clara y evidente, contraría las 
normas contenidas dentro de la Constitución Política>”. 

 

Así las cosas, señala la mencionada Corporación que “…no hacer uso de la excepción de 
inconstitucionalidad da lugar a un defecto sustantivo”, el cual se constituye cuando “…el juez 
competente empleó una interpretación normativa sin tener en cuenta que ésta resultaba 
contraria a los derechos y principios consagrados en la Carta Fundamental”; por lo tanto, las 
providencias que se profieren bajo esos presupuestos “…van en contra de los principios y 
derechos establecidos en la Constitución Política y, así, se genera un quebrantamiento de la 
misma”. 
 
A su vez, el Consejo de Estado ha sostenido frente a la excepción de inconvencionalidad que “lo 
anterior indica claramente que el juez nacional no sólo está llamado a aplicar y respetar su 
propio ordenamiento jurídico, sino que también debe realizar una “interpretación 
convencional” para determinar si aquellas normas son “compatibles” con los mínimos 
previstos en la Convención Americana de Derechos Humanos y en los demás tratados y 
preceptos del derecho internacional de los derechos humanos y del derecho internacional 
humanitario”17. 
 
Ahora bien, para el caso concreto, de los argumentos expuestos por el demandante y del 
análisis normativo efectuado en esta sentencia no se avizora que el acto administrativo respecto 
del cual se solicitó su inaplicación vaya en contravía de postulados constitucionales; contrario a 
ello, se evidenció que el mismo fue proferido por la autoridad competente y que las normas que 
invoca la entidad demandada en el acto acusado para sustentar su legalidad -Decreto 1794 de 
2000- no riñen con las normas constitucionales que se endilgan como contrariadas. 
 
En consecuencia, al no evidenciarse la violación de normas de rango constitucional o en la 
Convención Americana de Derechos Humanos, es improcedente la aplicación de las referidas 
excepciones de conformidad con la jurisprudencia transcrita y, por ende, la declaratoria de 
nulidad de los actos acusados bajo este cargo. 
 
3.4. De la prima de actividad  
 
El presidente de la República, atendiendo lo previsto en la Ley 4ª de 1992 y el Artículo 38 del 
Decreto 1793 de 2001, expidió el Decreto 1794 de 2000, “Por el cual se establece el régimen 
salarial y prestacional para el personal de soldados profesionales de las Fuerzas Militares”, el 
cual además de la asignación básica, estimó para los soldados profesionales prestaciones tales 
como la prima de antigüedad (Artículo 2º), prima de servicio anual (Artículo 3º), prima de 
vacaciones (Artículo 4º), prima de navidad (Artículo 5º), pasajes por traslado (Artículo 6º), 

                                                           
16 Ponencia del magistrado Alexei Julio Estrada. 
17 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, Consejero ponente: Jaime 
Orlando Santofimio Gamboa, nueve (09) de febrero de dos mil diecisiete (2017), Radicación número: 11001-03-26-000-
2014-00143-00(52149), Actor: Centro de Estudios para la Justicia Social - Tierra Digna, Demandado: MINISTERIO DE 
MINAS Y ENERGÍA - AGENCIA NACIONAL DE MINERÍA. 
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pasajes por comisión (Artículo 7º), cesantías (Artículo 9º), vivienda militar (Artículo 10º) y se 
reconocía el subsidio familiar (Artículo 11º), norma subrogada por el Decreto 1161 de 2014. 
 
Así las cosas, como lo ha establecido el Artículo 217 de la Constitución de 1991, a través de la 
Ley se establecen los derechos prestacionales de la Fuerza Pública que para el caso de los 
soldados profesionales se encuentra regulado en el Decreto 1794 de 2000, que no contempla el 
reconocimiento de la denominada prima de actividad.  
 
Por el contrario, en el caso de los oficiales y suboficiales de las Fuerzas Militares, han sido 
diversas las normas que han regulado de manera expresa la prima de actividad, pues Decretos 
como el 089 de 1984, 95 de 1989 y 1211 de 1990, que modificaron el régimen prestacional y de 
carrera de estos uniformados, establecieron los porcentajes en los que se reconoce esta 
prestación. En efecto, el Artículo 84 del Decreto 1211 de 1990 estableció la prima de actividad 
para oficiales y suboficiales, en un 33% liquidado sobre el sueldo básico, porcentaje 
incrementado en un 50% con el Artículo 2º del Decreto 2863 de 2007.  
 
Posteriormente, el Decreto 1017 de 2013, en su Artículo 30, fijó el porcentaje en el 49.5%, el 
cual se ha mantenido en el tiempo con los Decretos 187 de 2014, 1028 de 2015, 214 de 2016, 
984 de 2017 y 324 de 2018. 
 
3.4.1. Caso concreto frente a la prima de actividad 
 
La Corte Constitucional ha señalado que el Artículo 13 superior no debe entenderse «como un 
mandato que establece una igualdad mecánica o automática»18, por lo que ha diferenciado 
entre aquellas medidas que implican un trato discriminatorio y aquellas que aunque otorgan 
un trato desigual, se basan en circunstancias objetivas y razonables por lo cual se ajustan a la 
Constitución, resaltando que para la adopción de estas últimas deben cumplirse los siguientes 
presupuestos: «(i) que las personas sujetos del trato desigual se encuentren efectivamente en 
distinta situación de hecho; (ii) que dicho trato tenga una finalidad que consulte los valores y 
principios constitucionales; (iii) que la diferencia de situación, la finalidad que se persigue y el 
trato desigual que se otorga tengan una racionalidad interna; y (iv) que exista 
proporcionalidad entre estos aspectos, es decir, el trato diferente, las circunstancias de hecho y 
la finalidad»19, por lo cual ha concluido que «la diferencia de trato resulta insuficiente, per se, 
para predicar la vulneración del derecho a la igualdad». 
 
Ahora bien, el Consejo de Estado20, en cuanto al reconocimiento de la prima de actividad de los 
oficiales y suboficiales del Ejército Nacional frente a su no contemplación en el régimen de los 
soldados profesionales, hizo las siguientes consideraciones: 
 

“- La comparación solicitada en el sub lite no es procedente, habida cuenta de que no se exige 
igualdad cuando hay razones objetivas para determinar regímenes diferentes entre los sujetos de 
las normas, los cuales pertenecen a grupos jurídicamente diferenciados que responden a una 
naturaleza funcional distinta. En efecto, los oficiales ejercen la conducción y mando; los 
suboficiales cumplen las funciones de apoyo de los oficiales y por su parte, los soldados ejecutan 
las decisiones de los comandantes21. 
 
Así, los criterios de distinción que hace el Gobierno Nacional para fijar el régimen prestacional 
del personal de la Fuerza Pública obedecen a distinciones razonables, como el grado de 
responsabilidad, las funciones que desempeñan, la experiencia y requisitos exigidos al interior de 
la institución para acceder a cada grado. 
 
- La normativa que rige cada uno de los grupos de miembros de las Fuerzas Militares y personal 
Civil del Ministerio de Defensa parten de supuestos diferentes en cuanto a la aplicación del 
régimen salarial y prestacional, sin que ello constituya de manera alguna, una discriminación, 
porque cuando existen situaciones fácticas diferentes que ameritan tratamientos distintos, el 
legislador puede razonablemente regularlas de manera disímil.  
 
Obsérvese que los criterios de diferenciación, en el presente caso, obedecen a factores prudentes 
que el mismo legislador ha previsto dentro de la Fuerza Pública para el ingreso y ascenso a los 

                                                           
18 T-587 de 2006. 
19 Ibidem. 
20 Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Segunda- Subsección A- consejero ponente: William 
Hernández Gómez- sentencia del veinticuatro (24) de junio de dos mil veintiuno (2021), 
radicación:52001233300020170066501 (5170-2019). 
21 Al respecto ver la sentencia C-057 de 2010, por medio de la cual la Corte Constitucional declaró exequible los apartes 
demandados del artículo 24 del Decreto Ley 353 de 1994 y del artículo 14 de la Ley 973 de 2005. 
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distintos grados en la institución. No son criterios arbitrarios y caprichosos, pues tratándose de 
grados diferentes para los cuales se requieren calidades y requisitos acordes con las exigencias 
de la carrera oficial, se justifica entonces la distinción salarial. 
- Igualmente y de acuerdo con lo regulado en el artículo 2.° de la Ley 4ª de 1992, debe tenerse en 
cuenta que la remuneración de los miembros de la Fuerza Pública debe atender al nivel de los 
cargos, las funciones, responsabilidades y calidades. Es por eso que todos no pueden tener la 
misma retribución y prestaciones.  
 
Así, al tratarse de un cuerpo jerarquizado, en donde existen diferentes funciones y 
responsabilidades, el artículo 53 de la Constitución Política impone una regla de 
proporcionalidad a las funciones que se desarrollan. 
 
- Aunado a ello, se tiene que la prima de actividad se previó como una prestación a favor de los 
oficiales y suboficiales de la Fuerza Pública, que posteriormente se convirtió en factor de 
liquidación de las asignaciones de retiro, sin que con la misma se pretenda cubrir una condición 
especial a los beneficiarios de aquella, como, por ejemplo, ocurre en el caso del subsidio familiar. 

 

Conforme a lo anterior, la alta Corporación indicó que, si bien la mentada prestación no se 
tiene regulada a favor de los soldados profesionales, la cual sí se prevé para los oficiales y 
suboficiales de la Fuerza Pública, también lo es que estos no se encuentran en la misma 
situación de hecho, por lo que no puede exigirse que las prestaciones de los dos grupos de 
militares se regulen en las mismas condiciones, porcentajes o montos.  
 
Ello, toda vez que: i) pertenecen a diferentes categorías dentro de la jerarquía militar, 
distinción que por demás es constitucionalmente válida y ii) los porcentajes y partidas sobre 
las cuales realizan cotizaciones son diferentes.  
 
Dichas circunstancias especiales permiten que en materia salarial se determinen tratos 
diferentes, pues constituyen un fundamento objetivo y razonable, acorde con los fines 
perseguidos por la autoridad, esto es, que los criterios de diferenciación en el sub iudice 
obedecen a factores prudentes que el legislador ha señalado dentro de la Fuerza Pública para el 
ingreso y ascenso a los distintos grados en la institución, por lo que no se vislumbra una 
vulneración al derecho de igualdad. 
 
Así mismo, frente a la solicitud del actor de que se aplique la excepción de inconstitucionalidad 
o inconvencionalidad, como se precisó en precedencia, no se desconoce la Constitución de 1991 
ni las normas convencionales alegadas por el actor, pues no existen criterios de comparación 
respecto de las prestaciones de los oficiales, suboficiales y soldados profesionales, se trata de 
grupos de personal militar diferenciados, con responsabilidades, funciones y regímenes 
salariales y prestacionales diferentes, sentados en normas distintas y el hecho de tratarse de 
personal que presta sus servicios a la Fuerza Pública no significa que deban devengar lo 
mismo. 
 
3.5. Del subsidio familiar 
 
Mediante el Decreto 1794 de 2000, “Por el cual se establece el régimen salarial y prestacional 
para el personal de soldados profesionales de las fuerzas militares”, se consagró el 
reconocimiento del subsidio familiar en cuantía equivalente al 4% del salario básico más la 
prima de antigüedad, en los siguientes términos: 

 
“ARTICULO 11. SUBSIDIO FAMILIAR. A partir de la vigencia del presente Decreto, 
el soldado profesional de las Fuerzas Militares casado o con unión marital de hecho 
vigente, tendrá derecho al reconocimiento mensual de un subsidio familiar equivalente al 
cuatro por ciento (4%) de su salario básico mensual más la prima de antigüedad. 

 
Para los efectos previstos en este artículo, el soldado profesional deberá reportar el 
cambio de estado civil a partir de su inicio al Comando de la Fuerza de conformidad con 
la reglamentación vigente”. 

   
Posteriormente, se expidió el Decreto 3770 de 2009 que derogó de forma expresa el citado 
Artículo 11 del Decreto 1794 de 2000; sin embargo, dicha disposición señaló que se mantendría 
el reconocimiento del subsidio familiar para aquellas personas que lo venían devengando a la 
entrada en vigencia de la norma y hasta su fecha de retiro del servicio. 
 
Sin embargo, en sentencia del 8 de junio de 2017, el Consejo de Estado declaró la nulidad del 
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Decreto 3770 de 200922 antes mencionado con efectos ex tunc, al considerar que, si bien fue 
expedido en desarrollo de la Ley 4ª de 1992, el mismo trasgredía el principio de progresividad, 
comoquiera que conllevaba a una desmejora para los soldados profesionales e infantes de 
marina. Así, en virtud de la declaratoria de nulidad referida cobró nuevamente vigencia el 
Artículo 11 del Decreto 1794 de 2000 en lo atinente al subsidio familiar. 
 
No obstante, con anterioridad a la declaratoria de nulidad del Decreto 3770 de 2009, se expidió 
el Decreto 1161 de 2014, “Por el cual se crea el subsidio familiar para Soldados Profesionales e 
Infantes de Marina Profesionales y se dictan otras disposiciones”, y en su Artículo 1° creó el 
subsidio familiar a partir del 1° de julio de 2014 para los soldados profesionales e infantes de 
marina que no perciben el subsidio familiar regulado en los Decretos 1794 de 2000 y 3770 de 
2009 en un porcentaje del 20% más el porcentaje a que pueda tener derecho por los hijos; dice 
la norma: 
 

“Artículo 1. Subsidio Familiar para Soldados Profesionales e Infantes de 
Marina Profesionales. Créase, a partir del 1 de julio de 2014, para los Soldados 
Profesionales e Infantes de Marina Profesionales de las Fuerzas Militares en servicio 
activo, que no perciben el subsidio familiar regulado en los Decretos 1794 de 2000 y 3770 
de 2009, un subsidio familiar que se liquidará y reconocerá mensualmente sobre su 
asignación básica, así: 
  
a) Para los Soldados Profesionales e Infantes de Marina Profesionales casados o con 
unión marital de hecho vigente, tendrán derecho a percibir por subsidio familiar el veinte 
por ciento (20%) de la asignación básica por la cónyuge o compañera permanente, más 
los porcentajes a que se pueda tener derecho por los hijos conforme al literal c) de este 
artículo; 
  
b) Para los Soldados Profesionales e Infantes de Marina Profesionales viudos siempre y 
cuando hayan quedado a cargo de los hijos habidos dentro del matrimonio o dentro de la 
unión marital de hecho, tendrán derecho a percibir por subsidio familiar el veinte por 
ciento (20%) de la asignación básica más los porcentajes a que se pueda tener derecho 
por los hijos conforme al literal c) del presente artículo;  
 
c) Para los Soldados Profesionales e Infantes de Marina Profesionales con hijos, tendrán 
derecho a percibir subsidio familiar por este concepto calculado sobre su asignación 
básica así: Por el primer hijo el tres por ciento (3%), por el segundo hijo el dos por ciento 
(2%) y el uno por ciento (1%) por el tercer hijo. En ningún caso el soldado profesional o el 
infante de marina profesional por este concepto podrá percibir más del seis por ciento 
(6%) de su asignación básica.” 
 

Lo anterior permite concluir que existen dos situaciones que determinan el reconocimiento del 
subsidio familiar para los soldados e infantes de marina profesionales: i) a quienes les fue 
reconocido en aplicación del Artículo 11 del Decreto 1794 de 2000; y, ii) a quienes les fue 
reconocido en aplicación del Artículo 1° del Decreto 1161 de 2014. 
 
3.5.1. Caso concreto frente al subsidio familiar 
 
Vale la pena reiterar que el derecho al reconocimiento del subsidio familiar surgió a partir de la 
expedición y ejecutoria de la sentencia que declaró la nulidad del Decreto 3770 de 2009 (pues 
con anterioridad existía un impedimento para exigirlo por parte del demandante como soldado 
profesional), ya que se eliminó el obstáculo legal que no le permitía devengar dicho 
emolumento. Por tanto, la consecuencia de la declaratoria de nulidad de dicho decreto es que 
en su calidad de soldado profesional se le aplique el Artículo 11 del Decreto 1794 de 2000, por 
lo que no es necesario acudir a la figura de la excepción de inconstitucionalidad solicitada por 
la parte demandante. 

En el presente asunto, se encuentra demostrado que mediante Oficio No. 20183111828051: 
MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-JEMGF-JEMGF-COPER-DIPER-1.10 del 25 de septiembre de 
2018, la entidad demandada negó el reajuste del subsidio familiar (págs. 22-23 archivo 11 del 
expediente digital). 
 
Así mismo, se advierte que el demandante constituyó unión marital de hecho desde el 28 de 
noviembre de 2011 mediante Escritura Pública No. 108 del 5 de mayo de 2016 (págs. 11- 12 

                                                           
22 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Radicado No. 11001-03-25-000-2010-00065-00 (0686-10), 
C.P. César Palomino Cortés. actor: Fundación Colombiana Sentimiento Patrio de los Soldados e Infantes de Marina 
Profesionales “SEDESOL”, demandado: Gobierno Nacional. 
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archivo 35 expediente digital), y que tiene un hijo nacido el 28 de mayo de 2018 (pág. 15 
archivo 24 expediente digital). Así mismo, se advierte que al actor le fue reconocido subsidio 
familiar por la unión marital de hecho desde el 27 de mayo de 2017 en un porcentaje del 20% 
de la asignación básica y por su menor hijo desde el 7 de junio de 2018 en un 3% de la 
asignación básica (pág. 8 y 16 archivo 24 expediente digital), es decir que el demandante tiene 
reconocido el subsidio familiar en un 23%.  
 
Como se señaló en precedencia, a raíz de la declaratoria de nulidad del Decreto 3770 de 2009, 
cobró nuevamente vigencia el Artículo 11 del Decreto 1794 de 2000, en lo atinente al subsidio 
familiar dados los efectos ex tunc de dicha sentencia, razón por la cual es procedente el 
reconocimiento del subsidio familiar al demandante en el equivalente al 4% del salario básico 
mensual más la prima de antigüedad, desde el 28 de noviembre de 2011 (fecha de constitución 
de la unión marital de hecho, págs. 11-12 archivo 35 expediente digital) hasta que se produzca 
su baja efectiva23, de conformidad con el Artículo 11 del Decreto 1794 de 2000, es decir, en el 
equivalente al 4% de su salario básico mensual más la prima de antigüedad. No obstante, 
teniendo en cuenta que el demandante percibe el subsidio familiar en un 23%, a partir de la 
fecha del reconocimiento con dicho porcentaje a la fecha en que se produzca el cumplimiento 
de la sentencia, la entidad demandada deberá descontar lo ya pagado por dicho concepto.  
 
3.5.2 De la prescripción 
 
Se observa que en este caso no operó el fenómeno prescriptivo cuatrienal de las prestaciones 
reclamadas, en razón a que el derecho al subsidio familiar se hizo exigible con ocasión de la 
providencia del Consejo de Estado del 8 de septiembre de 2017 que resolvió la solicitud de 
aclaración y adición de la sentencia del 8 de junio de 2017, el derecho se reclamó el 17 de 
septiembre de 2018 (pág. 20 archivo 11 expediente digital), y la demanda se presentó el 28 de 
septiembre de 2020 (archivo 4 expediente digital), sin que hubieran pasado más de cuatro años 
entre cada actuación. 

4. COSTAS 
 
No se condena en costas y agencias en derecho, toda vez que no se demostró que se hubieran 
causado en los términos del inciso 2º del Artículo 361 y el numeral 8 del Artículo 365 del 
Código General del Proceso.  
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en nombre de la República y 
por autoridad de la Ley, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO.- DECLARAR la NULIDAD del Oficio No. 20183111828051: MDN-CGFM-
COEJC-SECEJ-JEMGF-JEMGF-COPER-DIPER-1.10 del 25 de septiembre de 2018, proferido 
por la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional, mediante el cual se negó la 
solicitud de reajuste del subsidio familiar, según lo expuesto en la parte motiva de esta 
providencia. 
 
SEGUNDO.-  Como consecuencia de la declaración de nulidad y, a título de restablecimiento 
del derecho, CONDENAR a la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL –
EJÉRCITO NACIONAL a reconocer y pagar en favor del señor Arnulfo Lozano Conde, 
identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 1.073.822.617, el subsidio familiar conforme el 
Artículo 11 del Decreto 1794 de 2000, equivalente al 4% del salario básico mensual más la 
prima de antigüedad, desde el 28 de noviembre de 2011 (fecha de constitución de la unión 
marital de hecho, págs. 11-12 archivo 35 expediente digital) hasta que se produzca su baja 
efectiva. No obstante, teniendo en cuenta que el demandante percibe el subsidio familiar en un 
23%, a partir de la fecha del reconocimiento con dicho porcentaje a la fecha en que se produzca 
el cumplimiento de la sentencia, la entidad demandada deberá descontar lo ya pagado por 
dicho concepto. 
 

                                                           
23 Artículo 12 del Decreto 1794 de 2000. Tres meses de alta. El soldado profesional con derecho a pensión, continuará 
dado de alta en la respectiva contaduría por tres (3) meses a partir de la fecha del retiro para la formación del 
correspondiente expediente de prestaciones sociales. Durante dicho lapso devengará la totalidad de los haberes 
correspondientes a su cargo. 
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TERCERO.- CONDENAR a la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL –
EJÉRCITO NACIONAL a actualizar las sumas debidas de la condena impuesta conforme al 
inciso 4º del Artículo 187 del CPACA, y de acuerdo con la siguiente fórmula: 
 
 

                         Índice Final 
           R =    Rh    ---------------- 
                        Índice Inicial 

 
En la que el valor presente (R) se determina multiplicando el valor histórico (Rh), que es lo 
dejado de pagar al demandante por el guarismo que resulta al dividir el índice final de precios 
al consumidor, certificado por el DANE, vigente a la fecha de ejecutoria de esta providencia, 
por el índice inicial vigente a la fecha en que debió hacerse cada pago. 
 
Por tratarse de pagos de tracto sucesivo, la fórmula se aplicará separadamente, mes por mes, 
teniendo en cuenta que el índice inicial es el vigente al momento de causación de cada una. 
 
CUARTO.- La NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJÉRCITO 
NACIONAL dará cumplimiento a la presente sentencia dentro de los términos establecidos 
para ello por los Artículos 192 y 195 del CPACA. 

QUINTO.- NEGAR las demás pretensiones de la demanda. 
 
SEXTO.- No se condena en costas y agencias en derecho, por lo expuesto en la parte motiva. 
 
SÉPTIMO.- Ejecutoriada esta providencia, por secretaría, y a costa de la parte actora, 
EXPÍDASE copia auténtica que preste mérito ejecutivo, con las constancias de notificación y 
ejecutoria. 
 
OCTAVO.- Ejecutoriada esta providencia, ARCHÍVESE el expediente. 
 
NOVENO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente expediente, el 
interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a la dirección 
de correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co. 
 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

  
NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN 

Juez 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

 
 

Bogotá, D.C., veintidós (22) de julio de dos mil veintidós (2022). 
 
 

 
Auto de Sustanciación No. 426 

 
Medio de control:   Nulidad y restablecimiento del derecho 
Expediente:        11001-3342-051-2020-00283-00  
Demandante:    VÍCTOR JULIO PEÑARANDA MOLINA 
Demandado: NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-EJERCITO NACIONAL 
Decisión:    Niega solicitud de adición y aclaración de sentencia 
 

 
 

Decide el despacho la solicitud de adición y de aclaración de la sentencia del 9 de junio de 2022 
(archivo 39 expediente digital) formulada por el apoderado de la parte actora dentro del término 
legal, en el sentido que se emita pronunciamiento en relación con: 
 

“III. PETICIONES DE ADICIÓN  
 
1. La motivación jurídica de los hechos de la demanda y de la contestación de la demanda 
como fue explicado en la parte superior de este escrito. Cuales hechos dio por probados y 
cuáles no, y cuál fue el análisis razonamiento probatorio utilizado por el Despacho. 
2. La argumentación jurídica, por la cual el Despacho entendió que el acto administrativo 
que negó el reajuste salarial del 20% no eran violatorios del principio constitucional de 
igualdad en la modalidad trabajo igual salario igual, bajo la sentencia de unificación de la 
Honorable Corte Constitucional Sentencia SU-519/97  
3. La argumentación jurídica de cada uno de los cargos presentados en la demanda. 
4. La argumentación jurídica, por la cual el Despacho entendió que el acto administrativo 
que negó el reajuste salarial del 20% no eran violatorios del principio constitucional de 
primacía de la realidad sobre las formas.  
5. La argumentación jurídica, por la cual el Despacho entendió que el acto administrativo 
que negó el reajuste salarial del 20% no eran violatorios de los principios constitucionales 
de la carrera administrativa, tales como el mérito y la igualdad de oportunidades, invocados 
en la demanda, entre otros. 
6. La argumentación jurídica, por la cual el Despacho entendió que el acto administrativo 
que negó el reajuste salarial del 20% no eran violatorios de los principios constitucionales 
del artículo 53 de la Constitución, esto es el Salario Justo, y el pago proporcional a la cantidad 
y calidad de trabajo realizado. 
7. La argumentación jurídica, por la cual el Despacho entendió que el acto administrativo 
que negó el reconocimiento de la prima de actividad no era violatorio de la Constitución por 
los cargos presentados en la demanda. O, en otras palabras, los argumentos por los cuales 
considera el Despacho que lo dicho en la demanda con relación a la prima de actividad debe 
ser desechado. 
8. La argumentación jurídica, por la cual el Despacho entendió que la entidad demandada 
probó una causal objetiva, y cuál es esa causal, que determine la justificación al trato 
diferente que recibe mi poderdante, tanto en materia salarial del 20%, como en materia de 
prestaciones salariales de la prima de actividad, tal como lo establece la Jurisprudencia de 
la Honorable Corte Constitucional. 
9. La argumentación jurídica, por la cual el Despacho negó la pretensión declarativa 
solicitada en la demanda en los siguientes términos: “Se declare que mi poderdante ha 
realizado las mismas funciones de un soldado profesional que fue voluntario” 
10. La argumentación jurídica, por la cual el Despacho negó la pretensión declarativa 
solicitada en la demanda en los siguientes términos: “Se declare que mi poderdante, al igual 
que los Oficiales y Suboficiales del Ejército Nacional, se encuentran en el mismo supuesto 
de hecho, que contempla la norma para el reconocimiento y pago de la prima de actividad.” 
11. Se presente la argumentación necesaria y suficiente por la cual no procede la excepción 
de inconvencionalidad y de inconstitucionalidad esta última con relación al reconocimiento 
del 20% salarial. 
12. Argumente como el Despacho encontró probada la proporcionalidad del pago del salario 
del demandante con respecto a la calidad y cantidad de trabajo, y esto en relación con los 
demás soldados profesionales que fueron voluntarios, tal como fue pedido en la demanda. 
13. teniendo en cuanta lo que se le señaló en el respectivo apartado de este escrito. 
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IV. PETICIÓN DE ACLARACIÓN DE LA DE SENTENCIA 
 
Si el despacho considera que no es necesario adicionar la sentencia como se le ruega en la 
presente oportunidad le pido respetuosamente lo siguiente a título de aclaración de la 
misma: 
 
1. Con relación a la motivación de los hechos de la demanda, aclare si el Despacho, tiene 
como probada la igualdad de las funciones que presta el demandante en igualdad de 
condiciones con las funciones que presta un soldado profesional que tiene el mismo cargo 
pero que fue antes voluntario, ya que dicha situación no es clara en la sentencia. 
2. Aclare si el Despacho encuentra probada alguna justificación por parte de la entidad 
demandada para establecer el trato desigual que recibe mi poderdante en materia de 
salario.” (archivo 39 expediente digital). 

 
ANTECEDENTES 

 
Mediante sentencia del 9 de junio de 2022 (archivo 36 expediente digital), notificada a los sujetos 
procesales el 13 de junio de 2022 (archivo 37 expediente digital), se resolvió lo siguiente: 
 

“PRIMERO.- DECLARAR la NULIDAD del Oficio No. 20183111718781: MDN-CGFM-
COEJCSEJEC-JEMGF-COPER-DIPER-1-10 del 11 de septiembre de 2018, por medio del 
cual se negó al demandante el reconocimiento y pago del subsidio familiar conforme al 
Artículo 11 del Decreto 1794 de 2000. 
 
SEGUNDO.- Como consecuencia de la declaración de nulidad y, a título de 
restablecimiento del derecho, CONDENAR a la NACIÓN - MINISTERIO DE 
DEFENSA NACIONAL - EJÉRCITO NACIONAL a reconocer y pagar en favor del 
señor Víctor Julio Peñaranda Molina, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 
13.199.007, el subsidio familiar conforme el Artículo 11 del Decreto 1794 de 2000, 
equivalente al 4% del salario básico mensual más la prima de antigüedad, desde el 1° de 
diciembre de 2011 (fecha del matrimonio) hasta que se produzca su baja efectiva. No 
obstante, teniendo en cuenta que el demandante percibe el subsidio familiar en un 25%, a 
partir de la fecha del reconocimiento con dicho porcentaje a la fecha en que se produzca el 
cumplimiento de la sentencia, la entidad demandada deberá descontar lo ya pagado por 
dicho concepto. 
 
TERCERO.- CONDENAR a la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – 
EJÉRCITO NACIONAL a actualizar las sumas debidas de la condena impuesta conforme 
al inciso 4º del Artículo 187 del CPACA, y de acuerdo con la siguiente fórmula: 
 
                         Índice Final 
                                                   R =    Rh    ---------------- 
                        Índice Inicial 
 
En la que el valor presente (R) se determina multiplicando el valor histórico (Rh), que es 
lo dejado de pagar al demandante por el guarismo que resulta al dividir el índice final de 
precios al consumidor, certificado por el DANE, vigente a la fecha de ejecutoria de esta 
providencia, por el índice inicial vigente a la fecha en que debió hacerse cada pago. 
 
Por tratarse de pagos de tracto sucesivo, la fórmula se aplicará separadamente, mes por 
mes, teniendo en cuenta que el índice inicial es el vigente al momento de causación de cada 
una. 
 
(…) (archivo 36, págs. 13 y 14 expediente digital). 

 
CONSIDERACIONES 

 
En primera medida, es importante señalar que la figura de adición de providencias judiciales se 
encuentra prevista en el Artículo 287 del Código General del Proceso en los siguientes términos: 

 
“ARTÍCULO 287. ADICIÓN. Cuando la sentencia omita resolver sobre cualquiera de los 
extremos de la Litis o sobre cualquier otro punto que de conformidad con la ley debía ser 
objeto de pronunciamiento, deberá adicionarse por medio de sentencia complementaria, 
dentro de la ejecutoria, de oficio o a solicitud de parte presentada en la misma oportunidad.  
 
(…) 
 
Dentro del término de ejecutoria de la providencia que resuelva sobre la complementación 
podrá recurrirse también la providencia principal” 
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El anterior medio resulta procedente cuando el juez omite la resolución de alguna petición 
formulada por alguna de las partes o de cualquier otro punto que de conformidad con la Ley 
debía ser objeto de pronunciamiento.  
 
Por otra parte, el Código General del Proceso reglamentó, en su Artículo 285, el término y las 
condiciones en las que se debe presentar dicha solicitud. Sobre el particular, se dispuso lo 
siguiente: 

“Artículo 285. ACLARACIÓN. La sentencia no es revocable ni reformable por el juez que 
la pronunció. Sin embargo, podrá ser aclarada, de oficio o a solicitud de parte, cuando 
contenga conceptos o frases que ofrezcan verdadero motivo de duda, siempre que estén 
contenidas en la parte resolutiva de la sentencia o influyan en ella. 
 
En las mismas circunstancias procederá la aclaración de auto. La aclaración procederá 
de oficio o a petición de parte formulada dentro del término de ejecutoria de la 
providencia. 
 
La providencia que resuelva sobre la aclaración no admite recursos, pero dentro de su 
ejecutoria podrán interponerse los que procedan contra la providencia objeto de 
aclaración.” 

 
De manera que la aclaración sólo es permitida para disipar conceptos o enmendar frases que 
ofrezcan serias dudas, siempre que integren la parte resolutiva o influyan directamente en ella, 
sin que esto signifique que el juez pueda reformar o revocar la providencia o que la solicitud de 
aclaración constituya una oportunidad procesal para que las partes cuestionen la veracidad o 
legalidad de lo afirmado en ella o reclamen una evaluación diferente del caudal probatorio.  En 
otras palabras, la aclaración es distinta de una reforma de la providencia, pues no autoriza 
nuevos razonamientos ni argumentos que impliquen la revisión de lo considerado. 

 
Caso concreto. 
 
El apoderado de la parte actora argumentó en la solicitud de adición y aclaración (archivo 39 
expediente digital) que la sentencia no se pronunció sobre los hechos 8, 9, 14, 15, 21, 22, 23 y 24 
de la demanda, sostuvo que el despacho en el momento de proferir la sentencia olvidó por 
completo la motivación de estos hechos, es decir, no los motivó ni se pronunció como es su 
obligación hacerlo.  
   
Sostuvo que el despacho negó sin justificación alguna pronunciarse y resolver de forma clara, 
concreta y exhaustiva lo relacionado con las pretensiones declarativas referentes a que: a. se 
declare que el demandante ha realizado las mismas funciones de un soldado profesional que fue 
voluntario y b. se declare que el demandante, al igual que los oficiales y suboficiales del Ejército 
Nacional, se encuentran en el mismo supuesto de hecho que contempla la norma para el 
reconocimiento y pago de la prima de actividad. 
 
Adujo que el despacho no tuvo en cuenta los fundamentos relacionados con la prima de 
actividad, alegatos de conclusión, pretensión subsidiaria de excepción de inconstitucionalidad y 
de inconvencionalidad, y la observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio.  
 
Al respecto, considera el despacho que, tal como se puede evidenciar en la parte resolutiva de la 
sentencia del 9 de junio de 2022, se declaró la nulidad del Oficio No. 20183111718781: MDN-
CGFM-COEJCSEJEC-JEMGF-COPER-DIPER-1-10 del 11 de septiembre de 2018, por medio del 
cual se negó al demandante el reconocimiento y pago del subsidio familiar y se negaron las demás 
pretensiones de la demanda; para esa decisión, decisión el despacho tuvo en cuenta cada una de 
las actuaciones procesales realizadas a lo largo del proceso. 
 
En la misma providencia se fijó el problema jurídico de la siguiente manera: 
 

“El problema jurídico se circunscribe a determinar si el demandante, señor Víctor Julio 
Peñaranda Molina, como soldado profesional, tiene derecho a lo siguiente: i) al pago de 
las diferencias que resulten del incremento salarial en un 20% conforme a lo previsto en 
el inciso segundo del Artículo 1º del Decreto 1794 de 2000, para lo cual se deberá 
constatar si existe o no vulneración al principio de igualdad entre los soldados 
profesionales frente a los que fungieron como soldados voluntarios y se incorporaron 
posteriormente al “Régimen de Carrera y Estatuto del Personal de Soldados Profesionales 
de las Fuerzas Militares” contenido en el Decreto 1793 de 2000; ii) a que se declare la 
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excepción de inconstitucionalidad frente al Decreto 1161 de 2014, y en consecuencia se le 
reconozca y pague como soldado profesional en actividad el subsidio familiar en un 
porcentaje del 4% del salario básico más la prima de antigüedad de conformidad con el 
Artículo 11 del Decreto 1794 de 2000; y iii) al reconocimiento y pago de la prima de 
actividad prevista en el Artículo 84 del Decreto 1211 de 1990, para lo cual se deberá 
corroborar si existe o no vulneración al principio de igualdad entre los soldados 
profesionales frente a los oficiales y suboficiales de las Fuerzas Militares que devengan 
dicha prestación.” 

 
En ese mismo sentido, el despacho desarrolló cada uno de los ítems de la fijación del litigio y del 
problema jurídico que correspondieron al reajuste del 20%, subsidio familiar y reconocimiento 
de prima de actividad, se realizó un estudio pormenorizado del reajuste del 20%, el régimen 
salarial y prestacional de los soldados voluntarios que fueron incorporados como soldados 
profesionales, el principio de trabajo igual-salario igual, la figura de la excepción de 
inconstitucionalidad, y el estudio del caso concreto respecto al reajuste del 20%, la prima de 
actividad, el subsidio familiar y finalmente la prescripción.  
 
Esto significa que las pretensiones declarativas, los hechos descritos por el demandante y los 
demás elementos citados por el demandante se desarrollaron a cabalidad en la decisión proferida 
por el despacho. 
 
En tal sentido, se evidencia que los argumentos esgrimidos por el actor corresponden a 
interpretaciones sobre cuestiones de fondo que fueron decididas en la sentencia del 9 de junio 
de 2022 y no sobre omisiones de pronunciamiento sobre los extremos de la litis o sobre cualquier 
otro punto que debía ser objeto de pronunciamiento y la instancia no lo hubiera realizado o que 
la decisión fuera incompleta y tuviera puntos oscuros que debiera profundizar. 
  
Se encuentra entonces que el accionante en su solicitud de adición y de aclaración de la sentencia 
utiliza argumentos propios de un recurso, considerando que el despacho no se ha pronunciado 
sobre los elementos por este mencionados en su escrito, siendo por el contrario a juicio de esta 
instancia abordados a profundidad y en su totalidad. Ello conlleva a denegar la solicitud de 
adición y de aclaración de la sentencia, pues es clara la argumentación y de fondo respecto de 
todos y cada uno de los puntos solicitados por el demandante. Otra situación es que el 
demandante no se encuentre de acuerdo con lo dicho en la decisión, para lo cual cuenta con los 
recursos de Ley por cuanto no se trata de un asunto de única instancia.  
 
Al parecer del despacho, con la solicitud esgrimida por el apoderado demandante se busca 
desnaturalizar las figuras de la adición y de la aclaración pretendiendo generar nuevos espacios 
de discusión sobre temas de fondo que fueron enfáticamente estudiados en la sentencia. 
 
De acuerdo con lo anterior, el despacho no omitió pronunciamiento en torno a los aspectos 
señalados por el apoderado de la parte actora o de cualquier otro punto que de conformidad con 
la Ley debía ser objeto de pronunciamiento, así mismo los argumentos son claros y precisos 
razón por la que no hay lugar a adicionar o aclarar la sentencia del 19 de junio de 2022. 
  
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO.- NEGAR la solicitud de adición y aclaración de la sentencia del 9 de junio de 2022, 
propuesta por el apoderado de la parte actora, conforme a las consideraciones expuestas. 
  
SEGUNDO.- Ejecutoriada esta providencia, ingrésese el proceso al despacho para continuar 
con el trámite respectivo. 
   
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN 
Juez 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 
 

Bogotá, D.C., veintidós (22) de julio de dos mil veintidós (2022).  
 
 

 

Auto Int No. 366 
 

Proceso:          Ejecutivo laboral 
Expediente:   11001-3342-051-2020-00367-00  
Ejecutante:    MARIA DIVA PIÑEROS SUÁREZ 
 Ejecutado:    UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPEIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL-UGPP 
Decisión:        Auto decreta pruebas. Remite oficina de apoyo 
 

 
 

Surtidas las actuaciones de Ley, ingresa el proceso al despacho para continuar con el trámite del 
proceso ejecutivo de la referencia. 
 
En ese orden, el Artículo 443 del C.G.P. dispone lo siguiente: 
 

“Artículo 443. El trámite de excepciones se sujetará a las siguientes reglas: 
 
1. De las excepciones de mérito propuestas por el ejecutado se correrá traslado al ejecutante por 
diez (10) días, mediante auto, para que se pronuncie sobre ellas, y ajunte o pida las pruebas que 
pretende hacer valer. 
 
2. Surtido el traslado de las excepciones el juez citará a la audiencia prevista en el artículo 392, 
cuando se trate de procesos ejecutivos de mínima cuantía, o para audiencia inicial y, de ser 
necesario, para la de instrucción y juzgamiento, como lo disponen los artículos 372 y 373, 
cuando se trate de procesos ejecutivos de menor y mayor cuantía. 
 
Cuando se advierta que la práctica de pruebas es posible y conveniente en la audiencia inicial, el 
juez de oficio o a petición de parte, decretará las pruebas en el auto que fija fecha y hora para 
ella, con el fin de agotar también el objeto de la audiencia de instrucción y juzgamiento de que 
trata el artículo 373. En este evento, en esa única audiencia se proferirá sentencia, de 
conformidad con las reglas previstas en el numeral 5º del referido artículo 373”.  
 
(…) 
 
(Subraya fuera del texto) 

 
Así las cosas, procede el despacho a decretar pruebas dentro del asunto de la referencia, de 
conformidad con lo previsto por el Artículo 392 del C.G.P.1, y la remisión que éste hace a los Artículos 
372 y 373 ibídem.  
 
1. POR EL EJECUTANTE 
 

DECRETAR como pruebas las aportadas con la demanda, con el valor probatorio que les 
asigne la Ley, páginas 23 a 176, archivo 2 expediente digital. 

 
2. POR EL EJECUTADO 
 

DECRETAR como pruebas las aportadas con la contestación de la demanda con el valor 
probatorio que les asigne la Ley, archivo 9.1 expediente digital. 

 
3. DE OFICIO 
 

3.1. OFICIAR a la entidad demandada para que allegue al expediente lo siguiente: 
 
3.1.1. Copia de la liquidación realizada frente al descuento de aportes de pensión que le 
corresponden al trabajador y que realizó la entidad ejecutada respecto de la Resolución No. 
RDP 039949 del 3 de octubre de 2018 que modificó los Artículos octavo y noveno de la 

                                                           
1 Dispone el inciso primero del artículo 392 del C.G.P.: “En firme el auto admisorio de la demanda y vencido el término de traslado 
de la demanda, el juez en una sola audiencia practicará las actividades previstas en los artículos 372 y 373 de este código, en lo 
pertinente. En el mismo auto en el que el juez cite a la audiencia decretará las pruebas pedidas por las partes y las que de oficio 
considere”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr009.html#372
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr009.html#373
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Resolución No. RDP006004 del 15 de febrero de 2018 que dio cumplimiento a un fallo 
judicial proferido por la Subsección “C” de la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca. 
 
3.1.2. Remitir constancia en la cual se indique respecto de la suma consignada a la ejecutante 
por valor de $4.666.699.06 el 8 de abril de 2022 (archivo 22 expediente digital), si 
corresponde a un reintegro por descuentos de pensión a favor de la actora con ocasión de la 
reliquidación ordenada por esta jurisdicción y que dicha entidad dio cumplimiento mediante 
la Resolución No. RDP006004 del 15 de febrero de 2018, modificada por la Resolución No 
RDP 039949 del 3 de octubre de 2018, en las cuales se ordenó un descuento por aportes a 
pensión a cargo del trabajador por el valor de $26.774.243, o en su defecto se indique dicha 
suma a que concepto corresponde. Así mismo, deberá allegar copia del acto administrativo 
que ordenó el pago de la anterior suma de dinero. 
 
3.1.3. La documentación deberá ser enviada en medio digital al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 
La citada entidad contará con el término de 10 días para dar cumplimiento al respectivo 
requerimiento. 
 
3.2. Una vez allegada la anterior documentación, por Secretaría, REMITIR el 
expediente al contador de la Oficina de Apoyo de los juzgados Administrativos del circuito 
judicial de Bogotá, para que realice la liquidación bajo los siguientes parámetros: 
 

1. La liquidación ordenada deberá tener en cuenta lo dispuesto en la sentencia del la 
Juzgado 7º Administrativo de Descongestión del Circuito Judicial de Bogotá mediante 
sentencia del 30 de junio de 2015, (págs. 23-63 archivo 2 expediente digital), la cual fue 
confirmada y modificada por la sentencia proferida por la Subsección “C” de la Sección 
Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca del 06 de mayo de 2016 (págs. 
65-99 archivo 2 expediente digital).  
 
2. La liquidación deberá atender los lineamientos establecidos en el auto del 18 de 
enero de 2021 que libró mandamiento de pago (archivo 6 expediente digital), esto es 
por el valor de lo adeudado por concepto de la diferencia correspondiente del mayor 
valor liquidado y deducido por aportes sobre los factores salariales que no se hubiesen 
hecho descuentos por aportes pensionales, así “La entidad deberá descontar los 
correspondientes aportes al Sistema de Seguridad Social en Pensiones, sobre los 
factores que se ordena incluir, si no se hubiera hecho, en la proporción que 
corresponda a la demandante, por todo el tiempo de su vinculación laboral y teniendo 
en cuenta que los factores salariales que se causan anualmente deben incluirse en la 
proporción indicada, toda vez, que cuando la norma habla del promedio devengado, se 
refiere al promedio mensual en el último semestre”. 

 
3. En caso de presentar diferencia por el concepto antes mencionado en favor de la 
parte ejecutante, se deberá efectuar la liquidación de los intereses moratorios causados 
desde el 12 de mayo de 2016 (día siguiente de la ejecutoria de la sentencia) hasta el 12 
de agosto de 2016 (3 meses siguientes) y desde el 30 de noviembre de 2017 (fecha de 
petición a la entidad) hasta que se verifique el pago efectivo del capital (mesada 
pensional), conforme a lo dispuesto en los Artículos 192 y 195 del CPACA. 

 
4. El liquidador deberá tener en cuenta los certificados de factores salariales 
devengados por el actor, y sobre los cuales no se efectuaron los descuentos para pensión 
(págs. 149-176 archivo 2 expediente digital). 

 
5. Así mismo, el liquidador deberá tener en cuenta el valor descontado por concepto de 
aportes para pensión que realizó la entidad demandada, el cual equivale a $26.774.243 
(documento RDP 039949 archivo 9.1 expediente digital). 
 
6. Así mismo, el liquidador deberá tener en cuenta la respuesta que suministre la 
entidad demandada, respecto de lo oficiado por este despacho en el punto 3.1. de esta 
providencia. 
 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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De conformidad con lo expuesto, una vez regrese el expediente del contador de la Oficina de Apoyo 
de los juzgados Administrativos del circuito judicial de Bogotá, se ingresará el expediente al despacho 
para continuar con el trámite procesal correspondiente. 
 
En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente expediente, el interesado deberá 
realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a la dirección de correo electrónico 
jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co.     
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN 
Juez 

 
 
LPGO 
 
 
adal776@hotmail.com 
notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co 
info@vencesalamanca.co 
kvence@ugpp.gov.co 
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Auto Sust. No. 425 

 
Medio de control:  Nulidad y restablecimiento del derecho 
Expediente:        11001-3342-051-2021-00029-00  
Demandante:    ANAYIBE HERNÁNDEZ CÁRDENAS 
Demandados: NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, FIDUCIARIA LA PREVISORA 
S.A. y DISTRITO CAPITAL-SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 

Decisión:    Auto de obedecimiento a lo resuelto por el superior 
  

 
 

Observa el despacho que el expediente de la referencia proviene de la Sección Segunda-
Subsección “E” del Tribunal Administrativo de Cundinamarca de conformidad con el Oficio No. 
SE-677 del 08 de julio de 2022 (archivo 41, expediente digital). 
 
Por otro lado, se evidencia la providencia del Tribunal Administrativo de Cundinamarca del 10 
de junio de 2022 (archivo 32, expediente digital), que resolvió modificar los numerales 
ordinales primero a cuarto de la sentencia proferida el 29 de julio de 2022 por este estrado 
judicial que accedió a las pretensiones de la demanda (archivo 20, expediente digital).  
 
De esa forma, este despacho procederá a obedecer y cumplir lo dispuesto por el Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “E”, M.P. JAIME ALBERTO 
GALEANO GARZÓN, en providencia antes mencionada.  
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

RESUELVE 

PRIMERO.- OBEDÉZCASE Y CÚMPLASE lo dispuesto por el Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “E”, M.P. JAIME ALBERTO GALEANO 
GARZÓN, en providencia del 10 de junio de 2022.  
 
SEGUNDO.- Ejecutoriada la presente decisión, ARCHÍVESE el expediente. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN 
Juez 

 

 

REC 
 
 
notificacionesbogota@giraldoabogados.com 
danielarodriguez@giraldoabogados.com 
t_amolina@fiduprevisora.com.co 
davif92@gmail.com 
notificacionesjcr@gmail.com 
procjudadm195@procuraduria.gov.co 
mroman@procuraduria.gov.co 
notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co 
notjudicial@fiduprevisora.com 
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 
notificajuridicased@educacionbogota.edu.co 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

 
 

Bogotá, D.C., veintidós (22) de julio de dos mil veintidós (2022).   
 
 

 
Auto Sust. No. 423 

 
Medio de control:  Ejecutivo laboral 
Expediente:        11001-3342-051-2021-00183-00  
Demandante:    REGULO CASTAÑEDA SALAZAR  
Demandado: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTION PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP 
Decisión:  Auto ordena requerir   
 

 
 

Observa el despacho que mediante auto del 23 de septiembre de 2021 (archivo 10 expediente 
digital), se resolvió remitir el expediente al contador de la Oficina de Apoyo de los juzgados 
administrativos del circuito judicial de Bogotá, para que efectuara la liquidación 
correspondiente en el asunto de la referencia, teniendo en cuenta las especificaciones señaladas 
en dicha providencia.  
 
Mediante oficio visible en la página 5 del archivo 13 del expediente digital, el profesional 
universitario de la Oficina de Apoyo de los juzgados administrativos del circuito judicial de 
Bogotá devolvió el expediente e informó al despacho que no efectuó la liquidación solicitada 
por no contar con el certificado de factores salariales que ordenó incluir la sentencia base de 
ejecución. 
 
Al expediente se aportó el certificado de factores salariales (pág 143– archivo 1 expediente 
digital) donde consta los valores pagados al señor Régulo Castañeda Salazar en el último año de 
servicios (5 de febrero de 2002 - 4 de febrero de 2003). Sin embargo, en el mismo no se detalla 
lo devengado por el ejecutante por concepto de prima de servicios, prima de vacaciones y prima 
de navidad, cuya inclusión fue ordenada por la Sala de descongestión de la Subsección “E” de la 
Sección Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca de fecha 22 de septiembre de 
2015 que confirmó parcialmente la sentencia proferida por el Juzgado Séptimo Administrativo 
de Descongestión del Circuito Judicial de Bogotá de fecha 24 de junio de 2013 5 (págs. 12 a 65 
– archivo 01 expediente digital). 
 
Por lo anterior, se ordenará por Secretaría requerir a la entidad ejecutada para que allegue con 
destino al proceso el certificado de factores salariales donde conste los valores pagados al señor 
Régulo Castañeda Salazar en el último año de servicios (5 de febrero de 2002 - 4 de febrero de 
2003), y que incluya lo devengado por concepto de prima de servicios, prima de vacaciones y 
prima de navidad en el periodo antes mencionado. 
 
Allegado el certificado de factores salariales requerido, por secretaría, remítase el expediente a 
la Oficina de Apoyo de los juzgados administrativos del circuito judicial de Bogotá, para que el 
contador designado realice la liquidación del crédito correspondiente. 
 
En consecuencia, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO.- Por Secretaría, REQUERIR a la entidad ejecutada para que allegue con 
destino al proceso el certificado de factores salariales donde conste los valores pagados al señor 
Régulo Castañeda Salazar en el último año de servicios (5 de febrero de 2002 - 4 de febrero de 
2003), y que incluya lo devengado por concepto de prima de servicios, prima de vacaciones y 
prima de navidad en el periodo antes mencionado. 
 
La documentación deberá ser enviada en medio digital al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  
 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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La citada entidad contará con el término de 10 días para dar cumplimiento al respectivo 
requerimiento. 
 
SEGUNDO.- Allegada la prueba solicitada, por secretaría, REMÍTASE el expediente a la 
Oficina de Apoyo de los juzgados administrativos del circuito judicial de Bogotá, para que el 
contador designado realice la liquidación del crédito correspondiente. 
 
TERCERO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente expediente, el 
interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a la dirección 
de correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co. 
 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN 
Juez  

 
 
 

Lkgd  
 
 
cabezasabogadosjudiciales@outlook.es  
notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co  
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 
 

Bogotá, D.C., veintidós (22) de julio de dos mil veintidós (2022). 
 
 

 
Auto Sust. No. 427 

 
Medio de control:   Nulidad y restablecimiento del derecho 
Expediente:        11001-3342-051-2021-00221-00  
Demandante:    CINDY JOHANA PEÑARANDA PRETELT 
Demandado: HOSPITAL MILITAR CENTRAL 
Decisión:    Auto fija fecha de audiencia inicial 
 

 
 

Una vez fueron surtidas las actuaciones de Ley, ingresa el proceso al despacho para continuar 
con el trámite del medio de control de la referencia. 
 
Por tanto, se CITA a los sujetos procesales el día doce (12) de agosto de dos mil 
veintidós (2022), a las ocho y treinta de la mañana (8:30 a.m.), para llevar a cabo de 
manera virtual la audiencia inicial de que trata el Artículo 180 del C.P.A.C.A., modificado en 
sus numerales 6, 8 y 9 por el Artículo 40 de la Ley 2080 de 2021, tal como se dispondrá en la 
parte resolutiva de esta providencia. 
 
De conformidad con lo anterior, se INSTA a la parte demandada para que allegue copia del acta 
proferida por el comité de conciliación de la entidad, en la que conste la decisión y 
fundamentos considerados para conciliar o no en el asunto de la referencia -sin que la ausencia 
de la certificación o el acta sea motivo de suspensión de la audiencia-. Lo anterior, según lo 
previsto por numeral 8° del Artículo 180 ibídem y el Artículo 16 del Decreto 1716 de 2009. 
 
Los apoderados deberán allegar copia de los documentos que pretendan hacer valer en dicha 
audiencia (poderes, sustituciones de poder, actas de comité de conciliación y otros), con una 
anticipación no menor a los tres días de realizarse la misma, al correo electrónico 
jadmin51bt@cendoj.ramajudicial.gov.co. Así mismo, dentro del mismo término y de igual 
forma, los apoderados deberán acreditar ante este despacho la remisión a los demás sujetos 
procesales -por medio de un canal digital- de copia de los documentos que deban correrse en 
traslado conforme lo dispuesto en el inciso 1° del Artículo 201A del C.P.A.C.A., adicionado por 
el Artículo 51 de la Ley 2080 de 2021. 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  
 

RESUELVE 
 
PRIMERO.- CITAR a los sujetos procesales el día doce (12) de agosto de dos mil 
veintidós (2022), a las ocho y treinta de la mañana (8:30 a.m.), para llevar a cabo la 
audiencia inicial de que trata el Artículo 180 del C.P.A.C.A., modificado en sus numerales 6, 8 y 
9 por el Artículo 40 de la Ley 2080 de 2021, para lo cual deberán ingresar a la audiencia 
virtual a través del enlace enviado al correo electrónico que registra en el expediente o en el 
siguiente enlace. 
 
SEGUNDO.- INSTAR a la parte demandada para que allegue copia del acta proferida por el 
comité de conciliación de la entidad, en la que conste la decisión y fundamentos considerados 
para conciliar o no en el asunto de la referencia -sin que la ausencia de la certificación o el acta 
sea motivo de suspensión de la audiencia-. Lo anterior, según lo previsto por numeral 8° del 
Artículo 180 ibídem y el Artículo 16 del Decreto 1716 de 2009. 
 
TERCERO.- Los apoderados deberán allegar copia de los documentos que pretendan hacer 
valer en dicha audiencia (poderes, sustituciones de poder, actas de comité de conciliación y 
otros), con una anticipación no menor a los tres días de realizarse la misma, al correo 
electrónico jadmin51bt@cendoj.ramajudicial.gov.co. Así mismo, dentro del mismo término y 
de igual forma, los apoderados deberán acreditar ante este despacho la remisión a los 
demás sujetos procesales -por medio de un canal digital- de copia de los documentos que 

mailto:jadmin51bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
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deban correrse en traslado conforme lo dispuesto en el inciso 1° del Artículo 201A del 
C.P.A.C.A., adicionado por el Artículo 51 de la Ley 2080 de 2021. 
 
CUARTO.- RECONOCER personería adjetiva al abogado RICARDO ESCUDERO TORRES, 
identificado con C.C. 79.489.195 y T.P. 69.945 del Consejo Superior de la Judicatura, como 
apoderado de la entidad demandada en los términos y para los fines del memorial poder 
allegado (archivo 14, págs. 19 y ss expediente digital). 
 
QUINTO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente expediente, el 
interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a la dirección 
de correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co.    
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN 
Juez 

 

 

 

 
 
LF 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 
 

Bogotá, D.C., veintidós (22) de julio de dos mil veintidós (2022). 
 
 

 
Auto Int. No. 373 

 
Medio de control:  Nulidad y restablecimiento del derecho 
Expediente:        11001-3342-051-2021-00352-00  
Demandante:    LUZ ÁNGELA GUECHA PENAGOS 
Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
Decisión:    Auto de pruebas, fija litigio y corre traslado para alegar de conclusión 
 

 
 

Señala el numeral 1° del Artículo 182A de la Ley 1437 de 2011 (adicionado por el Artículo 42 de 
la Ley 2080 de 2021, “por medio de la cual se reforma el Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de 
descongestión en los procesos que se tramitan ante la jurisdicción”), en relación con la oportunidad 
para emitir sentencia anticipada, lo siguiente: 
 

“ARTÍCULO  182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 
 
1. Antes de la audiencia inicial: 
  
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
 
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
 
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda 
y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; 
 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o 
inútiles. 
 
El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a 
ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del 
Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 
 
Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final 
del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.” (Negrilla fuera de 
texto) 

 
De conformidad con lo anterior, se observa que en el presente asunto obran las pruebas 
suficientes para emitir una decisión de fondo, por lo que se dará aplicación a la norma en cita y 
se proferirá sentencia anticipada. 
 
De ese modo, teniendo en cuenta el inciso 2° del numeral 1° del Artículo 182A ibidem y el 
Artículo 173 del Código General del Proceso, el despacho se pronuncia sobre las pruebas 
obrantes, y por cumplir con los presupuestos de pertinencia, conducencia y utilidad SE 
TIENEN COMO PRUEBAS las siguientes: 
 
1.1. PRUEBAS DE LA PARTE DEMANDANTE: Los documentos aportados con la 

demanda (archivo 2, págs. 21 a 47 expediente digital). Se niega la solicitud de oficiar a 
la entidad demandada para que allegue el expediente administrativo, toda vez que ello 
ya fue aportado por la Secretaría de Educación de Bogotá. 
 

1.2. PRUEBAS DE LA ENTIDAD DEMANDADA: No aportó pruebas. No se accede a la 
documental requerida por oficio relacionada con el expediente administrativo que 
reposa en la Secretaría de Educación de Bogotá, en tanto ello ya fue aportado. 
Igualmente, no se accede a la solicitud de oficiar a la UGPP a fin de certificar si la 
demandante es beneficiaria de la pensión gracia, pues ello no es necesario para fallar el 
asunto y con lo ya aportado es suficiente para decidir de fondo. 
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1.3. DE OFICIO: Los documentos solicitados en virtud del auto admisorio proferido el 20 
de enero de 2022 (archivo 5 expediente digital) y que fueron aportados por la 
Secretaría de Educación de Bogotá (archivo 10 expediente digital). 

 
Igualmente, considerando los términos de la demanda, este estrado judicial procede a FIJAR 
EL LITIGIO en el sentido de determinar la legalidad del acto administrativo demandado y el 
restablecimiento del derecho deprecado, para lo cual se establecerá si la demandante, señora 

Luz Ángela Guecha Penagos, tiene derecho a que la Nación-Ministerio de Educación Nacional-
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio reconozca y pague la mesada adicional 
establecida en el Artículo 15 de la Ley 91 de 1989. 
 
Por último, se advierte a los apoderados que, una vez queden en firme las anteriores decisiones, 
en atención al inciso 3° del Artículo 182A de la Ley 1437 de 2011 -adicionado por la Ley 2080 
de 2021- y reiterando que obran las pruebas necesarias para adoptar una decisión de fondo, se 
dispondrá, sin necesidad de auto adicional, CORRER TRASLADO por el término común de 
diez (10) días, para que las partes formulen por escrito sus alegatos de conclusión y para que el 
Ministerio Público emita concepto -si a bien lo tiene-. 
 
Por último, se advierte que la entidad demandada aportó con la contestación sustitución de 
poder otorgado del abogado Luis Alfredo Sanabria Ríos, identificado con C.C. 80.211.391 y T.P. 
250.292 del C.S. de la J. a la abogada Ángela Viviana Molina Murillo, identificada con C.C. 
1.019.103.946 y T.P. No. 295.622 del C. S. de la J.; sin embargo, no se allegó el poder general 
que se le confirió a Luis Alfredo Sanabria Ríos, por lo que se requerirá a la Nación-Ministerio 
de Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, para que en el 
término de 5 días allegue el poder general mencionado. 
 
En consecuencia, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO.- TENER COMO PRUEBA las documentales enunciadas en la parte motiva del 
presente proveído. 
 
SEGUNDO.- FIJAR EL LITIGIO en la forma establecida en las líneas que anteceden. 
 
TERCERO.- Una vez queden en firme las anteriores decisiones y sin necesidad de auto 
adicional, CORRER TRASLADO para la presentación por escrito de los alegatos de 
conclusión dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación por estado de la presente 
providencia. En la misma oportunidad señalada para alegar, podrá el Ministerio Público 
presentar el concepto -si a bien lo tiene-. 
 
CUARTO.- REQUERIR a la Nación-Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, para que dentro de los 5 días siguientes a la notificación 
de esta providencia allegue el poder general que se le confirió a Luis Alfredo Sanabria Ríos. 
 
QUINTO.- Cumplido lo anterior, reingrese el expediente al despacho para continuar con el 
trámite procesal pertinente. 
 
SEXTO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente expediente, el 
interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a la dirección 
de correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN 
Juez 

 
 
 
LF 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 
 

Bogotá, D.C., veintidós (22) de julio de dos mil veintidós (2022). 
 
 

 
Auto Int. No. 374 

 
Medio de control:  Nulidad y restablecimiento del derecho 
Expediente:        11001-3342-051-2021-00377-00  
Demandante:   FLOR EMIRGEN PERALTA REYES 
Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
Decisión:    Auto de pruebas, fija litigio y corre traslado para alegar de conclusión 
 

 
 

Señala el numeral 1° del Artículo 182A de la Ley 1437 de 2011 (adicionado por el Artículo 42 de 
la Ley 2080 de 2021, “por medio de la cual se reforma el Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de 
descongestión en los procesos que se tramitan ante la jurisdicción”), en relación con la oportunidad 
para emitir sentencia anticipada, lo siguiente: 
 

“ARTÍCULO  182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 
 
1. Antes de la audiencia inicial: 
  
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
 
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
 
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda 
y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; 
 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o 
inútiles. 
 
El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a 
ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del 
Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 
 
Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final 
del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.” (Negrilla fuera de 
texto) 

 
De conformidad con lo anterior, se observa que en el presente asunto obran las pruebas 
suficientes para emitir una decisión de fondo, por lo que se dará aplicación a la norma en cita y 
se proferirá sentencia anticipada. 
 
De ese modo, teniendo en cuenta el inciso 2° del numeral 1° del Artículo 182A ibidem y el 
Artículo 173 del Código General del Proceso, el despacho se pronuncia sobre las pruebas 
obrantes, y por cumplir con los presupuestos de pertinencia, conducencia y utilidad SE 
TIENEN COMO PRUEBAS las siguientes: 
 
1.1. PRUEBAS DE LA PARTE DEMANDANTE: Los documentos aportados con la 

demanda (archivo 2, págs. 21 a 41 expediente digital). Se niega la solicitud de oficiar a 
la entidad demandada para que allegue el expediente administrativo, toda vez que ello 
ya fue aportado por la Secretaría de Educación de Bogotá. 
 

1.2. PRUEBAS DE LA ENTIDAD DEMANDADA: No aportó pruebas. No se accede a la 
documental requerida por oficio relacionada con el expediente administrativo que 
reposa en la Secretaría de Educación de Bogotá, en tanto ello ya fue aportado. 
Igualmente, no se accede a la solicitud de oficiar a la UGPP a fin de certificar si la 
demandante es beneficiaria de la pensión gracia, pues ello no es necesario para fallar el 
asunto y con lo ya aportado es suficiente para decidir de fondo. 
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1.3. DE OFICIO: Los documentos solicitados en virtud del auto admisorio proferido el 20 
de enero de 2022 (archivo 5 expediente digital) y que fueron aportados por la 
Secretaría de Educación de Bogotá (archivos 9, 10 y 11 expediente digital). 

 
Igualmente, considerando los términos de la demanda, este estrado judicial procede a FIJAR 
EL LITIGIO en el sentido de determinar la legalidad del acto administrativo demandado y el 
restablecimiento del derecho deprecado, para lo cual se establecerá si la demandante, señora 

Flor Emirgen Peralta Reyes, tiene derecho a que la Nación-Ministerio de Educación Nacional-
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio reconozca y pague la mesada adicional 
establecida en el Artículo 15 de la Ley 91 de 1989. 
 
Por último, se advierte a los apoderados que, una vez queden en firme las anteriores decisiones, 
en atención al inciso 3° del Artículo 182A de la Ley 1437 de 2011 -adicionado por la Ley 2080 
de 2021- y reiterando que obran las pruebas necesarias para adoptar una decisión de fondo, se 
dispondrá, sin necesidad de auto adicional, CORRER TRASLADO por el término común de 
diez (10) días, para que las partes formulen por escrito sus alegatos de conclusión y para que el 
Ministerio Público emita concepto -si a bien lo tiene-. 
 
En consecuencia, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO.- TENER COMO PRUEBA las documentales enunciadas en la parte motiva del 
presente proveído. 
 
SEGUNDO.- FIJAR EL LITIGIO en la forma establecida en las líneas que anteceden. 
 
TERCERO.- Una vez queden en firme las anteriores decisiones y sin necesidad de auto 
adicional, CORRER TRASLADO para la presentación por escrito de los alegatos de 
conclusión dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación por estado de la presente 
providencia. En la misma oportunidad señalada para alegar, podrá el Ministerio Público 
presentar el concepto -si a bien lo tiene-. 
 
CUARTO.- RECONOCER personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Ríos, 
identificado con C.C. 80.211.391 y T.P. 250.292 del C.S. de la J., como apoderado principal de 
la Nación-Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, y a la abogada Ángela Viviana Molina Murillo, identificada con C.C. 1.019.103.946 y 
T.P. No. 295.622 del C. S. de la J., como apoderada sustituta de dicha entidad, en los términos 
y efectos del poder general y especial conferidos (archivo 12, págs. 7 y ss expediente digital). 
 
QUINTO.- Cumplido lo anterior, reingrese el expediente al despacho para continuar con el 
trámite procesal pertinente. 
 
SEXTO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente expediente, el 
interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a la dirección 
de correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN 
Juez 

 
 
 
LF 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 
 

Bogotá, D.C., veintidós (22) de julio de dos mil veintidós (2022). 
 
 

 
Auto Int. No. 375 

 
Medio de control:  Nulidad y restablecimiento del derecho 
Expediente:        11001-3342-051-2022-00003-00  
Demandante:    EMELY MOYANO RUEDA 
Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
Decisión:    Auto de pruebas, fija litigio y corre traslado para alegar de conclusión 
 

 
 

Señala el numeral 1° del Artículo 182A de la Ley 1437 de 2011 (adicionado por el Artículo 42 de 
la Ley 2080 de 2021, “por medio de la cual se reforma el Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de 
descongestión en los procesos que se tramitan ante la jurisdicción”), en relación con la oportunidad 
para emitir sentencia anticipada, lo siguiente: 
 

“ARTÍCULO  182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 
 
1. Antes de la audiencia inicial: 
  
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
 
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
 
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda 
y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; 
 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o 
inútiles. 
 
El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a 
ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del 
Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 
 
Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final 
del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.” (Negrilla fuera de 
texto) 

 
De conformidad con lo anterior, se observa que en el presente asunto obran las pruebas 
suficientes para emitir una decisión de fondo, por lo que se dará aplicación a la norma en cita y 
se proferirá sentencia anticipada. 
 
De ese modo, teniendo en cuenta el inciso 2° del numeral 1° del Artículo 182A ibidem y el 
Artículo 173 del Código General del Proceso, el despacho se pronuncia sobre las pruebas 
obrantes, y por cumplir con los presupuestos de pertinencia, conducencia y utilidad SE 
TIENEN COMO PRUEBAS las siguientes: 
 
1.1. PRUEBAS DE LA PARTE DEMANDANTE: Los documentos aportados con la 

demanda (archivo 2, págs. 27 a 48 expediente digital).  
 

1.2. PRUEBAS DE LA ENTIDAD DEMANDADA: No aportó pruebas. No se accede a la 
documental requerida por oficio, por cuanto el expediente administrativo ya fue 
aportado por la Secretaría de Educación de Bogotá. 

 
1.3. DE OFICIO: Los documentos solicitados en virtud del auto admisorio proferido el 10 

de marzo de 2022 (archivo 6 expediente digital) y que fueron aportados por la 
Secretaría de Educación de Bogotá (archivos 10 y 11 expediente digital). 

 
Igualmente, considerando los términos de la demanda, este estrado judicial procede a FIJAR 
EL LITIGIO en el sentido de determinar la legalidad del acto administrativo demandado y el 
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restablecimiento del derecho deprecado para lo cual se establecerá si la demandante, señora 
Emely Moyano Rueda, tiene derecho al reconocimiento de una pensión de jubilación por 
aportes con el 75% del promedio de todos los factores salariales devengados con anterioridad al 
cumplimiento de los requisitos, conforme al régimen aplicable. 
 
Por último, se advierte a los apoderados que, una vez queden en firme las anteriores decisiones, 
en atención al inciso 3° del Artículo 182A de la Ley 1437 de 2011 -adicionado por la Ley 2080 
de 2021- y reiterando que obran las pruebas necesarias para adoptar una decisión de fondo, se 
dispondrá, sin necesidad de auto adicional, CORRER TRASLADO por el término común de 
diez (10) días, para que las partes formulen por escrito sus alegatos de conclusión y para que el 
Ministerio Público emita concepto -si a bien lo tiene-. 
 
En consecuencia, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO.- TENER COMO PRUEBA las documentales enunciadas en la parte motiva del 
presente proveído. 
 
SEGUNDO.- FIJAR EL LITIGIO en la forma establecida en las líneas que anteceden. 
 
TERCERO.- Una vez queden en firme las anteriores decisiones y sin necesidad de auto 
adicional, CORRER TRASLADO para la presentación por escrito de los alegatos de 
conclusión dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación por estado de la presente 
providencia. En la misma oportunidad señalada para alegar, podrá el Ministerio Público 
presentar el concepto -si a bien lo tiene-. 
 
CUARTO.- RECONOCER personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Ríos, 
identificado con C.C. 80.211.391 y T.P. 250.292 del C.S. de la J., como apoderado principal de 
la Nación-Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, y a la abogada Ángela Viviana Molina Murillo, identificada con C.C. 1.019.103.946 y 
T.P. No. 295.622 del C. S. de la J., como apoderada sustituta de dicha entidad, en los términos 
y efectos del poder general y especial conferidos (archivo 13, págs. 8 y ss expediente digital). 
 
QUINTO.- Cumplido lo anterior, reingrese el expediente al despacho para continuar con el 
trámite procesal pertinente. 
 
SEXTO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente expediente, el 
interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a la dirección 
de correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN 
Juez 

 
 
 
LF 
 
 
 
notificacionescundinmarcalqab@gmail.com 
notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co 
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 
notjudicial@fiduprevisora.com 
t_amolina@fiduprevisora.com.co 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 
 

Bogotá, D.C., veintidós (22) de julio de dos mil veintidós (2022). 
 
 

 
Auto Sust. No. 428 

 
Medio de control:   Nulidad y restablecimiento del derecho 
Expediente:        11001-3342-051-2022-00037-00  
Demandante:    ALEXANDER RODRÍGUEZ CANO 
Demandado: SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD CENTRO ORIENTE 

E.S.E. 
Decisión:    Auto fija fecha de audiencia inicial 
 
 
 

Una vez fueron surtidas las actuaciones de Ley, ingresa el proceso al despacho para continuar 
con el trámite del medio de control de la referencia. 
 
Por tanto, se CITA a los sujetos procesales el día doce (12) de agosto de dos mil 
veintidós (2022), a las nueve y treinta de la mañana (9:30 a.m.), para llevar a cabo de 
manera virtual la audiencia inicial de que trata el Artículo 180 del C.P.A.C.A., modificado en 
sus numerales 6, 8 y 9 por el Artículo 40 de la Ley 2080 de 2021, tal como se dispondrá en la 
parte resolutiva de esta providencia. 
 
De conformidad con lo anterior, se INSTA a la parte demandada para que allegue copia del acta 
proferida por el comité de conciliación de la entidad, en la que conste la decisión y 
fundamentos considerados para conciliar o no en el asunto de la referencia -sin que la ausencia 
de la certificación o el acta sea motivo de suspensión de la audiencia-. Lo anterior, según lo 
previsto por numeral 8° del Artículo 180 ibídem y el Artículo 16 del Decreto 1716 de 2009. 
 
Los apoderados deberán allegar copia de los documentos que pretendan hacer valer en dicha 
audiencia (poderes, sustituciones de poder, actas de comité de conciliación y otros), con una 
anticipación no menor a los tres días de realizarse la misma, al correo electrónico 
jadmin51bt@cendoj.ramajudicial.gov.co. Así mismo, dentro del mismo término y de igual 
forma, los apoderados deberán acreditar ante este despacho la remisión a los demás sujetos 
procesales -por medio de un canal digital- de copia de los documentos que deban correrse en 
traslado conforme lo dispuesto en el inciso 1° del Artículo 201A del C.P.A.C.A., adicionado por 
el Artículo 51 de la Ley 2080 de 2021. 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  
 

RESUELVE 
 
PRIMERO.- CITAR a los sujetos procesales el día doce (12) de agosto de dos mil 
veintidós (2022), a las nueve y treinta de la mañana (9:30 a.m.), para llevar a cabo la 
audiencia inicial de que trata el Artículo 180 del C.P.A.C.A., modificado en sus numerales 6, 8 y 
9 por el Artículo 40 de la Ley 2080 de 2021, para lo cual deberán ingresar a la audiencia 
virtual a través del enlace enviado al correo electrónico que registra en el expediente o en el 
siguiente enlace. 
 
SEGUNDO.- INSTAR a la parte demandada para que allegue copia del acta proferida por el 
comité de conciliación de la entidad, en la que conste la decisión y fundamentos considerados 
para conciliar o no en el asunto de la referencia -sin que la ausencia de la certificación o el acta 
sea motivo de suspensión de la audiencia-. Lo anterior, según lo previsto por numeral 8° del 
Artículo 180 ibídem y el Artículo 16 del Decreto 1716 de 2009. 
 
TERCERO.- Los apoderados deberán allegar copia de los documentos que pretendan hacer 
valer en dicha audiencia (poderes, sustituciones de poder, actas de comité de conciliación y 
otros), con una anticipación no menor a los tres días de realizarse la misma, al correo 
electrónico jadmin51bt@cendoj.ramajudicial.gov.co. Así mismo, dentro del mismo término y 
de igual forma, los apoderados deberán acreditar ante este despacho la remisión a los 
demás sujetos procesales -por medio de un canal digital- de copia de los documentos que 
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deban correrse en traslado conforme lo dispuesto en el inciso 1° del Artículo 201A del 
C.P.A.C.A., adicionado por el Artículo 51 de la Ley 2080 de 2021. 
 
CUARTO.- RECONOCER personería adjetiva al abogado JULIÁN LIBARDO CARRILLO 
ACUÑA, identificado con C.C. 1.010.171.454 y T.P. 227.219 del Consejo Superior de la 
Judicatura, como apoderado de la entidad demandada en los términos y para los fines del 
memorial poder allegado (archivo 7, págs. 14 y ss expediente digital). 
 
QUINTO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente expediente, el 
interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a la dirección 
de correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co.    
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN 
Juez 

 

 

 

 
 
LF 
 
 

 
notificaciones@misderechos.com.co 
notificacionesjudiciales@subredcentrooriente.gov.co 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
  
 

Bogotá, D.C., veintidós (22) de julio de dos mil veintidós (2022). 
 
 

 
Auto Int. No. 372 

 
Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho 
Expediente:       11001-3342-051-2022-00123-00  
Demandante:   JHON ALEXANDER ROJAS TAVERA  
Demandado:   NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL y SERVIACTIVA 

SOLUCIONES ADMIINISTRATIVAS S.A.S. 
Decisión:   Auto admisorio de la demanda 
 

 
 

Subsanada la demanda, por reunir los requisitos legales del Artículo 162 del C.P.A.C.A., modificado 
por el Artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, se admitirá para conocer en primera instancia, la demanda 
de la referencia formulada por el señor JHON ALEXANDER ROJAS TAVERA identificado con C.C. 
No. 1.023.881.576, a través de apoderado, en ejercicio del medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, en contra de la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA 
NACIONAL y SERVIACTIVA SOLUCIONES ADMINISTRATIVAS S.A.S., de conformidad con lo 
previsto en los Artículos 171 y concordantes del C.P.A.C.A. 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

 
R E S U E L V E 

 
PRIMERO.- ADMITIR el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho 
interpuesto por el señor JHON ALEXANDER ROJAS TAVERA identificado con C.C. No. 
1.023.881.576, a través de apoderado, en ejercicio del medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, en contra de la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA 
NACIONAL y SERVIACTIVA SOLUCIONES ADMIINISTRATIVAS S.A.S. 
 
SEGUNDO.- NOTIFICAR esta providencia por estado a la parte demandante como lo dispone 
el Artículo 201 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el 
cual fue modificado en su inciso 3 por el Artículo 50 de la Ley 2080 de 2021. 
 
TERCERO.- NOTIFICAR esta providencia personalmente a los representantes legales de la 
NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL y SERVIACTIVA SOLUCIONES 
ADMIINISTRATIVAS S.A.S. o a quienes hayan delegado la facultad de notificarse, a la Agencia 
Nacional de la Defensa Jurídica del Estado y al agente del Ministerio Público delegado ante este 
despacho judicial, como lo dispone el Artículo 199 del C.P.A.C.A., modificado por el Artículo 48 de 
la Ley 2080 de 2021. 
 
CUARTO.- Corresponderá a la Secretaría de este juzgado, junto con la notificación personal 
dispuesta en el numeral anterior, remitir copia de la demanda y sus anexos a la Agencia Nacional 
de la Defensa Jurídica del Estado y a la Procuraduría 195 Judicial I Delegada para Asuntos 
Administrativos de Bogotá, D.C., a los correos electrónicos correspondientes. 
 
QUINTO.- ADVERTIR que, con la contestación de la demanda, las partes accionadas deberán 
aportar todas las pruebas que tenga en su poder y que pretendan hacer valer en el proceso, de 
conformidad con el numeral 4º y el Parágrafo 1º del Artículo 175 del C.P.A.C.A. 
 
SEXTO.- Surtidas las anteriores notificaciones en debida forma y vencido el término de dos (2) 
días hábiles dispuesto en el inciso 4 del Artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el 
Artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, correrá el término de traslado de 30 días de conformidad con 
lo previsto en el Artículo 172 ibídem. 
 
SÉPTIMO.- RECONOCER personería para actuar al abogado JEISSON DAVID VELASCO 
PIMENTEL, identificado con C.C. No. 1.030.656.486 y T.P. 347.669 del C.S. de la J., del Consejo 
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Superior de la Judicatura, como apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para 
los fines del memorial poder allegado con la demanda (archivo 7, pág. 3 expediente digital). 
 
OCTAVO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente expediente, el 
interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a la dirección de 
correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN 
Juez 

 
 

REC 

 
 
jartpuro@live.com 
rfranco@serviactiva.co 
decun.notificacion@policia.gov.co 
jeisson9510@hotmail.com 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

 
 

Bogotá, D.C., veintidós (22) de julio de dos mil veintidós (2022).   
 
 

 
Auto Int. No. 367 

 
Medio de control:   Nulidad y restablecimiento del derecho 
Expediente:        11001-3342-051-2022-00225-00  
Demandante:    HAHIDY MILENA OVALLE ROJAS 
Demandado: NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y 
DISTRITO CAPITAL-SECRETARIA DE EDUCACIÓN 

Decisión:    Auto admisorio de la demanda 
 

 
 

Procede el despacho a pronunciarse sobre la admisión de la demanda, de conformidad con 
lo dispuesto en el Artículo 171 del C.P.A.C.A. 
 
Por reunir los requisitos legales del Artículo 162 del C.P.A.C.A., modificado por el Artículo 35 
de la Ley 2080 de 2021, se admitirá para conocer en primera instancia, la demanda de la 
referencia formulada por la señora HAHIDY MILENA OVALLE ROJAS, identificada con C.C. 
52.474.076, a través de apoderada, en ejercicio del medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, en contra de la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL-FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y 
DISTRITO CAPITAL-SECRETARIA DE EDUCACIÓN, de conformidad con lo previsto en los 
Artículos 171 y concordantes del C.P.A.C.A. 
 
En consecuencia, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO.- ADMITIR el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho 
interpuesto por la señora HAHIDY MILENA OVALLE ROJAS, identificada con C.C. 
52.474.076, a través de apoderada, en contra de la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL-FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y 
DISTRITO CAPITAL-SECRETARIA DE EDUCACIÓN.  
 
SEGUNDO.- NOTIFICAR esta providencia por estado a la parte demandante como lo 
dispone el Artículo 201 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, el cual fue modificado en su inciso 3 por el Artículo 50 de la Ley 2080 de 
2021. 
 
TERCERO.- NOTIFICAR esta providencia personalmente a los representantes legales de 
la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y del DISTRITO CAPITAL-SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN, o a quienes se haya delegado la facultad de notificarse, a la Agencia Nacional 
de la Defensa Jurídica del Estado y al agente del Ministerio Público delegado ante este 
despacho judicial, como lo dispone el Artículo 199 del C.P.A.C.A., modificado por el Artículo 
48 de la Ley 2080 de 2021. 
 
CUARTO- Corresponderá a la Secretaría de este juzgado, junto con la notificación personal 
dispuesta en el numeral anterior, remitir copia de la demanda y sus anexos a la Agencia 
Nacional de la Defensa Jurídica del Estado y a la Procuraduría 195 Judicial I Delegada para 
Asuntos Administrativos de Bogotá, D.C., a los correos electrónicos correspondientes. 
 
QUINTO.- ADVERTIR que, con la contestación de la demanda, la parte accionada deberá 
aportar el expediente administrativo que contenga los antecedentes de los actos 
demandados así como todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer 
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en el proceso, de conformidad con el numeral 4º y el Parágrafo 1º del Artículo 175 del 
C.P.A.C.A. 
 
SEXTO.- Surtidas las anteriores notificaciones en debida forma y vencido el término de dos 
(2) días hábiles dispuesto en el inciso 4 del Artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el Artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, correrá el término de traslado de 30 días de 
conformidad con lo previsto en el Artículo 172 ibídem. 
 
SÉPTIMO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente 
expediente, el interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este 
juzgado a la dirección de correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co. 
  
OCTAVO.- RECONOCER personería a la abogada PAULA MILENA AGUDELO 
MONTAÑA, identificada con C.C. 1.030.633.678 y T.P. 277.098 del Consejo Superior de la 
Judicatura, como apoderada judicial de la parte demandante, en los términos y para los 
fines del memorial poder allegado con la demanda (archivo 2, págs. 3 a 5 expediente digital). 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN 
Juez 

 

 

 

REC 
 
 
milenaovalle@yahoo.com.mx  
notificajuridicased@educacionbogota.edu.co 
notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co 
notificacionescundinamarcalqab@gmail.com 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
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Auto Int. No. 368 

 
Medio de control:   Nulidad y restablecimiento del derecho 
Expediente:        11001-3342-051-2022-00227-00  
Demandante:    ROSALBA ALBA MENDOZA 
Demandado: NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y 
DISTRITO CAPITAL-SECRETARIA DE EDUCACIÓN 

Decisión:    Auto admisorio de la demanda 
 

 
 

Procede el despacho a pronunciarse sobre la admisión de la demanda, de conformidad con 
lo dispuesto en el Artículo 171 del C.P.A.C.A. 
 
Por reunir los requisitos legales del Artículo 162 del C.P.A.C.A., modificado por el Artículo 35 
de la Ley 2080 de 2021, se admitirá para conocer en primera instancia, la demanda de la 
referencia formulada por la señora ROSALBA ALBA MENDOZA, identificada con C.C. 
52.074.567, a través de apoderada, en ejercicio del medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, en contra de la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL-FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y 
DISTRITO CAPITAL-SECRETARIA DE EDUCACIÓN, de conformidad con lo previsto en los 
Artículos 171 y concordantes del C.P.A.C.A. 
 
En consecuencia, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO.- ADMITIR el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho 
interpuesto por la señora ROSALBA ALBA MENDOZA, identificada con C.C. 52.074.567, a 
través de apoderada, en contra de la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y DISTRITO 
CAPITAL-SECRETARIA DE EDUCACIÓN.  
 
SEGUNDO.- NOTIFICAR esta providencia por estado a la parte demandante como lo 
dispone el Artículo 201 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, el cual fue modificado en su inciso 3 por el Artículo 50 de la Ley 2080 de 
2021. 
 
TERCERO.- NOTIFICAR esta providencia personalmente a los representantes legales de 
la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y del DISTRITO CAPITAL-SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN, o a quienes se haya delegado la facultad de notificarse, a la Agencia Nacional 
de la Defensa Jurídica del Estado y al agente del Ministerio Público delegado ante este 
despacho judicial, como lo dispone el Artículo 199 del C.P.A.C.A., modificado por el Artículo 
48 de la Ley 2080 de 2021. 
 
CUARTO- Corresponderá a la Secretaría de este juzgado, junto con la notificación personal 
dispuesta en el numeral anterior, remitir copia de la demanda y sus anexos a la Agencia 
Nacional de la Defensa Jurídica del Estado y a la Procuraduría 195 Judicial I Delegada para 
Asuntos Administrativos de Bogotá, D.C., a los correos electrónicos correspondientes. 
 
QUINTO.- ADVERTIR que, con la contestación de la demanda, la parte accionada deberá 
aportar el expediente administrativo que contenga los antecedentes de los actos 
demandados así como todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer 
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en el proceso, de conformidad con el numeral 4º y el Parágrafo 1º del Artículo 175 del 
C.P.A.C.A. 
 
SEXTO.- Surtidas las anteriores notificaciones en debida forma y vencido el término de dos 
(2) días hábiles dispuesto en el inciso 4 del Artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el Artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, correrá el término de traslado de 30 días de 
conformidad con lo previsto en el Artículo 172 ibídem. 
 
SÉPTIMO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente 
expediente, el interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este 
juzgado a la dirección de correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co. 
  
OCTAVO.- RECONOCER personería a la abogada PAULA MILENA AGUDELO 
MONTAÑA, identificada con C.C. 1.030.633.678 y T.P. 277.098 del Consejo Superior de la 
Judicatura, como apoderada judicial de la parte demandante, en los términos y para los 
fines del memorial poder allegado con la demanda (archivo 2, págs. 3 y 4 expediente 
digital). 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN 
Juez 

 

 

 

REC 
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Auto Int. No. 370 

 
Medio de control:   Nulidad y restablecimiento del derecho 
Expediente:        11001-3342-051-2022-00229-00  
Demandante:    DIVIANA MARGARITA FALLA FORERO 
Demandado: NACIÓN-RAMA JUDICIAL-CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA-

DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 
Decisión:    Auto remite proceso 
 

 
 

Procedería el despacho a resolver sobre la admisión del presente medio de control de no ser porque 
se modificó el reparto del mismo a través del Acuerdo No. CSJBTA21-44 del 9 de junio de 2021, 
“Por medio del cual se suspende temporalmente el reparto de procesos a los Juzgados 
Administrativos Transitorios de la Sección Segunda creados mediante Acuerdo PCSJA21- 11738 
de 2021 en el Circuito Judicial de Bogotá y se dictan otras disposiciones”, conforme las siguientes 
precisiones. 
 
En este punto, es del caso advertir que conforme se informó en el Oficio No. CSJBTO22-817 del 24 
de febrero de 2022, la asignación de procesos a los juzgados transitorios, creados por medio del 
Acuerdo No. PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022, se seguirá realizando en la forma dispuesta 
por este Consejo Seccional mediante Acuerdo CSJBTA21-44. 
 

ANTECEDENTES 
 
Observa el despacho que la presente demanda fue instaurada en ejercicio del medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho, por la señora DIVIANA MARGARITA FALLA FORERO, 
identificada con C.C. 1.020.802.954, por intermedio de apoderado, en contra de la NACIÓN-
RAMA JUDICIAL-CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA-DIRECCIÓN EJECUTIVA DE LA 
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, con el fin de que se inaplique el Artículo 1° del Decreto 383 de 
2013 y se declare la nulidad de los actos administrativos mediante los cuales se negó al 
demandante el reajuste de todas las prestaciones sociales teniendo en cuenta la bonificación 
judicial, contenida en el Artículo 1° del Decreto 383 del 6 de marzo de 2013. 
 

CONSIDERACIONES 
  
El Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, en uso de sus facultades legales y reglamentarias, 
en especial la de exoneración o disminución temporal del reparto como medida transitoria 
contenida en el Artículo 6 del Acuerdo No. PSAA16-10561 del 17 de agosto de 2016 del Consejo 
Superior de la Judicatura, expidió el Acuerdo No. CSJBTA21-44 del 9 de junio de 2021 en el que se 
dispuso: 
 

“ARTÍCULO PRIMERO: SUSPENDER TEMPORALMENTE EL REPARTO DE 
PROCESOS generados por reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama 
Judicial y entidades con régimen similar, a los Juzgados 1 y 2 transitorios creados por 
Acuerdo PCSJA21-11738 de 2021 y adscritos a la Sección Segunda en el Circuito Judicial de 
Bogotá. 
 
ARTICULO SEGUNDO: ASIGNAR TEMPORALMENTE EL REPARTO EXCLUSIVO 
al Juzgado 3 Administrativo Transitorio creado por el Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 de junio 
de 2021 hasta que éste reporte una carga total de novecientos cuarenta y cinco (945) procesos 
(incluidos los procesos a ser remitidos por los Despachos de FACATATIVA, GIRARDOT, 
ZIPAQUIRA Y LETICIA) o hasta que este Consejo Seccional considere que estén niveladas las 
cargas de todos los Juzgados Administrativos Transitorios. 
  
ARTÍCULO TERCERO: REANUDAR el reparto a los Juzgados Administrativos 
Transitorios 1 y 2 una vez nivelada la carga, en la cifra estimada o hasta que esta Seccional 
así lo considere, procediendo en adelante a repartir a los tres (3) Despachos Transitorios los 
procesos generados por reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y 
entidades con régimen similar, de acuerdo a las siguientes reglas de redistribución: 
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JUZGADO 
PERMANENTE 

(Remitente) 

JUZGADO 
TRANSITORIO 

(Receptor) 
Del 7 al 18 1 

Del 19 al 30 2 
Del 46 al 57 3 

 
(…)”. 

 
De conformidad con lo anterior, es claro que hasta que el Juzgado 3 Administrativo Transitorio de 
este circuito nivele su carga a la de los Juzgados 1 y 2 Administrativos Transitorios, por disposición 
del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, le corresponde el reparto de los procesos 
generados por reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar; y que una vez el Juzgado 3 Administrativo Transitorio nivele su carga, los 
procesos mencionados serán redistribuidos conforme se indica en el Artículo 3 del Acuerdo citado. 
 
De ese modo, el presente caso se encuentra encaminado a la inclusión de la bonificación judicial 
como factor salarial para la liquidación de todas las prestaciones sociales, cuya fuente primaria 
deviene de la Ley 4ª de 1992, que facultó al Gobierno nacional para su creación mediante Decreto 
383 del 6 de marzo de 2013, el cual dispuso: 
 

“ARTÍCULO 1o. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar a 
quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos números 57 
y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el Decreto número 874 de 
2012 y las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se 
reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización 
al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud”. 

 
En ese orden de ideas, el derecho contenido en el citado acto administrativo de carácter general, 
respecto del cual gravita la demanda, tiene relación con la bonificación judicial, lo cual se enmarca 
dentro de las “reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar” a que se refiere el Acuerdo No. CSJBTA21-44 del 9 de junio de 2021, y como 
quiera que la Coordinación de los juzgados Administrativos de Bogotá informó que el Juzgado 3 
Administrativo Transitorio del Circuito de Bogotá ya se encuentra nivelado, en atención al Artículo 
3 del Acuerdo No. CSJBTA21-44 del 9 de junio de 2021, habrá de remitirse las presentes 
diligencias al Juzgado 3 Administrativo Transitorio del Circuito de Bogotá. 
 
Es del caso mencionar que, con ocasión a la modificación del reparto en los procesos como el que 
aquí se debate, ya no es dable para este despacho pronunciarse sobre situaciones de competencia o 
que originen impedimentos, pues es al juzgado destinatario, como receptor del reparto, a quien le 
correspondería eventualmente un pronunciamiento en ese sentido.  
 
Así las cosas, de acuerdo con las directrices adoptadas por el Consejo Seccional de la Judicatura de 
Bogotá a través del Acuerdo No. CSJBTA21-44 del 9 de junio de 2021, el cual continúa aplicando 
de conformidad con lo informado mediante el Oficio No. CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 2022, 
este proveído dispondrá la remisión del proceso al Juzgado 3 Administrativo Transitorio del 
Circuito de Bogotá, para lo de su competencia. 
 
En consecuencia, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 

RESUELVE 
 
Por Secretaría, REMITIR el proceso de la referencia al Juzgado 3 Administrativo Transitorio del 
Circuito de Bogotá, para lo de su cargo, conforme lo expuesto en la parte motiva de este proveído. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN 
Juez 

 
 
REC 
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Auto Int. No. 369 

 
Medio de control:   Nulidad y restablecimiento del derecho 
Expediente:        11001-3342-051-2022-00239-00  
Demandante:    RAQUEL XIOMARA LATORRE CONTRERAS 
Demandado: NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y 
DISTRITO CAPITAL-SECRETARIA DE EDUCACIÓN 

Decisión:    Auto admisorio de la demanda 
 

 
 

Procede el despacho a pronunciarse sobre la admisión de la demanda, de conformidad con 
lo dispuesto en el Artículo 171 del C.P.A.C.A. 
 
Por reunir los requisitos legales del Artículo 162 del C.P.A.C.A., modificado por el Artículo 35 
de la Ley 2080 de 2021, se admitirá para conocer en primera instancia, la demanda de la 
referencia formulada por la señora RAQUEL XIOMARA LATORRE CONTRERAS, 
identificada con C.C. 52.078.967, a través de apoderada, en ejercicio del medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho, en contra de la NACIÓN-MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO y DISTRITO CAPITAL-SECRETARIA DE EDUCACIÓN, de conformidad con lo 
previsto en los Artículos 171 y concordantes del C.P.A.C.A. 
 
En consecuencia, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO.- ADMITIR el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho 
interpuesto por la señora RAQUEL XIOMARA LATORRE CONTRERAS, identificada con 
C.C. 52.078.967, a través de apoderada, en contra de la NACIÓN-MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO y DISTRITO CAPITAL-SECRETARIA DE EDUCACIÓN.  
 
SEGUNDO.- NOTIFICAR esta providencia por estado a la parte demandante como lo 
dispone el Artículo 201 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, el cual fue modificado en su inciso 3 por el Artículo 50 de la Ley 2080 de 
2021. 
 
TERCERO.- NOTIFICAR esta providencia personalmente a los representantes legales de 
la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y del DISTRITO CAPITAL-SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN, o a quienes se haya delegado la facultad de notificarse, a la Agencia Nacional 
de la Defensa Jurídica del Estado y al agente del Ministerio Público delegado ante este 
despacho judicial, como lo dispone el Artículo 199 del C.P.A.C.A., modificado por el Artículo 
48 de la Ley 2080 de 2021. 
 
CUARTO- Corresponderá a la Secretaría de este juzgado, junto con la notificación personal 
dispuesta en el numeral anterior, remitir copia de la demanda y sus anexos a la Agencia 
Nacional de la Defensa Jurídica del Estado y a la Procuraduría 195 Judicial I Delegada para 
Asuntos Administrativos de Bogotá, D.C., a los correos electrónicos correspondientes. 
 
QUINTO.- ADVERTIR que, con la contestación de la demanda, la parte accionada deberá 
aportar el expediente administrativo que contenga los antecedentes de los actos 
demandados así como todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer 
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en el proceso, de conformidad con el numeral 4º y el Parágrafo 1º del Artículo 175 del 
C.P.A.C.A. 
 
SEXTO.- Surtidas las anteriores notificaciones en debida forma y vencido el término de dos 
(2) días hábiles dispuesto en el inciso 4 del Artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el Artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, correrá el término de traslado de 30 días de 
conformidad con lo previsto en el Artículo 172 ibídem. 
 
SÉPTIMO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente 
expediente, el interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este 
juzgado a la dirección de correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co. 
  
OCTAVO.- RECONOCER personería a la abogada SAMARA ALEJANDRA ZAMBRANO 
VILLADA, identificada con C.C. 1.020.757.608 y T.P. 289.231 del Consejo Superior de la 
Judicatura, como apoderada judicial de la parte demandante, en los términos y para los 
fines del memorial poder allegado con la demanda (archivo 2, págs. 61 y 62 expediente 
digital). 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN 
Juez 

 

 

 

REC 
 
 
notificacionescundinamarcalqab@gmail.com 
notificacionesjudiciales@secretariajudicial.gov.co 
notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co 
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